







Hablar del espacio local no significa preguntar 
sobre límites; es, en todo caso, preguntar sobre 
relaciones y sentimientos, momentos y lugares de 
encuentro, vínculos simbólicos de integración... 
No tiene un mapa sino un sistema de relaciones e 
intercambios entre sus actores, que, con el pasar 
del tiempo, es fuente de legitimidad y de 
pertenencia cultural. 
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Presentación 


Por razones estructurales e históricas, algunas regiones del país han desarrollado más 
que otras condiciones para investigar y formar a nuevos investigadores. La ausencia de 
oportunidades dirigidas a producir conocimientos en regiones que no se encuentran en 
el eje troncal, ha motivado al Programa de Investigación Estratégica en Bolivia (PIEB) a 
crear una nueva modalidad de convocatorias destinada al apoyo de la investigación con 
relevancia social y al fortalecimiento de capacidades en estos espacios geográficos. 

Las Convocatorias Regionales, que se suman a las Convocatorias Nacionales para 
Investigadores(as) Senior/Junior, Convocatorias para Investigadores(as) Jóvenes y las 
Convocatorias Temáticas, fue inaugurada con la Convocatoria Regional Beni, en 1999. 

Ese año, el Programa no sólo daba un paso importante para caminar en el apoyo a 
la investigación en las regiones —hasta el 2001 se trabajó en cinco departamentos—, tam- 
bién avanzaba en una nueva política institucional: invitar a los profesionales locales a 
investigar por concurso los temas que la misma región considera prioritarios para su 
desarrollo, con el apoyo de instituciones locales como contrapartes. 

El PIEB y el Centro de Investigación y Documentación para el Desarrollo del Beni 
(CIDDEBENI) firmaron un convenio de cooperación para la realización de un taller de 
identificación de prioridades de investigación en el Beni, y el lanzamiento posterior de la 
Convocatoria Regional Beni. 

El taller contó con la participación de 92 representantes de instituciones diversas: 
Universidad Técnica del Beni, la Prefectura, la Dirección Nacional de Arqueología y An- 
tropología, el Consejo del Pueblo Sirionó, la Central Obrera Departamental, el Comité 
Cívico del Beni, la Pastoral Indígena, entre otras. 


La agenda elaborada, y que guió luego el contenido de la Convocatoria Regional 
Beni, registró necesidades de investigación desde la economía, pasando por la geografía, 
la arqueología, historia, antropología, lingúística, sociología, hasta las ciencias políticas. 
Los temas planteados también fueron variados: el impacto económico de proyectos de 
desarrollo en la región; delineación de bioregiones y regiones culturales; identificación y 
evaluación de las tecnologías prehispánicas; la evolución social en la región beniana; im- 
pactos de los procesos de municipalización, descentralización y políticas ambientales, 
migración y cultura... 

Las seis investigaciones ganadoras de la Convocatoria Beni, de las catorce que 
concursaron, cubren una parte de la agenda de prioridades de investigación identifica- 
das por los actores sociales benianos. Bajo esta lectura, los investigadores involucrados 
han realizado una serie de actividades para devolver información y conocimientos a los 
sujetos de investigación, y difundir sus hallazgos en niveles políticos, económicos, so- 
ciales y culturales. 

Forman parte de la difusión y uso de resultados de la Convocatoria Regional Beni, 
los cinco títulos que el PIEB publica en esta oportunidad, inaugurando una nueva línea 
editorial dedicada a las regiones: “Sociedad local y municipios en el Beni”, “El éxodo de 
profesionales benianos y su impacto en el desarrollo regional”, “Situación nutricional de 
las comunidades campesinas en Riberalta”, “Planificación participativa y zonificación en 
municipios del Beni” y “Control sociocultural y sistemas normativos en el uso de los 
recursos forestales en los territorios indígenas del Beni”. En estos trabajos, el lector en- 
contrará no sólo un abanico de posibles recorridos para acercarse a la realidad beniana y 
a los cambios que este departamento vive; también tendrá en manos el trabajo de una 
nueva generación de investigadores movilizados y motivados para intervenir de manera 
activa en el desarrollo de su región. 

En manos de autoridades, académicos, actores aludidos y sociedad civil está la 
posibilidad de aprovechar este cúmulo de nuevos conocimientos a favor del creci- 
miento del Beni. 


Godofredo Sandóval 
Director Ejecutivo del PIEB 


Prólogo 


Tengo el alto honor de prologar la investigación Sociedad local y municipios en el Beni, 
consciente de que pudo haberlo hecho alguien con mayor “currículum”. Trataré de con- 
trarrestar un posible déficit academisístico con la sinceridad del agradecimiento por este 
aporte sociológico. 

Al compartir con el autor un mismo espacio territorial, hemos coincidido en activi- 
dades académicas y laborales. Esas experiencias me han enriquecido por la manera clara 
y objetiva de interpretar la realidad que caracteriza a Molina, que además, nutre su teoría 
con propuestas tendientes a encontrar soluciones que ponen de manifiesto el compro- 
miso que tiene con este joven proceso de municipalización. 

Al leer el informe, con vocación de investigadora, pero con ojos de política, he 
encontrado un análisis diferente de la municipalización de lo que hasta hoy nos han 
entregado los “enamorados” de la democracia y la participación popular, que nos presen- 
tan una realidad transformada en datos y cifras estadísticas que la desfiguran y disfrazan, 
que la “cosifican” y refrigeran. En contraste, en el presente trabajo de enfoque cualitativo, 
Molina profundiza sobre las orientaciones, prácticas y acciones concretas que los actores 
locales llevan a cabo; la realidad que analiza se llama San Ignacio de Mojos y San Joaquín, 
dos pueblos benianos que contienen nombres y rostros de gentes que se conocen y se 
interrelacionan familiar y culturalmente, articulándose a través de un sistema de valores y 
una identidad relacionada a su propia historia, historia y sociedad que también tienen 
rasgos e influencias de lo global, de lo de afuera. 

Lo local es la connotación propias de lo que es y de lo que no es cada lugar, 
adscripciones y exclusiones que el proceso de municipalización también ha contribuido 
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a crear de acuerdo a la delimitación física de un territorio. El autor nos dice que son las 
estructuras ideológicas y axiológicas que conforman el tipo de actores dentro de un espacio 
que el Estado ha asignado como territorio municipal, las que pueden compartirse si la 
política se convierte en factor que incluye, o dividirse y disgregarse si es excluyente. La 
realidad beniana nos muestra elementos culturales que devienen desde el régimen 
colonizador que inauguraron los jesuítas, costumbres y actividades europeas que al 
conjuncionarse con las de los nativos, crearon una cultura reduccional; cultura de la que 
todavía arrastramos algunos valores sociales que continúan abonando el terreno del 
autoritarismo, patriarcalismo y patrimonialismo que debilitan la democracia o la asesinan, 
tal como pasó en la funesta masacre de Santa Rosa, masacre de la que todos salimos 
profundamente heridos y derribó mucho de lo que se había construido, haciéndonos 
pensar que la democracia en el Beni puede ser una farsa, una quimera. 

La interrelación entre las personas y su entorno es lo que determina las transforma- 
ciones O permanencias de prácticas políticas, es por ello, dice Molina, que el proceso de 
municipalización hay que entenderlo rescatándolo de las veredas, las calles y plazas de los 
barrios, porque es allí donde se cimienta y re-crea la democracia y la cultura. A un pueblo no 
se lo puede entender si no se sabe de su santo y de su fiesta, de sus cuentos y sus muertos, 
y es en base a estos conocimientos y sentimientos que se tendrían que encarar los planes 
locales que buscan elevar la calidad de vida, teniendo en cuenta la “capacidad del ser y el 
hacer al vivir” como bien lo señala una coterránea nuestra; aspectos que por lo general se 
ignoran porque no se los conoce, y lo que no se conoce no se piensa, lo que no se piensa, 
no se transforma. 

Continuando con la sinceridad de los agradecimientos, quiero ponderar uno más de 
los grandes aciertos del trabajo que el PIEB está realizando en el Beni; desde alguna de estas 
actividades surgió la necesidad de compartir experiencias entre investigadores y profesionales 
que radicamos en el Beni junto a otros que emigraron, y fue así que el PIEB se ha convertido en 
“nuestra casa grande” donde nos encontramos varias veces para pensar en los múltiples pro- 
blemas del Beni y sus realidades locales; espacios en los que además de “lamentamos”, nos 
han servido para delinear acciones tendientes a intervenir en la generación de un cambio 
positivo, derribando barreras y desprecios mutuos entre la ciencia y lo político. 


Hilda Rea Galloso 
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Introducción 


Nuestra investigación está referida a la sociedad y al espacio local en relación con la cons- 
trucción de los municipios en el departamento del Beni, concretamente los municipios 
de San Ignacio de Moxos, en la provincia Moxos y San Joaquín, en la provincia Mamoré. 
Pretendemos presentar un enfoque distinto respecto a los efectos de la municipaliza- 
ción, partiendo de las nociones de sociedad y espacio local, que dan cuenta de un proce- 
so de construcción social con la acción de los actores locales y del municipio como 
construcción política-legal del Estado. 

Trabajamos en San Ignacio de Moxos y San Joaquín porque son dos escenarios con 
características específicas, aunque también comparten elementos comunes. Se diferencian, 
por ejemplo, por la distancia e influencia con respecto a la capital del departamento. San 
Ignacio queda a dos horas de Trinidad y mantiene una relación casi diaria con ella. A primera 
vista, tiene mayor dinámica económica y un peso de poder en el contexto regional. En 
cambio, San Joaquín se encuentra a siete horas de Trinidad y está ubicado en la frontera con 
el Brasil, por lo que es considerado un municipio periférico y aislado, aunque ocupa una 
mejor posición en el índice de desarrollo humano de los municipios del Beni. Como ele- 
mentos comunes, comparten una historia similar en relación con la formación de las misio- 
nes jesuitas; la presencia inicial de pueblos indígenas y la posterior llegada de familias cruceñas 
al área urbana; la formación de la ganadería y de las comunidades, etc. Además de los crite- 
rios señalados, la investigación en ambos municipios estuvo motivada por una experiencia 
de trabajo de más de cuatro años, con estudios y apoyo técnico a diferentes actores locales. 

Los análisis sobre el proceso de municipalización han puesto énfasis en los aspec- 
tos que destacan los cambios y resultados cuantitativos. Han trabajado más con los 
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números que con la percepción y vivencia de los actores. Sociólogos y políticos resaltan 
los cambios o efectos de la municipalización en una dimensión cuantitativa, pero no 
ponen atención en los contenidos o las formas de acción de los actores con relación a 
determinadas acciones y decisiones. Por ejemplo, se refieren al número de elecciones 
realizadas, al número de comunidades integradas en los procesos electorales, a la canti- 
dad de distritos municipales y PDMs creados con impulso del gobierno central, al porcenta- 
je de mujeres en los gobiernos municipales o la aparición de una gran masa de votantes 
rurales, Pero no profundizan sobre las orientaciones, las prácticas y las acciones concretas 
que los actores locales llevaron a cabo, mucho menos se preocupan por los sentimientos y 
significados emergentes respecto a los diversos componentes de la municipalización. 

No existe preocupación por estudiar los procesos políticos locales o los elementos 
y dimensiones que conforman la relación entre la sociedad y el espacio local desde la 
visión de los actores locales, aunque varios autores, sobre todo vinculados a las oficinas 
estatales de la participación popular, hacen reflexiones sobre el ordenamiento territorial 
O la democracia, más porque corresponden a acciones estatales en las que ellos mismos 
han estado involucrados como funcionarios. En suma, ponen atención en analizar lo que 
provocó o lo que resultó de la municipalización, pero no lo que sus actores locales y la 
sociedad tenían como construcción social. 

Asimismo, en muchos documentos encontramos un protagonismo de las convic- 
ciones antes que las evidencias, con una tendencia a sobrevalorar los efectos positivos de 
aquel proceso. De pronto se acaba asegurando un cambio evidente en la cultura política, 
en las formas de hacer política y en la práctica de la participación popular en los munici- 
pios, generalizando a todos, en tanto que ciertas sociedades siguen pasando su vida como 
siempre lo han hecho. 

Puntos como los que mencionamos nos sirvieron para justificar un estudio al inte- 
rior de los municipios de San Joaquín y San Ignacio de Moxos, pero —como señalamos al 
inicio— dando prioridad a las nociones de sociedad y espacio local. Nuestra intención 
de partida fue introducirnos en las sociedades locales presentes en estos municipios, a 
través de sus actores locales y sus sentimientos, creencias y actitudes, para conocer sobre 
los elementos y dimensiones que actualmente definen la forma y trayectoria de las socie- 
dades locales en relación con el proceso de municipalización. En concreto, nuestro inte- 
rés era indagar sobre la trayectoria de la sociedad local a través de los actores locales 
sobre cuatro aspectos centrales y sus dimensiones: identidad y valores, espacio local, 
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procesos políticos y sistema local de actores. Además, nos interesaba presentar un “enfo- 
que beniano” sobre los problemas y posibilidades de constitución de los municipios del 
Beni como sociedades locales. 

En principio, habíamos propuesto el estudio con base en las encuestas, sin embar- 
go, una oportuna evaluación nos llevó a cambiar de ruta. Desde ese momento ya no nos 
interesó cuantificar las Opiniones, buscamos más bien conocer (y sentir) las miradas, sin 
preocuparnos mucho de que éstas formen o no mayorías porcentuales. No obstante, 
utilizamos una encuesta adicional de apoyo, aunque dimos prioridad a las entrevistas 
como fuente de información primaria. 

Una ventaja que nos facilitó la relación con los actores locales fue haber trabajado 
tres años antes en proyectos importantes de diagnóstico y planes de desarrollo munici- 
pal tanto en San Joaquín y San Ignacio. Llevamos a cabo el trabajo de campo entre los 
meses de octubre de 1999 y marzo de 2000, período en el que realizamos varios viajes, 
principalmente a las capitales municipales, en este caso San Joaquín y San Ignacio, con 
estadías que abarcaron entre dos a cinco días. 

La estrategia metodológica fue organizada con la cooperación de Rafael Rojas, ase- 
sor del PIEB. Desde el inicio de la investigación, en septiembre de 1999, hasta septiembre 
de 2000 tuvimos varias sesiones de trabajo en las que actualizamos y reforzamos nuestro 
perfil metodológico. En estos encuentros nos motivaron a la lectura de libros teóricos 
relacionados a la cultura política, el municipio y la sociedad local, y también de documen- 
tos propios del proceso de municipalización en Bolivia. Consideramos que la investigación 
nos ha permitido ampliar, en gran manera, nuestros conocimientos respecto a este proceso 
y, por lo experiencia que tuvimos, creemos que en nosotros se ha cumplido una de las 
metas del PIEB, que es la de investigar formando y formar investigando. Lo que hagamos 
más adelante será la principal prueba de esta afirmación. 

El documento incluye aspectos referidos a los cuestionamientos de la investigación, 
los objetivos, la hipótesis y la metodología. Definimos con claridad que nuestra perspectiva 
prioriza la noción de sociedad local como un sistema de acción que tiene por lo menos 
cuatro grandes componentes, pero que sólo tomamos como punto de partida dos: el 
sistema cultural y el sistema sociopolítico. En el segundo capítulo se analizan las principales 
dimensiones teóricas que se desprenden de la noción de sociedad local, como son el 
sistema de valores, el espacio local, la identidad y el sistema de actores. Destacamos en 
esta parte que la sociedad y el espacio local conforman un sistema de relaciones que se 
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construye en un proceso histórico y que se reproduce a través de valores, símbolos, 
eventos históricos, entre otros. Son estos elementos los que marcan la diferencia frente 
al concepto de municipio. 

El tercer capítulo trata de los fundamentos políticos e ideológicos que proyectaron 
el auge de la municipalización, vinculada a la democracia y la descentralización del Esta- 
do. Asimismo, realizamos un seguimiento a los objetivos, metas y presupuestos que se 
plantean la misma ley y sus teóricos o defensores respecto a la participación popular y la 
democracia. Los capítulos cuatro y cinco están referidos a nuestras áreas de estudio, San 
Joaquín y San Ignacio, destacando los orígenes de sus pobladores en el área urbana y en 
las comunidades, aspectos reconstruidos con fuentes secundarias. El capítulo seis co- 
rresponde propiamente al trabajo de campo, es decir a los elementos empíricos que 
conforman las dimensiones de las sociedades locales de San Joaquín y San Ignacio. He- 
mos encontrado que los factores que constituyen a las sociedades locales como un siste- 
ma de relaciones son similares en San Joaquín y San Ignacio, que además son los que 
determinan la actual articulación social del espacio local. Donde hallamos diferencias 
marcadas es en la cultura política de los actores locales y la trayectoria del proceso de 
municipalización. En efecto, en el caso de San Joaquín la municipalización está sirviendo 
para acercar la relación espacial y política entre el espacio local y el municipio en torno a 
una misma sociedad local, mientras que en San Ignacio está ayudando a marcar las dife- 
rencias entre la sociedad local y su espacio frente al resto del municipio, es decir frente a 
los Otros espacios y sus actores. 

Al terminar, reconocemos de antemano las limitaciones teóricas y metodológicas 
que presenta el documento, no obstante, nos sentimos muy contentos por haber tenido 
esta experiencia de investigación, con el apoyo del PIEB. 
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CAPÍTULO UNO 
Diseño metodológico 


1. ¿Cuál es nuestro postulado? 

El proceso de municipalización establece la formación de municipios —urbanos y rura- 
les— con un gobierno local elegido por los ciudadanos, en un territorio asignado por 
el Estado. Además, incluye una propuesta de democratización con objetivos y metas 
que involucran al ámbito de la política, la economía y el espacio territorial. La meta 
importante es el desarrollo de una cultura política democrática compartida por los 
vecinos de los municipios, a través del fortalecimiento del sistema de actores locales y 
la generación de nuevas formas de acción a través del control social y la participación 
permanente de los habitantes en las decisiones del gobierno municipal. Asimismo, 
este proceso se propone forjar un sentido de pertenencia a un “territorio legal” y la 
integración social de los habitantes de los municipios, que a su vez repercuta en la 
formación de una identidad local. 

Nuestra percepción es que la municipalización se dispuso a poner en práctica sus 
hipótesis presuponiendo un escenario establecido a partir de la asignación de un territo- 
rio legal al municipio, pero en este proceso se subestimaron las practicas sociales, las 
instituciones, los mecanismos propios de integración y los espacios territoriales articula- 
dos de las sociedades locales. El enfoque pro municipalización asumió una relación di- 
recta entre municipio y sociedad local, entre territorio municipal y espacio local, sin poner 
interés en el papel de los procesos políticos locales y sus actores respecto a la trayectoria 
de su sociedad y su espacio. 

Con la Ley de Participación Popular, la municipalización fue introducida en las so- 
ciedades locales generando una relación entre dos dimensiones cuyos componentes, 


hasta ese momento, presentaban lógicas diferentes: la sociedad local y su espacio como 
construcción social y el municipio como política iniciada desde el Estado. 

Con el fin de estructurar más formalmente la idea de nuestra investigación, nos 
formulamos estas preguntas: ¿cómo se están relacionando la sociedad y el espacio local 
con el proceso de municipalización?, ¿qué relación existe entre la sociedad y el espacio 
local con el municipio y su territorio?, ¿cuáles son los factores que actualmente caracteri- 
zan y son determinantes en la trayectoria de las sociedades locales en el Beni?, ¿cuáles 
son los factores que integran a los actores locales en una sociedad local y configuran un 
espacio local al interior de un municipio?, ¿cómo funcionan estos factores con relación al 
municipio?, y finalmente, ¿el proceso de municipalización se agrega a este conjunto de 
factores O más bien los está desplazando? 


2. Los objetivos e hipótesis de trabajo 

Con el desarrollo de la investigación pretendemos, de forma general, indagar sobre la 
relación de la sociedad y el espacio local con el proceso de municipalización en el depar- 
tamento del Beni y, por otra parte, conocer las características y la trayectoria de dos socie- 
dades locales del departamento en el contexto del proceso de municipalización. De modo 
específico buscamos: 


* Analizar los factores culturales, políticos e históricos que actualmente articulan y 
son determinantes en la trayectoria de las sociedades locales en el Beni. 

e Identificar los efectos del proceso de municipalización en estas sociedades. En este 
sentido interesa conocer si las hipótesis del proceso de municipalización se están 
cumpliendo. 

e Conocer si las sociedades locales están modificando el espacio local, el sistema de 
valores y la identidad local a partir del proceso de municipalización. De manera 
desagregada, nos proponemos indagar si están integrando o excluyendo áreas te- 
rritoriales, nuevos sectores y actores sociales en los procesos políticos y el sistema 
de actores de la sociedad local. Por otro lado, significa identificar si se están modi- 
ficando las lógicas de acción, los valores y cultura política respecto a la sociedad, el 
espacio y el sistema local de actores. 

e Caracterizar los rasgos de la identidad local, el sistema de valores y la cultura políti- 
ca y el sistema de actores de las sociedades locales del Beni. 


Las sociedades locales del Beni se constituyen y articulan a través de un sistema de 
valores y una identidad local relacionados con su historia, tradiciones, origen étnico de 
los habitantes y los procesos de ocupación del espacio local. Estos factores influyen en 
menor o mayor relación con el territorio municipal. 

El proceso de municipalización es un factor favorable a la articulación de la socie- 
dad y el espacio local, pero no del municipio. El efecto positivo se verifica pese a que los 
actores políticos locales, principalmente partidos políticos y gobiernos municipales, no 
están actuando según las orientaciones e hipótesis de la municipalización. Sin embargo 
no constituye una variable determinante, en todo caso está reforzando el sistema de 
relaciones de los actores locales con el espacio y la sociedad local. 

Los actores locales, por el principio de identidad local, conforman un sistema de 
acción con la sociedad y el espacio local, pero no con el municipio. 


3. Metodología 

El tema general de estudio es la sociedad y el espacio local en el Beni con relación al 
proceso de municipalización. Comenzamos presuponiendo la existencia de una socie- 
dad local en los escenarios de estudio identificados: los municipios de San Ignacio y San 
Joaquín; aunque esto no signifique necesariamente que el espacio territorial de la socie- 
dad local coincida con los limites legales que corresponden al municipio. 

La sociedad local es un sistema de acción conformado por un conjunto de sistemas 
o componentes. Para nuestra investigación tomamos el sistema cultural y el sistema 
sociopolítico. En el primero, en sus dimensiones de valores y cultura política y de identi- 
dad y espacio local. El segundo en lo que concierne a los procesos políticos locales y el 
sistema de actores locales. 

La investigación que presentamos es de carácter exploratorio en el nivel descrip- 
tivo, porque tratamos de conocer lo que está pasando —en un momento concreto— 
en dos sociedades locales del Beni. Tomamos a la sociedad local como un proceso en 
cuya trayectoria se integra, desde el Estado, el proceso de municipalización. Esta rela- 
ción abarca un lapso corto de siete años que no permite pronosticar sus alcances y 
efectos definitivos. 

El estudio privilegió el enfoque cualitativo, por eso nuestra prioridad fue percibir 
los procesos, las imágenes y los sentimientos. El trabajo de campo consistió en entre- 
vistas a informantes claves por su posición de liderazgo en el sistema de actores 


locales, y esa información la trabajamos comparando las versiones según el tipo de 
actor y su ubicación espacial. 

La lista de actores-entrevistados estuvo compuesta por personas que en ese mo- 
mento ocupaban o habían ocupado con anterioridad cargos de representación de algún 
sector de la sociedad local: zona vecinal, comunidad, gobierno municipal o partido polí- 
tico. El encuentro con estos actores se realizó en un período candente de elecciones 
municipales, entre octubre de 1999 y marzo de 2000. Iniciamos los primeros contactos 
en la etapa preelectoral de proselitismo político, selección y presentación de candidatos y 
continuamos hasta la etapa poselectoral, caracterizada por las negociaciones de alianzas y 
evaluaciones internas. Entre otras cosas, presenciamos los cierres de campaña, las visitas de 
los candidatos a las comunidades, el traslado de comunarios a las capitales para “engrosar” 
las filas de adeptos, y también los conflictos respecto a las inscripciones electorales. 

De acuerdo a las recomendaciones sobre la validez, objetividad y coherencia de las 
técnicas en las investigaciones sociales (García, 1998: 153), así como a las observaciones 
y sugerencias del PIEB, optamos por utilizar las entrevistas en dos modalidades. La entre- 
vista directa a una persona específica y, en algunos casos, a “grupos de discusión”; en 
segundo lugar usamos un cuestionario con preguntas cerradas. Al intentar analizar un 
proceso cuyo recorrido es corto en años, optamos por dar prioridad a las entrevistas 
en la medida en que nos interesaba comprender las percepciones y los sentimientos 
expresados en los discursos. 

En principio elaboramos una lista de organizaciones y dirigentes locales. En el 
primer sondeo entrevistamos a personas destacadas con el objetivo de actualizar nuestra 
lista y recibir sugerencias sobre otras “personas claves”. En el ámbito urbano realizamos 
las entrevistas en diferentes lugares: la oficina de la alcaldía, la sede de la organización 
indígena, domicilios particulares de políticos o dirigentes vecinales, la parroquia, el 
club social e incluso la plaza. En las comunidades el trabajo fue en las sedes de las 
organizaciones, siempre a convocatoria del corregidor, y con más de un participante. Un 
detalle no menos importante es que muchos de los entrevistados ocupaban más de un 
cargo al mismo tiempo o tenían un cargo, pero habían ocupado otro anteriormente. 
Los encuentros duraban entre una y tres horas, de acuerdo a la predisposición de 
los entrevistados. 

Tanto en el pueblo como en las comunidades encontramos predisposición al 
diálogo, especialmente en San Joaquín. En San Ignacio, algunos entrevistados nos 


recomendaron el manejo cuidadoso de sus testimonios o, en su defecto, pedían no grabar 
determinados pasajes de la conversación por temor a futuras represalias. 

Durante las entrevistas realizamos preguntas sobre aspectos subjetivos del amplio 
espectro de las opiniones, actitudes, intenciones, valores, juicios, sentimientos, motivos, 
aspiraciones y expectativas. Aunque no son indirectamente comprobables, como lo pue- 
den ser la edad o el nivel de renta, no por ello son menos reales y determinantes del 
comportamiento social (García, 1995: 151). 

Al realizar las entrevistas en las áreas urbanas utilizamos un cuestionario guía con 
temas identificados; las respuestas fueron registradas en una grabadora. Además, previa 
consulta con el representante, les dejamos un cuestionario de tipo “cerrado” que debía 
ser llenado, pero tuvimos la dificultad de que no todas las personas entrevistadas nos 
devolvieron la boleta. En el ámbito rural procedimos a llenar algunas encuestas y realizar 
entrevistas colectivas, es decir, en grupos de varias personas convocadas por el corregi- 
dor de la comunidad. En cada escenario realizamos unas veinte entrevistas de diálogo y 
reunimos una cantidad similar de cuestionarios. 

Debido a que establecimos un corte temporal (1993-1999) para las entrevistas ele- 
gimos a dirigentes actuales y ex dirigentes, autoridades y ex autoridades, etc., puesto que 
era importante comparar sus percepciones desde el lugar que actualmente ocupan. 

La coyuntura electoral nos introdujo en un escenario local favorable a la investiga- 
ción en dos sentidos. Por una parte, existía predisposición al diálogo sobre la “realidad 
local” y, por otra, fue un momento clave para observar el desarrollo de los eventos políti- 
cos locales, las percepciones y formas de poner en práctica determinados instrumentos 
o medios relacionados con los principios y valores de la municipalización. Además, tuvi- 
mos la posibilidad de observar en forma directa un componente del proceso de munici- 
palización —la elección del gobierno municipal—, a través del comportamientos de ciertos 
actores locales, en otros ámbitos de la sociedad. El hecho de que en estos pueblos no 
existan aún canales “neutros” de opinión pública o espacios de debate político, hizo que 
nuestra presencia sirva como una oportunidad más para opinar. 


CAPÍTULO DOS 
Las dimensiones 


de la sociedad local 


1. Lo local 

En los últimos diez años, lo local se ha convertido en tema central del debate sobre las 
posibilidades de institucionalización de la democracia y el desarrollo en países sin tradi- 
ción de gobierno democrático, como Bolivia. Desde entonces se habla de democracia 
local, poder local, participación local, espacio local, sociedad local o desarrollo local, aun- 
que pocos se preocupan por dar elementos teóricos sobre estos temas y sus categorías. 
Pero, ¿qué es lo local en términos de espacio, de poder o de relaciones?, ¿dónde comien- 
za y dónde termina? El problema sobreviene al tratar de ofrecer una respuesta coherente 
que ayude a definir empíricamente dónde están sus límites y por qué los que se refieren 
a estos temas no se interesan en dar definiciones. 

En principio, lo más práctico ha sido delimitar el sentido de “local” en oposición a 
otras nociones que hacen referencia a espacios más grandes como lo regional, lo nacio- 
nal o global. Se habla de lo local porque hay un escenario espacial y político más grande, 
en el que está inserto y con el que se lo puede comparar o diferenciar. Como nunca se 
puede analizar un proceso de lo local sin relacionarlo con lo global, “la afirmación del 
carácter relativo de la noción de lo “local” permite reconocer la influencia de lo “global” en 
cada proceso de desarrollo” (Arocena, 1995: 78). Como hasta aquí no hablamos de lími- 
tes ni de cantidad, en principio lo local bien podría ser un espacio, una población o una 
organización social. 

En el intento de diferenciarlo por sus características, en general, lo local se asocia 
con la cercanía física, casi cotidiana, entre personas o grupos, y de éstos con procesos, 
organizaciones, instituciones y un territorio concreto. 


Se entiende que lo local es un lugar cercano y visible, controlable, que se lo mira y se lo usa de manera 
cotidiana, donde se puede organizar la vida acercándola a la política y donde la gestión pública se 
desacraliza, pues pierde poder para ganar participación. 


De hecho, la gente es más irreverente y protesta más; por la cercanía tiene elemen- 
tos para juzgar a la autoridad y está en un lugar estratégico para mirar la gestión 
política nacional, desde donde se comprende o siente la descentralización del poder 
(Carrión , 1999: 103). 

Lo local se entiende también como lo que está cerca a “nosotros”, sea el territorio, 
el grupo social o la historia, que se encuentra en una relación continua, visible, que es 
posible distinguir y controlar con los propios ojos. De aquí que cuando se habla del 
desarrollo local se entiende que se refiere a lo que afecta a cada uno de los individuos 
que conviven cerca unos de los otros. 

En suma, podemos definir lo local como un espacio de relaciones en el que indivi- 
duos y grupos sociales tienen opción al encuentro permanente, donde los actores indivi- 
duales, los grupos y sus representantes pueden asistir en “carne propia”, por su dimensión 
y su distancia, a los momentos de decisión política. Lo local es el escenario en el cual la 
política transcurre cara a cara entre quienes son sus miembros. 


Una característica propia de lo local es su carácter de ser una construcción social, ya que la constitu- 
ción de lo local no corresponde a una definición jurídica o una medida del Estado sino a la acción de 
los actores sobre una determinada realidad (MDH/SNPP, 1995: 60). 


Por oposición, una ciudad ya no sería parte de lo local porque sus elementos 
predominantes son la diversidad de ocupaciones, la multiplicación de relaciones im- 
personales, la influencia política y cultural, la lejanía de los gobernantes frente a los 
gobernados y la desagregación de la institución familiar (Patzi 1997: 33). Al contrario, 
el concepto de pueblo, entendido como un lugar donde sus pobladores se conocen y 
se encuentran casi a diario, se asimila a la caracterización de lo local. Y es que el pueblo 
se sitúa entre el centro urbano y la comunidad rural, muestra características tanto de la 
una como de la otra debido a su tamaño, relativamente pequeño, sus habitantes, que 
se conocen entre sí y desarrollan interrelaciones informales. Aunque en muchos ca- 
sos, su economía no es agrícola y en este aspecto se asemeja más al centro urbano 
(Cohen, 1980: 157). 


Hasta aquí hemos nombrado algunas de las características por las que, según algu- 
nos autores', la verdadera participación política sólo puede darse en lo local, un ámbito 
donde aspectos inherentes a la democracia, como la participación política y el control 
social, tienen la posibilidad de insertarse en la cotidianidad de la gente, es decir, conver- 
tirse en hechos institucionales que se manifiesten, en forma permanente, en conductas y 
actitudes de la política. Concluyen que sólo aquí puede darse una participación directa 
de los ciudadanos que, además de elegir a los representantes del gobierno municipal, 
controlan la gestión del gobierno, identifican los problemas colectivos y proponen solu- 
ciones concertadas. Lo local sería, entonces, el escenario adecuado para la democracia 
participativa, más aún cuando el Estado reconoce otras formas de representación ade- 
más de los partidos. 

En muchas de estas definiciones se presupone en lo local la existencia de una serie 
de condiciones favorables a los procesos de cambio político, por ejemplo el funciona- 
miento casi automático de los mecanismos legales y una predisposición natural de los 
actores para poner en práctica los principios y normas de la democracia. Además, presu- 
ponen actores locales y ciudadanos con amplia capacidad de control social, políticos y 
gobernantes con predisposición al control de las organizaciones, en fin, ciudadanos con 
una cultura política compatible con aquellos principios, o en otros términos, una socie- 
dad con una racionalidad democrática. 

Sin embargo, en las referencias a lo local como escenario favorable a la democracia 
se nota un olvido de otros aspectos estructurales que pueden limitarla, y que tienen que 
ver con el tipo de sociedad, las normas culturales y la cultura política, ni qué decir de las 
condiciones económicas presentes en este ámbito. Es cierto que en los pueblos —eso es 
en resumen lo local— hay una permanente cercanía, Casi familiar, entre gobernantes y 
gobernados, entre miembros de partidos y organizaciones sociales. Pero es esta misma 
cercanía la que puede dar lugar a una permanente sustitución entre el espacio público y 
la esfera privada, en que los valores familiares tengan gran influencia y sean dominantes a 
la hora de orientar comportamientos individuales referidos a lo público. Cuando se pien- 
sa en lo local es necesario tener en cuenta las distintas orientaciones que definen la ac- 
ción pública de las personas como la influencia de los valores familiares en la cultura 


' Cfr. Bobbio, 1989; Carrión, 1999; Vega, 1995; Ardaya, 1995. 


política, es decir, en las ideas, percepciones y actitudes con relación al Estado, el patrimo- 
nio fiscal, la responsabilidad pública y las instituciones políticas. 

En sociedades que funcionan bajo códigos y valores tradicionales sus miembros se 
enfrentan con un permanente dilema, entre responder a los valores familiares o a los que 
exigen las leyes o la responsabilidad pública, y es que los lazos familiares tienen una 
fuerte influencia para orientar comportamientos individuales de orden público. Esto sig- 
nifica que hay una tendencia a actuar con referencia a valores como el mantenimiento del 
parentesco, la unidad de la familia o la fidelidad a la amistad, antes que a valores de tipo 
público y colectivo como la defensa del patrimonio estatal, el respeto a las leyes o la 
consideración de los intereses ciudadanos. Cuando los lazos familiares son una obliga- 
ción primaria hacen difícil un posible comportamiento de rechazo y menos de denuncia 
frente a situaciones que atentan al bien público (Dowse y Hughes, 1986). Aquí podemos 
encontrar algunas pautas de explicación sobre las dificultades que supone para un indivi- 
duo defender los bienes públicos o cuestionar los comportamientos de los gobernantes 
Cercanos, ya que en el momento oportuno los individuos se remiten a sus orientaciones 
predominantes, propias y anteriores a nuevos códigos de orientación política. 

El predominio de estos valores se reproduce con mayor énfasis en sociedades pe- 
queñas donde el Estado mantiene una estructura burocrática, ya que los lazos familiares 
son más fuertes, las interacciones humanas son menos impersonales —todos se cono- 
cen— y el sistema de gobierno local está ubicado en un nexo de familia y parentesco, 
conformando una barrera natural para ejercer acciones que hacen a la responsabilidad 
pública (Dowse y Hughes, Op. cit.). 


2.  —Bespacio local como construcción local 

El espacio de una sociedad local no es el que delimita el Estado como parte de su división 
político-administrativa, es aquel que los grupos sociales articulan a través de relaciones 
de intercambio económico, simbólico y cultural, donde son visibles los valores, los even- 
tos históricos locales, las fiestas religiosas, las relaciones de parentesco, es decir, todo un 
sistema cultural compartido por sus miembros. Se refiere al territorio no sólo como re- 
sultado de una apropiación instrumental del espacio —por ejemplo, como propiedad, 
fuente de recursos a ser explotados, delimitación político-administrativa, medio para 
obtener ventajas geopolíticas, etc.—, es más que todo una apropiación simbólico-expresi- 
va O cultural (Giménez, 1998). Dicho de otra forma, un espacio local no está definido 
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por los límites físicos asignados por un poder externo sino por las diversas relaciones- 
sentimientos que sus miembros establecen en un largo proceso; adquiere límites por la 
forma en que sus miembros (se) relacionan (con) ese espacio permanentemente y casi 
de forma natural y cotidiana. Un espacio local es una construcción social y como argu- 
menta Arocena (op. cit.: 20): 


No toda subdivisión de un territorio nacional es, de hecho, una sociedad local pues hay 
fragmentaciones físicas, políticas o administrativas de una gran ciudad o de una nación que no 
corresponden a sociedades locales, son subdivisiones territoriales que no coinciden forzosamente 
con sociedades locales. 


Sin embargo, las acciones del Estado respecto a la división administrativa, el orde- 
namiento territorial u otro aspecto espacial, en algún momento se convierten en otras 
variables que también participan en los procesos de construcción social del espacio local. 
Una de las acciones más conocidas es justamente dividir a un Estado en espacios meno- 
res como fronteras político-administrativas internas (Laserna, 1984: 21). 

El espacio local aparece como una condición sobre la cual existe o adquiere cuerpo 
lo local, lugar concreto donde los actores interactúan permanentemente, comparten casi 
a diario sus miradas, sienten sus problemas, palpan sus dominios y conocen a sus domi- 
nantes, incluso comparten con ellos parte de sus vivencias. Por su dimensión y su distan- 
cia, es allí donde la vida transcurre en un permanente encuentro, en una relación cara a 
cara de todos los días, entre actores, gobernantes y gobernados, con las instituciones 
políticas y con los límites del mismo espacio. 

En definitiva, una división territorial como política estatal no constituye de hecho 
una sociedad local con un espacio concreto, al contrario, puede desestructurar lo que ya 
existía en tanto no tome en cuenta la propia construcción local del espacio. El hecho de 
que un territorio estatal sea dividido en municipios no quiere decir que cada uno de 
éstos contenga una sociedad local identificada con el territorio asignado por ley. Una 
sociedad local tiene su propio espacio que se articula y delimita a través de las acciones- 
relaciones-sentimientos de sus miembros, y de éstos con historias, valores y pobladores, 
familiares y héroes, en un largo proceso histórico. 


Es aquel territorio delimitado por las relaciones propias de los miembros de una sociedad local y 
conforme un sistema compuesto de agentes con múltiples proyecciones, dotados de creatividad, con 
valores comunes y con una interacción que crea efectos de sinergía (Lombardi, 1997: 23). 
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Pero esta definición no niega la existencia (yuxtaposición o sobreposición) de un 
territorio legal sobre el cual toma decisiones un gobierno municipal. Es decir, hay una 
jurisdicción del gobierno sobre un territorio municipal y también otra determinada por 
la propia sociedad local a través de sus actores. 

Una sociedad local y su espacio son por tanto una construcción social, resultado de 
una serie Ge acontecimientos, incluyendo alguna intervención del Estado o alguna otra 
forma de poder externo. Entonces sus límites pueden ser más, menos o igual a una división 
político-administrativa del Estado, por ello mismo, la dimensión en términos de número de 
habitantes o de kilómetros de superficie no es una variable significativa (Arocena, op. cit.). 

Por otra parte, cuando decimos que el espacio de la sociedad local no necesaria- 
mente coincide con el territorio legal de un municipio, aceptamos la posibilidad de que 
en éste exista más de una sociedad local o, finalmente no exista ninguna. 


3. La noción de sociedad local 

Ya dijimos que una sociedad local constituye una identidad e historia propias recreadas 
por sus miembros. Desde luego, hay que entender su constitución como un proceso, 
como una construcción social de múltiples intervenciones, y por ello es posible hablar de 
diferentes formas y trayectorias de una sociedad local. Esto quiere decir que también 
pueden ser sujetos de transformación y cambio producidos por la iniciativa de sus pro- 
pios actores O por agentes externos, como las leyes u Otras acciones que se toman desde 
el Estado, pero siempre a través de aquellos. 

Gonzales Meyer identifica cuatro planos de investigación para analizar la formación 
del espacio local, entendido como el territorio donde la sociedad local constituye sus 
relaciones y en torno al cual se articulan sus habitantes. Al propósito de esta investigación 
interesan los planos del sistema cultural y del sistema sociopolítico como puntos de in- 
greso para indagar sobre la formación y trayectoria de una sociedad local especifica. 


En el primer plano es fundamental incluir a la identidad y cultura locales, preguntándonos por el 
grado en que puede hablarse de fenómenos identitarios en torno al territorio y que actúen como un 
recurso subjetivo para trayectorias de desarrollo de la sociedad local. El segundo plano nos lleva a 
indagar sobre los procesos políticos locales, la relación entre sistemas externos y los dominios loca- 
les, las características, formas de funcionamiento, lógicas de acción y actores componentes del sistema 
socioterritorial ya que la existencia del centralismo político no implica la inexistencia de procesos 
políticos locales donde se expresen grupos, intereses y visiones de raíz locales. Como interrogante 
central este plano sirve para analizar hasta qué grado puede fundamentarse la existencia de un 
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sistema político local, que presente contornos relativos a escalas o espacios más envolventes (González 
Meyer, 1996: 94-95). 


El sistema cultural abarca los valores, los conocimientos, las ideologías, es decir, el 
conjunto del aparato simbólico en el que se inspira toda acción (Rocher, 1980: 371). El 
sistema sociopolítico —que da realidad a la constitución de lo local— existe en la medida 
en que tiene un sistema de relaciones de poder y un sistema cultural que define la forma 
de ser de la sociedad y su trayectoria. Los componentes principales de ambos sistemas 
son la identidad y los vínculos culturales entre las partes de la sociedad con el territorio, 
una historia propia en la cual se reconocen sus miembros, una relación económica que 
da lugar a una relación social, un sistema de decisiones sobre la distribución de recursos 
que incide en las relaciones de poder, lo que en conjunto proporciona una pertenencia a 
un colectivo de orientaciones comunes aunque no iguales (MDH-SNPY, op. cit.: 60). 

El sistema social, por su parte, concierne a las condiciones implicadas en la 
interacción de individuos humanos que forman colectividades concretas compuestas 
por miembros determinados. En toda colectividad concreta, cualesquiera que sean sus 
dimensiones, tanto en el caso de un grupo reducido como en el de una sociedad glo- 
bal, lo cultural y lo social se compenetran necesariamente. “Un sistema social no pue- 
de existir sin un sistema cultural que le proporcione los elementos simbólicos esenciales” 
(Rocher, op. cit.: 371). 

Por su parte, Arocena indica que para hablar de sociedad local debe darse un 
cierto número de condiciones que se expresan en dos niveles fundamentales: el 
socioeconómico y el cultural: 


Un acercamiento para comprender los procesos de constitución y sus trayectorias debe hacer énfasis 
en comprender y describir los componentes de estos niveles. En el nivel cultural, es importante una 
identidad colectiva expresada en valores y normas interiorizadas por sus miembros. En el nivel 
socioeconómico un sistema de relaciones de poder constituido en torno a procesos locales de gene- 
ración de riqueza. En este nivel, para que exista sociedad local debe haber riqueza generada localmente, 
sobre la cual los actores locales ejerzan un control decisivo, tanto en los aspectos técnico-productivos 
como en los referidos a la comercialización (Arocena, op cit.: 21). 


Una vez identificados los niveles de análisis y acercamiento a la sociedad local, 
trataremos de establecer una definición a partir de sus principales características. Nues- 
tro punto de partida es Arocena (op. cit.: 21) que nos propone entender una sociedad 
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local “como un sistema de acción sobre un territorio limitado por las relaciones de una 
cantidad de miembros, capaz de producir valores comunes y bienes localmente gestiona- 
dos”. Aunque se hace referencia al tamaño del territorio y la población como característi- 
cas, la dimensión en números o kilómetros de superficie no es una variable principal 


porque: 


... frecuentemente se observan realidades locales que difícilmente pueden ser calificadas como “so- 
ciedades” debido a la ausencia total de iniciativa propia. En esos casos más bien se trata de “agregados 
sociales” enteramente dependientes de lo que el centro del sistema les transfiere (Ibid.). 


En el enfoque de algunos autores como Cohen (1980: 153) el concepto de comuni- 
dad se asemeja y contiene varios elementos que nosotros reconocemos en la noción de 
sociedad local: 


Una comunidad puede definirse como un grupo especifico de personas que reside en una área geo- 
gráfica determinada, comparten una cultura común y un modo de vida, tienen conciencia del hecho 
de que comparten cierta unidad y que pueden actuar colectivamente en busca de una meta. 


En tanto, Gallino (1995: 193) dice que: 


Sus miembros actúan recíprocamente y respecto de otros no pertenecientes a la misma colectividad, 
anteponiendo más o menos conscientemente los valores, las normas, las costumbres, los intereses 
de la colectividad considerada como un todo, a los personales o del propio subgrupo o de otras 
colectividades. 


Caracterizar a una sociedad local a partir de elementos comunes que son compar- 
tidos por sus miembros, no significa excluir la presencia de conflictos dentro de la colec- 
tividad, ni tampoco de formas de poder o de dominio externo o interno. 


4. Los actores locales 

Los actores locales son un componente central en la constitución de una sociedad local, 
ya que de su papel, su lógica de acción y de sus características depende la trayectoria de 
la sociedad, su forma de articulación y el tipo de sistema de actores que constituyen. 
“Son, simultáneamente, motor y expresión del desarrollo local, y de hecho, los protago- 
nistas principales de la configuración de una sociedad local” (Barreiro, 1993: 145), 
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además de ser los principales articuladores de los procesos políticos transferidos desde 
los ámbitos estatales-nacionales o desde la sociedad civil, que conforman lo regional o lo 
nacional. Es que los actores locales mantienen relaciones, con diferente intensidad, con 
otros actores que actúan en los otros escenarios, es decir no son parte de una isla, son 
parte de redes sociales en el ámbito de la sociedad local y mantienen relaciones con 
actores del ámbito departamental o nacional (Adler, 1995). 

Como actor local nos referimos a individuos, grupos de presión, organizaciones pri- 
vadas, movimientos sociales, partidos políticos y autoridades estatales cuyo sistema de ac- 
ción se aproxima al espacio territorial y reconoce el sistema cultural de la sociedad local. En 
esta definición no se toma en cuenta la calidad de la acción, sino el alcance de su área de 
acción y más que todo la adhesión y práctica de los elementos propios del sistema cultural. 
La calidad haría alusión a que la acción del actor local puede ser activa O pasiva, defensiva u 
ofensiva, autónoma o dependiente, perjudicial o no para el territorio y la sociedad local. 


Así pueden ser actores locales los vecinos organizados que intentan mejorar la calidad de vida de un 
barrio, o los comunarios que se movilizan para oponerse a la construcción de un camino en el área 
rural, pero también aquellos que se organizan para mantener y reproducir una determinada situación 
que genera destrucción de riquezas naturales y desestructuración de tejidos sociales al interior de la 
sociedad local (Arocena, op. cit.: 25). 


A su vez, para tener la calidad de actor local es importante —aunque no definitivo— 
que su sistema de acción también coincida o se remita al sistema político local, con el 
objetivo de convertir demandas en decisiones válidas para estos actores. En este caso, el 
sistema político local es el lugar donde se procesan demandas y se toman decisiones 
válidas para el conjunto de miembros de la sociedad local. En el caso del país, desde la 
promulgación de la Ley de Participación Popular, este sistema está conformado por re- 
presentantes de partidos políticos elegidos mediante elecciones y reglas específicas para 
tomar decisiones y relacionarse con los otros actores. 

Para definir la calidad de actor local es pues importante poner énfasis en el escena- 
rio en el actúan y en los alcances y efectos de sus acciones. Es fundamental, en nuestro 
enfoque, tener residencia en el espacio local y reivindicar algún tipo de relación con este 
espacio y su sistema cultural. 

Otra forma de definir a un actor local es por el alcance de sus acciones frente al 
Estado. En este caso se postula que: 
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...estos se diferencian de los actores nacionales por la referencia de sus acciones, por el alcance de 
los resultados de su intervención y por la capacidad de gestión sin acceso al aparato estatal central. 
En este enfoque es posible que un actor local llegue a constituirse en actor nacional, pero sin perder 
la creatividad local, sin apelar por necesidad al Estado central (MDH-SNPP, op. cit.: 61). 


Por consiguiente, pueden haber actores que tengan una doble fisonomía: de acto- 
res locales y nacionales al mismo tiempo o darse casos en los que un actor pase de un 
escenario a otro. Sin embargo, consideramos que un actor tiene la característica de local 
aunque tenga como referencia de su acción el Estado central, cuando sus efectos retornan 
al espacio local. En consecuencia, no sólo se debería tomar en cuenta el escenario donde 
desarrolla las acciones, sino sus efectos en el ámbito local, en el territorio donde existen. 

Asimismo, el reconocimiento legal-estatal no basta para adquirir el status de actor 
local, como tampoco es una condición el reconocimiento de los otros actores locales, 
pues de hecho hay casos en que un actor puede encontrar el rechazo o la negación 
cuando reivindica derechos que denuncian las formas de dominación de ciertos actores. 
En todo caso, se constituye como tal cuando reivindica u ocupa un lugar en el sistema de 
relaciones de la sociedad local, es decir, cuando existe una disposición explícita de ser 
parte de un espacio y de sus valores. El actor local necesariamente tiene que ser parte O 
residente en una parte del espacio de la sociedad local y de hecho, reivindicar una rela- 
ción legítima y afectiva con ese espacio. 

En conclusión, la calidad de actor local se construye en una relación estrecha con la 
trayectoria y objetivos de la sociedad local. Por tanto, se debe incluir en la definición el 
escenario en que desarrolla su acción, el efecto que la acción produce en los miembros 
de la sociedad local y, sobre todo, su relación con el sistema cultural . Así como importa la 
acción en sí misma, debe interesar más el sentido y la orientación que el actor imprime a 
la acción, pues no todo individuo, grupo o institución, actuando en el espacio local, pue- 
de ser considerado actor local de desarrollo (Arocena, op. cit.: 26; Barreiro, 1993: 145). 

El sistema local de actores se refiere a las características de la interacción entre los 
diferentes protagonistas de la vida pública de una sociedad local, son la totalidad de los 
actores que han intervenido o intervienen en los procesos políticos y culturales. La forma 
del sistema local de actores es otro aspecto importante para la articulación de la sociedad 
y el espacio local, su modo de desarrollo e incluso su forma de ser. 

Para lograr una caracterización de este sistema es necesario tomar en cuenta 
variables como las relaciones entre actores, sus percepciones, reconocimiento y 
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ubicación de roles, grado de articulación y legitimidad, objetivos y fines, formas de acción. 
De acuerdo a la incidencia de estas variables se puede caracterizar al sistema de actores y 
hablar, por ejemplo, de grupos dirigentes localmente desarticulados, elites locales débil- 
mente constituidas, elites dirigentes fuertemente legitimadas, sistema de actores regulado 
por la dependencia, etc. (Arocena, op. cit.: 146). Pero hablar de sistema local de actores no 
implica un cierre a toda forma de relación frente a factores o actores externos. Es necesario 
poner una especial atención en las formas de articulación de todos los actores locales (loca- 
les y globales) que inciden en la forma de la sociedad local (Ibid.). 
Por otro lado, en el espacio local se pueden identificar tres categorías de actores: 


...cada uno con una dimensión y lógica de acción propia, pero que en conjunto constituyen un siste- 

ma de actores: 

a) Los actores ligados a la toma de decisiones (político-institucionales). 

b) Los actores ligados a técnicas particulares (expertos profesionales). 

c) Los actores ligados a la acción sobre el terreno (la población y todas sus expresiones activas orga- 
nizadas) (Barreiro, op. cit.: 145). 


De manera preliminar vamos a decir que los primeros forman parte del Estado y 
del sistema político local, en cambio los otros dos estarían ubicados propiamente en el 
ámbito de la sociedad civil local. A su vez, cada actor es portador de una lógica que orien- 
ta su comportamiento y presenta una particular forma de relacionarse, lo que en conjun- 
to sirve para caracterizar el sistema de actores de una sociedad local. 

En el espacio local es posible distinguir tres sistemas de acción, cada una con una 
lógica propia de un actor que se entrecruza con la de los otros en el mismo territorio: 


...SON sistemas que siguen sus lógicas específicas y que producen fuertemente zonas de intercambio, 
de bloqueos y de articulaciones de distinta naturaleza. Estos son: el sistema político-administrativo, el 
sistema socioterritorial y el sistema empresarial, cada uno funciona con lógicas sociales internas y 
complejas que suelen moverse en espacios más allá de lo local (Arocena, op. cit.: 75). 


En el sistema político-administrativo se incluye el conjunto de los organismos que 
integran la administración local y su relación con el sistema nacional, aquí son objeto de 
análisis los municipios, en tanto espacio estatal de administración, los gobiernos munici- 
pales, los organismos locales que dependen de la administración central y las agencias 
locales de las empresas nacionales. 
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Como todo sistema de acción, no se trata de un conjunto cerrado y autosuficiente, al contrario, está 
estrechamente vinculado al sistema político administrativo nacional y a los sistemas de acción local 
(Ibid : 76). 


El sistema socioterritorial es resultado de una relación directa entre la sociedad y el 
territorio delimitado como resultado de los procesos históricos internos. Pero en este 
proceso no podemos negar la influencia de factores externos o del entorno. 

Este sistema se refiere, entonces, a las relaciones entre sociedad y espacio local: 


...exXpresado a través de un conjunto de actores locales: el militante, el voluntario, el profesional, el 
político, que interactúan en el territorio desde sus distintas lógicas específicas, con sus objetivos e 
intereses, y ocupan un lugar determinado en el sistema local de relaciones de poder. 

Es un sistema con una racionalidad que está determinada, al mismo tiempo, por las lógicas de cada 
actor y sus relaciones, por las exigencias de los procesos políticos uv las decisiones del sistema político 
nacional, por ejemplo, acciones referidas al ordenamiento territorial o al desarrollo de las institucio- 
nes políticas como la democracia, el control social o la participación política (Ibid.: 34). 


Una forma de acción es la lógica militante, que encuentra su cauce natural en 
movilizaciones tendientes a obtener la satisfacción de necesidades básicas, como la vi- 
vienda, el agua corriente, el saneamiento, la atención a la salud. “El militante busca la 
adhesión de sus vecinos mediante la participación en asambleas o en actos colectivos de 
tipo reivindicativo” (Ibid : 90) que pretenden ser orientados hacia otro actor local o al 
sistema político. 


Como otras modalidades de la acción cívica, ésta oscila entre conductas puramente defensivas o 
reivindicativas y conductas “ofensivas” que llegan a veces a la proposición y a la cogestión de solucio- 
nes más o menos globales. La estrategia de presión es de carácter reivindicativo, planteándose como 
objetivo lograr que tal o cual instancia pública reconozca la validez de un reclamo determinado. La 
lógica militante organiza las formas de presión sobre los organismos del Estado central, sobre el 
municipio, sobre las empresas estatales, para obtener una respuesta satisfactoria a la problemática 
planteada (Ibid.). 


En cambio, la acción de “voluntariado” se caracteriza porque presta un servicio a la 
comunidad sin tener en contrapartida ninguna remuneración en dinero. 


Frente a lógica militante la diferencia es que no busca generar “movimientos” ni organizar a los veci- 
nos, más allá de su propio ámbito, sino que se propone simplemente satisfacer una necesidad, no 
tiende a elaborar respuestas globales o demandas orientadas hacia otros actores, sino que moviliza 
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para solucionar problemas concretos y puntuales, no dirige su acción a presionar a los poderes públi- 
cos, sino que confía solamente en las fuerzas de su organización (Ibid.: 91). 


Sin embargo, tampoco existen límites en este sentido ya que es posible encontrar 
una lógica voluntaria en muchas organizaciones locales, pero cuyas acciones pueden te- 
ner de manera indirecta un efecto movilizador y reivindicativo, como es el caso de orga- 
nizaciones de la iglesia católica en el ámbito local. 

A su vez, la lógica profesional se conforma o expresa por el conjunto de profesionales 
que, a través de organizaciones locales o no, “intervienen “ en las sociedades locales en 
virtud de su competencia técnica en un área determinada de la realidad local y pueden ser 
convocados por el Estado o alguna organización privada del ámbito local o externo. 


Esta lógica se torna importante en momentos en que se impulsan procesos políticos orientados a 
incidir en algún aspecto del espacio y la sociedad local, aporta consejo, asistencia y asesoramiento a 
individuos y grupos en los más diversos temas. A diferencia de militantes y voluntarios, la prestación 
profesional supone el pago de honorarios pues éste “vive de su actividad de intervención y la comu- 
nidad reconoce este hecho como completamente normal (Ibid. : 92). 


Sin embargo, en este caso tampoco se puede negar cierto rol de militante, hecho 
que se define según la organización de donde provenga y los objetivos. 


Es importante tomar en cuenta la localización del profesional ya que la lógica de acción será totalmen- 
te diferente si el profesional reside en el área local sobre la cual interviene o solamente esta presente 
mientras dura su intervención (Ibid.). 


En el sistema socioterritorial se hace presente también una lógica política encarna- 
da por los dirigentes o los caudillos políticos, que responden a algún partido político, que 
se caracteriza también porque tiende a participar en el sistema político local y en cargos 
del Estado. Esta lógica tiende a convertir en objetivos políticos todos los espacios organi- 
zados donde es posible administrar poder o acumular beneficios para los seguidores y se 
caracteriza por tomar una posición de opositor o gobernante. Los partidos políticos en el 
ámbito local suelen ser correas de transmisión de las directivas y programas que emanan 
de las autoridades regionales o nacionales. 

Sin embargo, a medida que una sociedad local va adquiriendo una mayor 
autonomía y sus rasgos específicos aparecen más definidos, la respuesta de los 
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partidos es adaptarse y buscar una mayor pertinencia en relación con los distintos 
perfiles locales (Ibid.: 94). 

Ahora bien, estas lógicas en el espacio local no se presentan nunca de forma pura. 
En la práctica observamos una combinación según las situaciones, los momentos y el 
lugar que ocupan en el sistema de relaciones. Tampoco son inherentes a cada actor, es 
decir, tienden a modificarse tanto por su dinámica interna como por influencia de facto- 
res externos y su relación con los otros actores y sus lógicas. A su vez la interacción y 
modificación también influirá en la forma de configuración y funcionamiento del sistema 
local de actores y por tanto en la trayectoria de la propia sociedad. 


5. Valores, identidad y cultura política 
Para una sociedad son importantes los valores, la historia que vincula afectivamente a sus 
miembros y una identidad que genera sentimientos de pertenencia. Giddens explica que 
“las sociedades son sistemas sociales que “resaltan” en bajorrelieve, desde el fondo de un 
espectro, de otras relaciones sistemáticas en las que están insertas” (Giddens, 1995: 196). 
Aspectos como la identidad y las formas de legitimar el espacio corresponden al 
dominio del sistema cultural, en tanto una dimensión constitutiva de la sociedad local; 
otros aspectos son los valores y las tradiciones. La sociedad local construye y reproduce 
normas culturales en su interior, institucionaliza una estructura axiológica a la cual se 
remiten sus miembros para evaluar la vida social y los cambios del comportamiento. Así, 
un territorio con determinados límites será sociedad local cuando es portador de una 
identidad colectiva expresada en valores y normas interiorizadas y socializadas por sus 
miembros, y en sus límites se conforma un sistema de relaciones de poder constituido en 
torno a procesos locales de generación de riqueza (Arocena, Op. cit.). 


Toda sociedad necesita, para persistir a lo largo del tiempo, transmitir a sus nuevas generaciones el 
conjunto de normas, valores, creencias, que constituyen la base distintiva y especifica de su cultura; 
pero, al mismo tiempo, el individuo tiene que aprender a interiorizar esta cultura para de esta manera 
incorporar el componente social que resulta imprescindible para un completo desarrollo de su per- 
sonalidad, convirtiéndose de esta manera en “socio” del grupo, en miembro de la sociedad. (Benedicto, 
1995: 230). 


Las normas y valores que, hasta cierto punto, caracterizan a una sociedad o grupo 
pertenecen a lo que se llama la cultura, pero ésta también incluye el conocimiento, las 
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creencias, las tradiciones, las artes, los artefactos y al lenguaje (Dowse y Hughes, Op. cif.: 
81). La vigencia y funcionamiento de estos elementos se sostienen o se reproducen en el 
marco de las normas culturales que son como patrones establecidos de lo que un grupo 
espera o acepta en cuanto pensamiento y conducta. 

Entendemos los valores como maneras de pensar o de obrar con relación a ciertos 
referentes de un tipo ideal de sociedad, de la política o de las instituciones. Tienen una 
doble situación; se presentan “como un ideal que exige adhesión y se manifiestan en 
cosas o conductas que los expresan de una manera concreta” (Rocher, op. cit.: 70) y 
pueden afectar el ámbito propiamente de las relaciones cotidianas entre los individuos, 
como también de éstas con instituciones, organizaciones y procesos, de donde emerge 
la cultura política local. 

Vamos a denominar como el sistema local de valores a un conjunto de ideas, jui- 
cios, símbolos y situaciones al cual las personas se adhieren o consideran como propios 
y que influyen en la integración social de la sociedad local. Sirven para juzgar, evaluar, 
orientar situaciones de interés colectivo, expectativas, normas de conducta de las perso- 
nas que habitan un territorio. Son guías para orientar la acción en circunstancias particu- 
lares y precisas de tiempo y de situación dentro una sociedad local. “De ahí que los valores 
sean siempre específicos de una sociedad, lo son también en un tiempo histórico, por 
cuanto son variables en el tiempo, como lo son de una sociedad a otra” (Ibid.: 74). 

Ahora bien, la adhesión a los valores es difícil de medir, generalmente se infiere 
del grado de conformidad a las normas en que se concretan y especifican. Así se 
podrá decir que una colectividad se adhiere en gran medida al valor “democracia” si se 
observa aprecio, respeto o reconocimiento a las normas de la práctica democrática 
(Gallino, 1995: 903) 

Los valores locales son importantes a su vez porque sirven para dar forma a la identi- 
dad de una sociedad local, en algunos casos se confunden en esta dimensión. Para que 
exista sociedad local es necesario que el conjunto humano que habita un territorio compar 
ta rasgos de una identidad común, un proyecto común expresado en valores, normas y un 
sentido de pertenencia a un territorio y una historia específicos (Arocena, op. cit.). 

Cuando se hace referencia a la identidad local es importante relacionarla con acon- 
tecimientos, momentos, símbolos o personas que son valoradas o reconocidas como 
parte de la historia de la sociedad o del territorio (Ibid.). La identidad es: 
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..el conjunto de repertorios culturales interiorizados (representaciones, valores, símbolos), a través 
de los cuales los actores sociales (individuales o colectivos) demarcan sus fronteras y se distinguen de 
los demás actores en una situación determinada, todo ello dentro de un espacio históricamente 
específico y socialmente estructurado (Giménez, 1998). 


En el ámbito de la sociedad local es posible referirse a la identidad como expresión de 
una dimensión cultural constituida por la historia, los valores y el sentido de pertenencia a 
un territorio especifico, donde cada uno se expresa o se recrea en el otro componente. 
Todos los componentes de la identidad se explican si se percibe la existencia de una “histo- 
ria viviente” en cada uno de los habitantes de la sociedad local (Arocena, op. cil.). 

El pasado tiene un papel importante en esto de buscar puntos de encuentro sim- 
bólicos de los miembros de una sociedad local. 


Una sociedad se define por sus orígenes, por su historia, por su evolución, por determinados aconte- 
cimientos o personajes memorables, en tanto se hacen comunes en muchas miembros se lo define 
como la memoria colectiva (Rocher, op. cit.: 97). 
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CAPÍTULO TRES 
El debate sobre 
la municipalización 


1. Las formas del municipio 

Lo municipal se ha convertido en uno de los temas principales en los debates de sociólo- 
gos y políticos sobre la modernización política y democrática en Bolivia. Una de sus di- 
mensiones es la municipalización que vamos a calificar como una política del Estado 
boliviano que crea a los municipios, les asigna un territorio, reconoce a los gobiernos 
locales* y a sus habitantes la autonomía para elegirlos. 

La municipalización es una reforma institucional del Estado en la medida en que se 
la considera como una vía para la descentralización y la legitimación de la democracia 
(Grebe, 1998). Una posición diferente es la de Martínez (1996) que señala que esta inicia- 
tiva no proviene del gobierno o de los políticos bolivianos, sino que es parte de progra- 
mas de reforma promovidos por organizaciones internacionales o gobiernos extranjeros. 

La municipalización tiene dos objetivos centrales: la descentralización del Estado, 
en el marco de las reformas estructurales (Grebe, op. cit.) y la consolidación democrática 
de los nuevos regímenes (Bobbio, 1989: 99). Respecto al primer objetivo se identifican 
diferentes dimensiones y metas: 


Se la considera como una estrategia de modernización del Estado y de reorganización tecnocrática de 
la administración del territorio... formaría parte de un proceso global de redimensionamiento del 
espacio, un cambio de escalas que significa que la política ya no opera exclusivamente a escala nacio- 
nal (Calderón, 1998: 19). 


En este documento utilizamos los términos gobierno local, municipalidad y alcaldía como referidos a 
gobierno municipal. 
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..como un medio y un método para articular mejor lo local con lo global e inducir un nuevo tipo de 
desarrollo (Revesz, 1998: 52). 


Desde el segundo objetivo se ve en el municipio el punto de partida de la 
institucionalización de la democracia pues sería el escenario ideal en el que es posible dar 
participación a todos en la gestión de un gobierno (SNPP, op. cit.: 53), y por tanto lograr 
su legitimidad. Además, permitiría romper la dicotomía periferia—centro que se define a 
partir de la concentración de las decisiones en un solo lugar. 


Se argumenta que la descentralización remite a la instalación de un poder visible que sólo puede 
darse en el ámbito local del gobierno local, como un ideal inspirado en el principio de que el poder es 
más visible en cuanto es más cercano a los ciudadanos. La visibilidad no depende únicamente de la 
presentación en público del que está investido de poder, sino también de la cercanía espacial entre el 
gobernante y el gobernado (Bobbio, op. cit.: 99). 


Es entonces cuando el municipio, “como unidad política más cercana a la vida de la 
gente, se va convirtiendo en el eje de las relaciones y reivindicaciones sociales y políticas” 
(Carrión, 1999: 12). Así, en el ámbito municipal la democracia se tornaría más cotidiana, 
más visible y por tanto posible, 


...NO sólo para ejercer derechos sino también para construir demandas y ejercer control social que 
permita a los vecinos incidir en el diseño de la política municipal, pues el ámbito del gobierno local 
parece ser el terreno más fértil para renovar la relación entre ciudadanía e institucionalidad política 
(Calderón, op. cit.: 42). 


En resumen, sobre la propuesta de descentralizar el Estado a través de la municipa- 
lización se identifican dos grandes premisas que avalan y dan legitimidad a su aplicación. 
Una es la búsqueda de mayor eficiencia del papel del Estado porque se parte de que es 
más fácil y efectivo actuar en un espacio estatal más pequeño, tanto para gobernantes 
como para gobernados. La otra premisa es que la democracia tiene en este ámbito la 
posibilidad de desarrollar una adhesión afectiva de la gente puesto que hay posibilidad 
real de participar en decisiones del gobierno local antes que en decisiones nacionales 
(Raozynski, 1997: 15). 

Desde otra perspectiva, se descompone la municipalización en dos partes: 
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..Se2 como política de gobierno y como movilización social para la construcción de una democracia 
en el ámbito local. La primera parte se refiere a una municipalización administrativa puesto que el 
cambio que busca involucra a la administración pública y a la voluntad de los gobernantes de turno. 
La segunda la trata como construcción de un nuevo poder local, que implica un cambio en la cultura 
política de la sociedad y una transformación de las relaciones entre los actores locales, como práctica 
y decisión de los ciudadanos y sus organizaciones (Nicod, 1999: 65). 


Es cuando se toma a la municipalización como un importante componente de los 
procesos políticos locales, y por tanto, una dimensión de las sociedades locales. 

Nosotros entendemos a la municipalización como una forma de descentralización 
ideológica, a través de la cual se pretende una transferencia de actitudes y orientaciones 
políticas que provienen del sistema ideológico de la democracia. Consiste principalmen- 
te en la asignación de nuevas normas, funciones y roles políticos para los actores locales 
del territorio municipal orientados a incidir positivamente en el desarrollo económico, la 
institucionalización de la democracia y la integración social en los municipios. Por tanto, 
es posible definirla como una cultura política, un conjunto de roles, valores y principios 
referidos al sistema político, la democracia, la participación política y las instituciones de 
la sociedad local. En la medida en que estos aspectos se inscriban en la mentalidad de la 
gente y orienten los comportamientos de los actores locales podremos concluir que ya 
constituyen parte de la cultura política local. 

Pero, ¿qué es un municipio y cuál su relación con una sociedad o un espacio local? 
Al respecto podemos definirlo desde dos perspectivas: la jurídica que se desprende de 
los contenidos y elementos identificados en las leyes del Estado, y la sociológica que 
toma en cuenta una población y su gobierno en un determinado territorio. En el primer 
caso, remitiéndonos a la Carta magna y la Ley de Municipalidades, nos referimos a una 
forma particular de gobierno en un espacio estatal delimitado por ley. Además, desde 
esta perspectiva podemos identificar una doble cualidad del municipio, ya sea como un 
espacio geográfico asignado mediante una ley, o como territorio de un gobierno con 
autonomía que “consiste en la potestad normativa, ejecutiva, administrativa y técnica en 
el ámbito de su jurisdicción y competencia territoriales” (CPE, art. 200). 

De acuerdo a la Ley de Municipalidades, art. 3, p. 1: 


El municipio es la unidad territorial, política y administrativamente organizada, en la jurisdicción y 
con los habitantes de la Sección de Provincia, base del ordenamiento territorial del Estado unitario y 
democrático boliviano. 
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El territorio del municipio está determinado por la constitución política que 
señala que “cada municipio tiene una jurisdicción territorial continua y determinada 
por ley” (CPE, art. 203), a su vez la Ley de la Participación Popular convirtió a la 
sección de provincia en la jurisdicción territorial de los gobiernos municipales. La 
sección de provincia existe, desde la primera constitución de Bolivia, como parte de 
la división política del territorio nacional, pero nunca como un territorio con una 
administración propia, es decir, nunca fue una base territorial para el ejercicio de 
alguna autoridad específica del Estado, aunque es posible que, en algunos casos, sus 
límites sean resultado de determinados procesos de ocupación humana tomados en 
cuenta por el Estado. En las condiciones actuales del funcionamiento de los munici- 
pios debemos tener en cuenta esta ley como otro factor más en la configuración de 
los espacios locales. 

La perspectiva sociológica toma en cuenta una población con sus actividades eco- 
nómicas, sus formas de organización y un gobierno constituido solamente para los habi- 
tantes del área territorial que el Estado asigna. El municipio es, entonces: 


...Un territorio donde existe una sociedad local con determinadas características y relaciones sociales, 
económicas y políticas, donde ejerce control un aparato gubernamental que, en este caso, es la muni- 
cipalidad (Mayorga, 1997: 32). 


Aunque coincidimos en identificar al territorio y la municipalidad como dos com- 
ponentes centrales, no aceptamos que un municipio necesariamente tenga una sociedad 
local en los términos que entendemos esta noción. En todo caso, en lugar de una socie- 
dad local preferimos hablar de una población, que hace referencia a la residencia de 
habitantes en un determinado lugar. Ardaya define el municipio: 


..como la unidad de tres factores: el territorio, la población y la organización política, donde la 
“población” vendría a ser aquella que está “encerrada” dentro de los límites del municipio”, a su 
vez la organización política, la municipalidad, gobierno local, comunal, municipal. En esta pro- 
puesta vemos una asimilación a la definición clásica del Estado que describen esos tres factores 
como esenciales para su existencia, por eso incluso se reconoce que es “un mini estado dentro del 
estado” (1991: 28). 


Las diferencias entre los conceptos de municipio y sus componentes tienen que 
ver también con las realidades sociales y procesos históricos concretos en los cuales se 
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basan ciertos autores para proponer definiciones. Por ejemplo la siguiente definición se 
acerca a la propuesta que tenemos sobre la sociedad local: 


El municipio representa una unidad social de acción con base local, unidad caracterizada, tanto por la 
conciencia de pertenencia de las personas al municipio como por la posibilidad de unas más íntimas 
relaciones y ensamblaje de actuaciones y manifestaciones socioculturales, políticas y económicas dentro 
del marco local (Walner, 1980: 213). 


Para nosotros, en tanto la municipalización es un proceso nuevo iniciado por el 
Estado, el municipio es un territorio menor de un país, definido mediante ley, adminis- 
trado por un gobierno propio elegido mediante votación, que toma decisiones y ejecuta 
acciones válidas para una determinada población. 


2. Los supuestos políticos 

Aunque para sociólogos y políticos la municipalización implica diferentes posiciones y senti- 
dos, la mayoría coincide en calificarla como otra forma de descentralización política del Estado, 
“pues reconoce la autonomía de un gobierno local y de los ciudadanos de constituir su propio 
gobierno en un territorio asignado para los fines y necesidades que afectan directamente a sus 
miembros” (Raozynski, 1997: 17). La descentralización es una política del Estado destinada a 
lograr una mayor intervención de la población en los asuntos públicos, en tanto es una meta de 
las reformas del Estado. Tiene un tiempo determinado de vida porque una vez aplicada la 
medida debe tender a convertirse en una “forma de ser del Estado”. 

La municipalización, en principio, es una medida específica de descentralización 
orientada a redistribuir funciones del Estado en ámbitos territoriales menores a éste, 
denominados municipios. Fue iniciado desde el Estado con el apoyo de organismos in- 
ternacionales como respuesta a la crisis del modelo de Estado centralista (Martínez, 1996: 
133) hacia otro descentralizado que funciona en espacios territoriales denominados 
municipios. La descentralización conlleva una división del territorio nacional (Raozynski, 
Ibid.), que consiste en delimitar territorios sobre los cuales actúan los gobiernos munici- 
pales elegidos por sus habitantes. Pero no implica la formación o existencia de una socie- 
dad local en el sentido que nosotros presentamos, lo que hace es cerrar en un límite 
territorial, una cantidad de habitantes que no necesariamente comparten este territorio 
o menos lo asimilan como “su espacio local”. Por ello mismo no aceptamos un municipio 
como una unidad geográfica que contenga o “produzca” —en el momento— una 
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sociedad local. Al contrario, puede tener más de una o tal vez ninguna”, dependiendo de 
los procesos sociales e históricos que se hayan desarrollado en su interior. Desde el Esta- 
do se han creado los municipios con la condición de aplicar procedimientos legales y 
democráticos en la elección de gobernantes, además de aceptar la participación de los 
actores en el control de las decisiones de los gobiernos municipales que afectan a sus 
territorios y Sus actores. 

Como señalamos antes, en la municipalización no sólo su sentido sino también los 
efectos previstos son múltiples. Es un proceso complejo, diríamos multidimensional, 
porque articula diferentes dimensiones y aspectos, además que propone diversas hipóte- 
sis sobre el sistema político y la cultura política de una sociedad local y de un municipio. 


Una de las dimensiones es la autonomía local que significa que el desarrollo local se determina desde 
los componentes específicos de cada territorio como son sus habitantes y sus recursos existentes, 
por lo tanto reconoce modalidades específicas de desarrollo según sus características propias. La 
hipótesis de la autonomía apunta a hacer del territorio municipal cada vez menos dependiente de 
factores externos, no sólo en decisiones, también en recursos económicos. La municipalización quie- 
re extender una lógica territorial que valora lo local contra la lógica sectorial vertical compatible con 
la forma de Estado centralista. Propone una doble reestructuración, una productiva y una estatal, 
como búsqueda de una nueva lógica de articulación y complementariedad entre todos los espacios 
socioeconómicos, además para enfrentar la lógica del desequilibrio y la dependencia que crece cuan- 
to mayor es el desarrollo centralista y autoritario (Barreiro, op. cit.: 143-144). 


Relacionada la dimensión de la participación con el desarrollo de la identidad local, la 
municipalización apuntaría a la constitución de una identidad al normar las condiciones de 
la participación de los actores en los procesos locales de desarrollo en función a sus necesi- 
dades y recursos. “La hipótesis de la participación señala que su verificación otorga un sen- 
timiento de pertenencia hacia un territorio” (Vega, 1995: 54) e implica movilizaciones y 
acciones en los procesos de decisión, a partir de lo cual se irían constituyendo identidades 
especificas vinculadas a un ámbito socioespacial que se define como municipio. 


Es el momento en que las comunidades campesinas e indígenas empiezan a preguntarse, primero 
territorialmente, ¿hasta dónde abarcamos?, y posteriormente ¿en qué/cuál municipio estamos? (Ardaya, 
op. cit.: 96). 


Una investigación reciente señala que en el país hay municipios que no alcanzan el centenar de perso- 
nas, y que ni siquiera uniéndose con otros municipios o provincias completarían la cantidad de habitantes 
que dispone la ley (cfr. Amettler, 1999). 
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Otra dimensión fundamental del proceso de municipalización es la extensión de la 
democracia a los espacios rurales del municipio. Desde espacios antes “excluidos”, los ciu- 
dadanos eligen, se organizan y tienen la posibilidad de buscar presencia en ámbitos de 
representación y toma de decisiones políticas. Implica un masivo proceso de 
“ciudadanización” que abarca al área rural como un proyecto de integración política a través 
del voto que provoca una ampliación del radio de interpelación de la democracia represen- 
tativa y un acercamiento de la rutina electoral al ámbito local (Mayorga, 1997: 29). 

Como los ciudadanos requieren organizaciones que expresen y reconozcan sus 
intereses y sentimientos, la municipalización apunta también a crear condiciones para 
articular a los actores sociales en torno a los procesos políticos locales. Es la hipótesis que 
nos remite al funcionamiento y constitución de un sistema local de actores que abarca a 
la sociedad civil. En el contexto municipal los actores tendrían como referente de sus 
acciones no elementos clasistas, sino más bien los vínculos de pertenencia a un lugar de 
residencia común y representar intereses comunes relativos a la vida cotidiana, a su base 
territorial, que es la que genera un sentimiento común (Carrión, op. cit.: 185). 

La municipalización se justifica en premisas teóricas o ideológicas que provienen 
de teorías sobre el Estado, la democracia y la dimensión territorial de la política. De aquí 
se origina como hipótesis que la democracia es más participativa mientras más pequeño 
sea el locus (Sartori, cit. por Vega, op. cit.: 56). En cambio, mientras más grande es menos 
participativa, lo que quiere decir que hay una relación directa entre calidad de la partici- 
pación y el tamaño del espacio, lo local, “como escenario donde se cierran o achican las 
distancias entre gobernantes y gobernados, como el lugar donde el poder es más visible 
y “palpable” porque es más cercano a los que lo constituyen” (Bobbio, op. cit.: 99). 

Según los teóricos de la política, la democracia tiene entonces mayores posibilida- 
des de institucionalización en el espacio local, en la medida en que solamente aquí puede 
darse una participación directa de sus miembros, los ciudadanos, en el control del go- 
bierno, en la identificación de sus problemas y la búsqueda de soluciones (1bid.). 

Por otro lado, la municipalización tiene en el concepto de la participación popu- 
lar? el instrumento para establecer una nuevo modo de expresar la relación Estado— 
sociedad, que se refiere tanto al funcionamiento de sus instituciones políticas como a 


3 Muchas veces utilizaremos como sinónimos participación popular, proceso de municipalización o sólo 


municipalización, aunque, como ya explicamos, los dos últimos términos engloban otras dimensiones más. 
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la formación de una nueva cultura política. Es decir, en la medida en que hablamos de 
municipalización: 


..entendemos que los principios y valores de la democracia están presentes como sustento ideológi- 
co, que inicialmente tiene en la ley de la participación popular a su instrumento legal y al Estado 
coma su principal promotor institucional (Martínez, op.cit.: 134). 


Presuponemos que con la participación popular la municipalización se “filtró” 
en las prácticas y discursos de los actores locales, en diferentes intensidades y direc- 
ciones. No tanto por la aprobación de la ley como porque fue acompañado de uno de 
los “procesos de capacitación más amplios y masivos que se haya visto en la historia 
institucional” (Galindo 1998: 241)*, lo que podemos tomar como un proceso de socia- 
lización política dirigido a líderes de organizaciones y políticos, principalmente. Es 
posible pensar que este proceso ya forma parte de las sociedades locales, sin que esto 
signifique que sus postulados y normas están siendo cumplidas o asumidas por los 
actores locales, sobre todo por aquellos reconocidos por la ley como sujetos de la 
democracia municipal. 

Ya habíamos afirmado que la sociedad local tiene una cultura política y un siste- 
ma de valores propios, constituidos con relación a los procesos políticos locales im- 
pulsados por sus miembros, a las formas de gobierno y la lógica particular de sus actores 
locales. No obstante, aceptamos que la municipalización ha tenido algún efecto en la 
trayectoria de esa cultura política local, en las dimensiones construidas socialmente, 
hecho que interesa indagar para determinar qué elementos o componentes se inserta- 
ron como parte de la sociedad local. Asumimos, por otra parte, que todo proceso po- 
lítico nacional expresado generalmente a través de leyes implica una inserción de valores 
en una sociedad local, que se realiza principalmente a través de sus actores locales 
representativos. 


Grebe señala que, aunque las estadísticas de la Secretaría de Participación Popular son divergentes, en 
dos años y medio (desde enero de 1995 a agosto de 1997) hubo capacitación de más de 5.000 funciona- 
rios departamentales, alrededor de 300 alcaldes, más de 400 concejales municipales, 5.000 funcionarios 
municipales (muchos de ellos reemplazados en enero de 1996) y de 10.000 ciudadanos de OTBs y 
Comités de Vigilancia, sin contar las actividades realizadas por ONGs, organizaciones de la Iglesia y otras 
asociaciones privadas (Grebe, Op. cit.: 241). 
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3. Las hipótesis de la participación popular 

La municipalización, a través de la Ley de Participación Popular, difunde una serie de 
valores, principios y normas que se desprenden de los códigos ideológicos de la demo- 
cracia, además que están presentes en el discurso político generado desde los ámbitos 
del Estado o incluso de organizaciones privadas de alcance nacionaP. 

La Ley nos remite, en primer lugar, a los derechos y obligaciones inherentes a todo 
ciudadano, pero también a organizaciones sociales e instituciones, sin las cuales no po- 
dría funcionar aquel proceso. Los derechos se refieren a participar, ser informado, con- 
trolar y cambiar decisiones y acciones del gobierno municipal que afectan a los actores de 
los municipios (art. 7). Las obligaciones, por su parte, hacen énfasis en la necesidad de 
poner en práctica los derechos como una responsabilidad ciudadana. 

Por otra parte, amplía las formas de participación de la sociedad en el desempeño 
del gobierno municipal, ya que, además de los partidos, reconoce a las organizaciones 
sociales como sujetos de la participación popular. Significa que junto a los mecanismos 
propios de la participación política como son la selección, control y cambio de gobiernos 
a través de los partidos, se incluyen otros que deben dar lugar a una participación social 
mediante las organizaciones locales. 

La Ley también recoge el principio de la igualdad de oportunidades, haciendo 
énfasis en la participación de la mujer. Propone ampliar las formas de participación 
social que significa involucrar a nuevos sectores y actores en los niveles de decisión 
política del municipio. Se refiere a “perfeccionar la democracia representativa, con 
igualdad de oportunidades para hombres y mujeres en los ámbitos de representación” 
(art. 1). Instrumentos legales más recientes, como la Ley de Partidos políticos, han 
reforzado estos objetivos al establecer que los partidos deben reservar el 30 % para la 
participación de las mujeres. 

En el debate actual, la democracia, el respeto a la diferencia, la identidad y los 
derechos de los pueblos indígenas son nuevos valores de la sociedad. De ahí que los 
movimientos sociales, ambientalistas e indígenas estén recibiendo un fuerte impulso de 
diversos países desarrollados y organizaciones internacionales de cooperación. También 


5 Enla gestión gubernamental 1993-1977, además de las leyes y decretos, desde la Secretaría de Participa- 


ción Popular se difundieron diversos documentos, desde libros hasta cartillas, respecto a los municipios, 
la participación popular y los principios que la sustentan. 
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la Ley de Participación Popular recoge estos principios al reconocer la personería jurí- 
dica de las organizaciones indígenas y comunidades en los municipios (art. 1). 

Otra hipótesis vinculada a la participación popular es la planificación participativa 
que se entiende como la participación de las organizaciones locales en la identificación, 
discusión y aprobación de planes de actividades e inversión económica en los munici- 
pios. Desde la aprobación de la participación popular, este proceso fue promovido hacia 
los municipios desde el gobierno central con el apoyo de organizaciones de cooperación 
internacional. En el caso del Beni! estuvo a cargo de profesionales externos que siguien- 
do una guía metodológica y la norma de planificación participativa? realizaron un diag- 
nostico y “levantamiento” de demandas sociales por cada municipio, lo que posibilitó 
una socialización de los valores, principios y formas de acción introducidos por la Ley de 
Participación Popular”. Más allá del objetivo principal de contar con un documento, se 
buscaba incentivar la formación de espacios de concertación y formación de consensos 
entre los actores locales respecto al destino de la inversión municipal, los proyectos y sus 
características, los sectores sociales y los espacios involucrados. 


La planificación participativa, como espacio de debate y concertación, tiene relación con el objetivo 
de articular un sistema de actores locales tanto respecto al control de la gestión del gobierno munici- 
pal como a la formulación de demandas que luego deben convertirse en decisiones-acciones de 
desarrollo en el municipio (Unidad Nacional de Planificación Participativa, 1995: 4). 


La planificación participativa supone involucrar, por tanto, a actores sociales e 
institucionales, públicos y privados, que ejercen diferentes roles y funciones en el muni- 
cipio, por ejemplo, las organizaciones territoriales de base (OTBs) —juntas, cabildos y 
corregidores—, el comité de vigilancia, las asociaciones comunitarias —subcentrales indí- 
genas— , campesinas y otras organizaciones de la sociedad civil. Por otro lado, están los 


Hasta diciembre de 1999, 15 municipios del Beni contaban con planes de desarrollo municipal (PDM) 
elaborados por equipos técnicos designados por el PDCR-Prefectura del Beni, con financiamiento del 
Banco Mundial. 

Documentos oficiales que se usan para organizar el proceso de la planificación participativa, cuyos resul- 
tados tangibles son los PDMs. 

Wilder Molina, como parte de CIDDEBENI, trabajó en los municipios de San Joaquín y San Ignacio. en 
el papel de “facilitador” de estas experiencias de planificación participativa que dio como resultado un 
diagnóstico y un plan de desarrollo municipal para cada uno. 
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actores institucionales que son el gobierno municipal, la subprefectura y otras institucio- 
nes públicas que tienen presencia permanente en el municipio (Ibid.: 7). 

Con el propósito de articular a los actores de la sociedad civil local, la participación 
popular crea una nueva organización: el Comité de vigilancia, que tiene como fin articu- 
lar las demandas de las OTBs en los procesos de decisión del gobierno municipal. Una 
vez conformada tiene que cumplir la función de representación de los actores “territoria- 
les” ante el gobierno municipal y buscar acuerdos entre la sociedad civil y el gobierno 
local respecto a temas y decisiones que afectan a la población o al territorio local. 

La Ley reconoce como sujetos de la participación popular a las OTBs “expresadas 
en las comunidades campesinas, pueblos indígenas o juntas vecinales organizadas según 
sus usos, costumbres y disposiciones estatuarias (art. 3). Además del reconocimiento de 
la personería jurídica para realizar actos civiles, también define los derechos de una OTB, 
como organización básica que representa a una comunidad o barrio que ocupa un espa- 
cio territorial determinado, que tiene una “base territorial” y comprende una población 
sin diferenciación de grado de instrucción, ocupación, edad, sexo o religión y guarda una 
relación principal con los Órganos públicos del Estado a través del gobierno municipal de 
la jurisdicción donde está ubicada. En este caso, la representación social al interior de un 
municipio se debe construir a partir de la pertenencia a un territorio determinado, que 
es el lugar donde sus habitantes comparten sentidos, problemas y vivencias comunes. 

En suma, las OTBs, los comités de vigilancia y los gobiernos locales son los actores 
centrales de la gestión municipal, aunque la ley reconoce a otros actores dentro los mu- 
nicipios como los comités cívicos locales o las subcentrales, éstos no tienen funciones 
explícitas respecto a la gestión del gobierno municipal. Por esta situación es que en algu- 
nos municipios del Beni les han negado o no han aceptado su participación, sobre todo 
cuando sus opiniones cuestionaban a la gestión del alcalde. 

Finalmente, un tema importante es la relación entre una comunidad municipal y el 
espacio territorial —legal— asignado a un municipio por el Estado. En la doctrina de la 
participación popular subyace como hipótesis el desarrollo de una identidad territorial, 
en el sentido de generar pertenencia o vínculo afectivo de los habitantes con el espacio 
municipal. Algunos autores ya hablan de la emergencia de “una conciencia territorial” 
(Rodríguez, 1997: 133) y de “una lógica territorial” (Seoane, 1997: 30) que induce a tomar 
en cuenta a los microespacios municipales. La formación de la identidad territorial como 
sentido de pertenencia e integración hacia el espacio municipal tendría que desarrollarse 
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básicamente desde cuatro niveles de acción: a través de la participación de los actores 
locales en los procesos políticos; desde el gobierno municipal, a través de proyectos 
“integradores” que involucren a comunidades “aisladas” y sectores sociales excluidos; 
por la acción del comité de vigilancia, como actor articulador de las representaciones 
microespaciales del municipio; y finalmente, vía los partidos, es decir insertando en sus 
listas participantes de todos los sectores y espacios del municipio y no sólo del área 
urbana o de los sectores económicos más poderosos. 


4. Lo hueno y lo malo en el debate 

Así como existen varios autores que resaltan sin reservas las políticas de descentraliza- 
ción y la municipalización”, no faltan quienes ponen la voz de alerta sobre los posibles 
efectos negativos en los espacios locales. Groisman (1994) nos recuerda por ejemplo, 
que varias experiencias de poder descentralizado o municipal acabaron reforzando el 
poder de las élites locales, con un nuevo caciquismo y con la creación de pequeños jefes 
de territorios municipales. El solo hecho de descentralizar o de favorecer el ejercicio de 
los poderes locales no garantiza el funcionamiento inmediato de la democracia, pues en 
las sociedades pequeñas influyen con mayor intensidad los controles sociales antes que 
las reglas políticas, y las relaciones de poder se ejercen sin la mediación que el sistema 
político puede lograr en espacios más amplios. La autonomía local puede implicar, por 
ejemplo, la práctica del caudillismo, que tampoco tiene que ver con la democracia, o la 
manipulación de las demandas de sectores carenciados. 

Por otra parte, Adrianzen (1996: 59) señala que aunque exista un política formal de 
descentralización, si pervive una lógica centralista que se inscriba en la cultura política, 
incide en los espacios locales, ya que éstos, con sus actores locales, se pueden convertir 
o seguir siendo lo que fueron en el pasado: fuente de clientelismo político, hasta repro- 
ducir una práctica autoritaria y nada democrática. En consecuencia, no se puede concluir 
que los procesos de descentralización tienen un efecto democratizante automático en el 
ámbito local, al contrario si no vienen acompañados de otras acciones en ámbitos como 


Existen varios libros y artículos escritos por gente vinculada a la aplicación del proceso de parti- 
cipación popular durante el gobierno de Sánchez de Lozada. que resaltan las virtudes de esta 
política. Destacamos el libro El pulso de la democracia. Participación ciudadana y descentra- 
lización en Bolivia. 
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la economía o la cultura política corren el riesgo de servir a los políticos y potenciar la 
reproducción de prácticas tradicionales. Como crítica se anota que: 


...las políticas de descentralización presuponen actores extremadamente colaboradores, dispuestos a 
efectuar renuncias extremas en aras de una finalidad superior. Se asume una supuesta relación direc- 
ta entre una política descentralista y el incentivo a la participación de los ciudadanos, sin considerar 
un complejo marco de interacción sino de emprender la búsqueda de la solución perfecta, que ade- 
más estaría al alcance de la mano (Revesz, op. cit.: 242). 


Otras posiciones críticas analizan las posibilidades de existencia de los municipios 
y su sostenibilidad al margen de la asistencia del Estado, lo que implica preguntar por la 
capacidad de autosostener el desarrollo económico, el funcionamiento de la democracia 
y la integración social de sus habitantes en una comunidad municipal. Se advierte sobre 
los efectos negativos que puede traer el énfasis que le están dando tanto los políticos 
como los actores locales a la “cara asistencial” de la participación popular. 


Es evidente que las transferencias a los municipios no vinculados al esfuerzo propio van en contra de 
la cultura de autogobierno y reciprocidad, y en la medida en que se reproduzca este tipo de transfe- 
rencias desde los municipios a las comunidades (rurales y urbanos) se tenderá a disminuirlos, cuando 
su preservación y pleno desarrollo resulta fundamental para asegurar el éxito de la descentralización 
como instrumento de participación popular en la gestión pública ( Finot, op. cit: 162). 


Respecto a la sostenibilidad económica, ya se pone en duda, salvo casos excepcio- 
nales, que los municipios con menos de 5.000 habitantes logren generar procesos de 
desarrollo local y en consecuencia una autonomía respecto a la asistencia del Estado. 


La mayoría de estos municipios funcionan por la supervivencia, con intentos aislados y de bajo impac- 
to, sin voluntad de revertir la marginación de sus pobladores, de las administraciones municipales y 
de su tácita exclusión de las políticas nacionales y departamentales (Amettler, op. cit.: 54). 


También ha sido tema de critica el impacto negativo de la municipalización en los 
espacios locales preexistentes al reordenamiento territorial del Estado. Por ejemplo, se 
señala que “está dando lugar a un proceso de desterritorialización, una desestructuración 
del territorio” (Ibid.: 1), que viene a ratificar la lógica patrimonial con la cual se ha dividi- 
do el espacio nacional. 
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La participación popular habría cimentado un proceso de desterritorialización como culminación de 
una serie de acciones que los gobiernos fueron tomando respecto a la división territorial de los de- 
partamentos y provincias del país. Porque los criterios que se tomaron para crear nuevas provincias y 
secciones tuvieron su justificación en intereses privados de tipo familiar, reproducción de clientela 
política y la demagogia, elementos característicos de una cultura política de tipo autoritario tradicio- 
nal (Ibid.). 


El reordenamiento territorial del Estado en base a las divisiones inferiores a la pro- 
vincia no toma en cuenta que la sección y el cantón no responden a criterios de planifica- 
ción y administración global, y menos a criterios de cierta geografía humana o cultural. 
Anteriormente, estudios en los ayllus de Potosí (Calla, 1993) ya habían demostrado 
sobre las distorsiones de la lógica estatal en las formas comunales de administrar el 
espacio y los sistemas de autoridad local. “El efecto de la lógica estatal sobre la configu- 
ración de una ciudad intermedia y su impacto sociocultural en el ámbito rural” (Patzi, 
1997) contradice las reformas políticas, pues por un lado, en el ámbito de la ideología 
estatal se valora el carácter pluricultural y multiétnico de la sociedad boliviana, pero 
por otro lado, la lógica económica y política liberal que proviene de este mismo ámbito 
está llevando a destruir elementos de la cultura local. Por esto “ahora algunas seccio- 
nes municipales, creadas en otra lógica, abarcan territorios y ecologías distantes y mal 
comunicadas y Otras que parten grupos humanos que forman una misma unidad social 
y cultural” (Ticona y Albó, 1995: 186). 

Desde la cultura política también se advierte que la participación ciudadana en el 
espacio local tiene que enfrentar varios obstáculos. Uno es el centralismo de los gobier- 
nos municipales, que muchas veces corren el riesgo de reproducir los vicios del centralis- 
moen el ámbito nacional (burocracia, ineficiencia, clientelismo y corrupción). El segundo 
obstáculo es la inadecuación de la organización municipal y de las habilidades de los 
funcionarios para poder integrar la participación en la gestión municipal. Otro obstáculo 
es la inadecuación y falta de experiencia de las organizaciones políticas y gremiales para 
actuar en escenarios locales (Finot, op. cit.: 189). La participación ciudadana en el ámbito 
municipal requiere organizaciones consolidadas y mecanismos de comunicación en tor- 
no a las decisiones tomadas y a las acciones propuestas. 


Las organizaciones consolidadas son aquellas que tienen formalizadas sus estructuras internas y 
autonomía en relación con otros agentes de la sociedad, recurren a procedimientos establecidos, 
eligen en periodos regulares a sus dirigentes y tienen definidos los niveles de articulación con sus 
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integrantes. Las estructuras de comunicación, por su parte, demandan que los municipios difundan 
información y que la población se encuentre enterada de los recursos disponibles y su manejo. Por 
otra parte, deben existir canales estables de diálogo entre las autoridades y la ciudadanía (Revesz, 
1998: 244). 


Entre los críticos del nuevo proceso encontramos quienes opinan que la descentrali- 
zación tiene efectos negativos en la “tradición de autogobierno” de los pueblos. Siempre 
han existido gobiernos locales y comunitarios con formas propias de designación de autori- 
dades, de regulación de conflictos y de llegar a acuerdos. Con la descentralización, que hace 
énfasis en la transferencia de recursos y la participación de los ciudadanos en su administra- 
ción, se estaría atentando contra esta cultura representada por organizaciones locales. 

Para terminar con esta perspectiva crítica sobre la municipalización en Bolivia, es 
importante remarcar que las limitaciones sobre el municipio como proyecto viable son 
comunes a los países de Sudamérica: 


..1os municipios tienen dificultades para percibir la posibilidad de ejercer un nuevo rol frente a los 
desafios del desarrollo, salvo excepciones, no cuentan con equipos técnicos capaces de proponer y 
llevar adelante iniciativas concertadas de desarrollo, frecuentemente suelen estar entre los principa- 
les empleadores de la localidad, pero no desarrollan políticas tendientes a la creación de fuentes de 
empleo (Arocena: op. cit.: 60). 


En suma, pasada la euforia que dejó la participación popular, 


...están surgiendo nuevos elementos para orientar el debate crítico sobre la descentralización y la demo- 
cracia en el ámbito local, aunque el punto principal que es la continuación del proceso, sea bajo patrocinio 
del Estado o de la sociedad civil, no está en observación en ninguna parte (Grebe, op. cit.: 225). 


En el lado optimista del debate encontramos a varios autores*” que tuvieron una 
relación “afectiva” con la municipalización en Bolivia. Coinciden en analizarla desde un 
“escenario claro” o desde una posición “militante con la democracia” y las reformas del 
Estado. Unos anuncian la existencia de un conjunto de elites locales pro democráticas 
que constituyen una base social democrática en todas las regiones, a dos años de iniciado 
el proceso de municipalización. También señalan que el respaldo a la participación 


'* Nombrar a todos obliga a una lista larga, pero destacamos a los más recurrentes: Ayo, 1997; Arias, 1997; 


Molina, 1995; Rojas, 1997. 
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popular proviene de esos sectores, de los habitantes de las provincias, de las tierras bajas 
y del sur del país. Identifican a su vez al Beni entre los departamentos que exhiben un 
mayor conocimiento sobre la participación popular, aunque advierten que este conoci- 
miento se explica por una mejor difusión del proceso, antes que como resultado de fac- 
tores estructurales como la educación o la pobreza. Otros afirman que hay mayor 
aceptación de la participación popular “entre aquellos que se consideran “blancos” y 
muestran mayores niveles de integración (Rojas, 1997: 217-218). 

Respecto a la relación entre espacio y sociedad hay conclusiones igualmente opti- 
mistas cuando se habla del funcionamiento de una “lógica territorial que implica que la 
ejecución y la dotación de servicios se las realiza en forma articulada e intersectorial, y 
con las unidades submunicipales de administración territorial” (Seoanne, 1997: 32). 
Rodríguez Sequeiros por su parte certifica que “la participación popular, a través de las 
distritaciones, origina y desarrolla un proceso de conocimiento y reafirmación de la con- 
ciencia territorial” (1997: 133). 

Varios autores tienen una convicción tan positiva de los logros del proceso de partici: 
pación popular, que pareciera más bien producto de su militancia antes que de su realidad. 
Así, afirman que la municipalización ha venido a cimentar la cultura del consenso y la legiti- 
mación entre los sujetos sociales y el gobierno municipal en la solución de problemas y 
necesidades del municipio (Ardaya, 1995: 97). La aplicación de la Ley de Participación Popu- 
lar habría dado vía libre al avance de la democracia representativa del país, abriendo un 
amplio espacio de participación ciudadana, estableciendo un ordenamiento administrativo 
territorial, incorporando a los pueblos indígenas al proceso de ciudadanización. 

Desde nuestra percepción, estos autores basan sus conclusiones en los proyectos 
de ordenamiento territorial ejecutados por la oficina estatal donde se desempeñaban, 
pero repiten una actitud típica de la cultura política del Estado, posición recurrente de un 
funcionario de gobierno: la creencia de que toda política implica una “asimilación” direc- 
ta por parte de los actores locales y que toda acción es buena mientras sea de su partido. 
No toman en cuenta la forma particular en que los actores locales asumen y ponen en 
práctica las políticas estatales. En los municipios del Beni la distritación o el PDM no han 
llegado a obtener un grado de legitimación interna. Han sido aceptados e incluso legali- 
zados, a través de resoluciones del gobierno municipal, más por una posición pragmática 
que por una verdadera predisposición a gestionar a largo plazo el municipio con una 
“lógica territorial” y una cultura política de participación y consenso. 
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CAPÍTULO CUATRO 
Beni: mirando 
al espacio regional 


1. Principales factores de ocupación 

Los llanos de Moxos, que hoy forman parte del departamento de Beni, durante la época 
colonial identificaban a un área geográfica habitada por una diversidad de pueblos indí- 
genas y no solamente por mojeños, como da a entender su nombre (Denevan, 1980). 
Antes de la colonización española la multietnicidad y la tendencia fluvial de sus grupos 
fueron los rasgos más característicos de una forma de vida que ha sido denominada como 
una cultura sabanera (Block, 1997). 

A este escenario ingresaron los jesuitas en 1593, quienes recién pudieron asen- 
tarse un siglo después, en 1674, al lograr el consentimiento de los habitantes. Desde 
1682 hasta 1744, los jesuitas organizaron 26 reducciones! con diferentes pueblos, 
aunque predominaban los grupos de origen mojeño. Las reducciones tuvieron éxito 
porque los religiosos pusieron cuidado en no provocar una ruptura radical entre la 
sociedad indígena y su espacio. Con el tiempo, el establecimiento de las misiones 
desplazó para siempre el predominio de la cultura autóctona en los llanos de Moxos 
y el resultado fue el nacimiento de una cultura misional establecida sobre nuevas 
formas de organización sociopolitica (Block, 1997). Cien años después se había con- 
formado una “cultura misional” como una sociedad organizada en la vida religiosa y 
social, con una economía autosuficiente, incluso con capacidad de trasladar exce- 
dentes a los mercados de Charcas. 


' Las reducciones fueron las actividades realizadas por los misioneros religiosos con el objetivo de con- 


centrar a grupos indígenas en un solo lugar y mantener el control de la evangelización cristiana. 
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Una vez instaladas las misiones y con el objetivo de convertirlos al cristianis- 
mo, los jesuitas concentraron a los grupos indígenas en torno a un lugar único como 
residencia definitiva, y manifestaron preocupación por la organización política y eco- 
nómica de los grupos indígenas cristianizados. La principal tarea fue organizar el 
control social y la ocupación del espacio para las actividades productivas. Bajo la 
dirección de los sacerdotes, introdujeron el cabildo como organización de 
intermediación entre las familias indígenas y las autoridades religiosas. El cabildo en 
Moxos, de acuerdo al modelo español y de las reducciones paraguayas, optó por la 
elección anual de las autoridades “para hacer cumplir las leyes de la comunidad y 
castigar a quienes las transgreden” (Block, op. cit.: 79). 

La primera política de ordenamiento territorial fue la delimitación de las áreas de 
cada misión y la distribución de las zonas de producción artesanal y agrícola y de 
asentamientos. Dentro de cada misión, de acuerdo a los diferentes grupos que la confor- 
maban, se establecieron las “parcialidades”, separadas para evitar enfrentamientos y con 
un jefe especial. Otra medida importante fue la zonificación del espacio que correspon- 
día a las misiones de Moxos, para lo que se establecieron zonas, denominadas partidos, 
que se diferenciaban por su ubicación, geografía y vegetación: 


El partido del Mamoré, ubicado en la ruta del río Mamoré, con las reducciones de Loreto, Trinidad, 
San Javier, San Pedro, Santa Ana y Exaltación. El partido de Pampas, situado en el occidente del río 
Mamoré, con las misiones de San José, Reyes, San Pablo, San Borja, San José, San Luis y San Ignacio. 
El partido de Baures, ubicado al oriente del río Mamoré, con las misiones de Concepción, Magdalena, 
San Miguel, Santa Rosa, San Joaquín, San Martín, San Nicolás y San Simón (Lijerón, 1998:41). 


Con la introducción del ganado y los cultivos europeos se incrementó la capacidad 
de subsistencia de los pueblos sabaneros, pero las nuevas necesidades de la cultura 
reduccional incidieron en la conservación de los recursos naturales y comenzaron a afec- 
tar la ecología de Moxos. La concentración de tantas personas en una misma localidad 
“determinó una actividad agrícola más intensa, en lugar del cultivo nómada que se practi- 
caba antes de 1680” (Block, op. cit.: 99). Las nuevas condiciones de producción agrícola, el 
mayor uso de tierras y recursos del bosque y la nueva forma de residencia obligaron a las 
autoridades jesuitas a tomar medidas de organización y ocupación de los espacios misionales 
y sus recursos naturales. La tarea fue encargada al padre Antonio Garriga y consistía en el 
amojonamiento de los límites de cada misión, más allá de los cuales “no se permitirá que 
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indio O pueblo alguno ocupe tierras, corte palmas, cera O madera, arranque paja o saque 
bálsamo o aceite de maría” (Garriga, 1906, IX, 34. Cit. por Block, op. cit.: 100). 

En 1715 el padre Garriga aprobó los linderos de cada uno de los pueblos organiza- 
dos y dio nombres a las aldeas. Los linderos se establecieron de común acuerdo entre los 
misioneros y los caciques de los pueblos indígenas. La propiedad sobre un territorio 
delimitado y ocupado por determinados habitantes, articulados por una misión religiosa 
como gobierno local dio lugar a calificar a las misiones como municipios indios (Tormo, 
Sanz, 1958 cit por Lijerón). 

Estas innovaciones en las formas de organización política, gobierno local, pro- 
ducción y ocupación del espacio marcaron huella en la trayectoria de las sociedades 
locales que actualmente existen en los municipios del Beni, principalmente en los de 
origen misional. Las políticas de ordenamiento territorial aplicadas por los jesuitas son 
antecedentes importantes para la formación de los actuales espacios locales, y consti- 
tuyen los primeros factores que dieron lugar a la articulación de los espacios en torno 
a un centro territorial. 

Todo este sistema de organización terminó con la expulsión de los jesuitas en 1767. 
Las misiones de Moxos pasaron a la administración de los gobiernos militares de la colo- 
nia y la autoridad espiritual de cada misión fue sustituida por el clero secular de Santa 
Cruz de la Sierra (Lijeron, 1998). 


La llegada de curas sin ninguna formación espiritual y académica, ante la salida de los jesuitas, en vez 
de coadyubar en la transición hacia una nueva administración provoca la pérdida de cohesión social 
entre la población misional, el despoblamiento con la huida repentina para frenar los abusos de los 
nuevos administradores de la religión (D Orbigny, 1992: 163). 


Un siglo más tarde, con la creación de la República de Bolivia y el funcionamiento 
de una nueva administración en Moxos, que pasó a formar parte del departamento del 
Beni, culminó la crisis de la cultura misional jesuita, porque desapareció el sistema de 
ocupación espacial y la economía se abrió a los mercados locales. A partir de mediados 
del siglo XIX, el establecimiento de comerciantes criollos y mestizos en los ex centros 
misionales de Moxos desplazó el sistema misional que habían heredado los indígenas. 
Con la “liberalización” de las tierras, se iniciaron las “compras fraudulentas” y los indíge- 
nas fueron cediendo los espacios centrales que ocupaban en las misiones, se retiraron a 
las áreas marginales de los centros urbanos o bien se establecieron otra vez en los bosques. 
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A principios de 1900, en el período de auge del caucho, llegaron nuevos comer- 
ciantes y buscadores de recursos naturales y los ex centros misionales fueron ocupados 
por familias criollas y mestizas provenientes de Santa Cruz. Los indígenas por su parte, 
deciden retirarse hacia los los bosques, lo que más tarde provocó el surgimiento de nuevas 
comunidaes. Los grupos de familias indígenas que permanecieron en sitios marginales de 
los centros urbanos mantenían patrones culturales y organizativos del periodo misional. 

Con el auge de la goma creció la demanda de “mano de obra”. El reclutamiento se 
realizaba mediante coerción o mecanismos más sutiles como el “habilito”, que consistía 
en la sujeción de la fuerza de trabajo de los indígenas a cambio de las deudas que éstos 
contraían. La explotación de la goma es otro factor importante en la configuración del 
espacio regional del Beni y su relación con el Estado. La comercialización de la goma 
inauguró la articulación del Beni en la dinámica de la economía capitalista, amplió la 
explotación de los recursos forestales para vender en otros países e incentivó la expan- 
sión de nuevos grupos sociales al norteste boliviano, pero, sobre todo, originó una “lógi- 
ca extractivista” de los recursos del bosque en la cultura política de los benianos. 

La llegada de nuevas familias a los pueblos urbanos afectó el protagonismo de las 
familias indígenas en la vida social y política. Las nuevas familias ampliaban cada día su 
poder económico y su influencia, por lo que las familias indígenas decidieron buscar 
nuevas alternativas económicas en sitios alejados del área urbana o, simplemente, opta- 
ron por reubicarse en los bosques. La formación de las comunidades en el período 1920- 
1970 es otro factor que repercutió en la forma de ocupación del espacio beniano, 
principalmente porque se creó una forma de continuo retorno al centro urbano de pro- 
cedencia, que hasta hoy se mantiene. 

También incidió en la modalidad de ocupación espacial del Beni la introducción y 
posterior expansión de la ganadería en los llanos de Moxos. Ésta se inició durante las 
misiones jesuitas, en el siglo XVII, cuando los misioneros atraían a los indígenas vincula- 
dos a las misiones a adiestrarse en esta nueva actividad económica. Sin embargo, la gana- 
dería recién se desarrolló como actividad comercial en la primera mitad del siglo XX y su 
importancia económica creció con la gran demanda de carne de los centros mineros 
andinos. El auge de la minería estatal catapultó a la ganadería como la actividad principal 
de los pobladores urbanos del Beni y como articuladora al mercado nacional, lo que 
consolidó a los ganaderos como uno de los sectores económicos más importantes del 
departamento. 
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Las reformas de la revolución de 1952 anularon toda forma de subordinación de 
los indígenas y la explotación gratuita de la mano de obra, lo que causó crisis en las 
haciendas agropecuarias. Pero, de acuerdo a Lehm (1990) fue la caída de la goma lo que 
provocó una disminución de la demanda de fuerza de trabajo y repercutió en una 
menor presión sobre la población indígena. Por otro lado, la ganadería se expandió sin 
requerir grandes cantidades de mano de obra. De todas maneras, las condiciones de 
acceso a la tierra no cambiaron para las familias indígenas con la Reforma Agraria. En 
todo caso favoreció la expansión de la ganadería hacia nuevas zonas, ya que no sólo 
reconoció legalmente las propiedades que tenían los ganaderos, también favoreció la 
titulación de grandes propiedades bajo el supuesto de que habían pasado a ser propie- 
dad del Estado, mientras las comunidades indígenas quedaban en pequeños espacios 
cubiertos por bosques (Lemh, op. cit., Navia, 1987). 

Una actividad reciente, que abarca unos veinte años y que tiene que ver con la 
ocupación de los bosques del espacio beniano, es la explotación forestal y la producción 
de madera para comercializarla en mercados del país y del exterior. Sin embargo, su im- 
portancia reside en los efectos políticos antes que en el desarrollo económico del depar- 
tamento. Hasta ahora es una actividad en manos de empresarios no benianos, que no son 
vecinos de los pueblos y, por consiguiente, no son actores que favorezcan a la relación 
campo-pueblo y de esa manera se agreguen como factor de articulación. En las condicio- 
nes actuales en que operan los actores vinculados a la explotación de los bosques es 
conveniente calificarlos como “actores aterritoriales” (Arocena, 1995). 


2. Caracterización del territorio beniano 
Bolivia se divide en dos grandes regiones: la región andina con sus correspondientes 
subdivisiones y la región de las tierras bajas que comprende el Oriente, Chaco y Amazonia. 
La región andina encierra los departamentos de Potosí, Chuquisaca, Oruro, La Paz, 
Cochabamba y Tarija, abarca una extensión aproximada del 30% de la geografía nacional, 
en tanto que corresponden a las tierras bajas los departamentos de Beni, Santa Cruz y 
Pando, principalmente, y en menor parte La Paz, Tarija y Cochabamba, son el 70% del 
territorio (EBB, 1992). 

El departamento de Beni forma parte de las tierras bajas, en la zona de la Amazonia. 
Abarca 313.564 km? con una población de 276.174 habitantes que conforma el 4.3% de la 
población nacional (INE, 1992). El 66.2% de los habitantes viven en el área urbana y el 
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33.8% en el área rural. Su territorio se divide en ocho provincias, 19 secciones de provin- 
cia y 23 cantones. Con la municipalización se crearon 19 municipios de acuerdo a un 
número similar de secciones. 


Cuadro 1 
Municipios y sus comunidades 


60.953 Cercado 
3.679 
| Moxos | 



















Rurrenabaque 


21.101 Yacuma 
3.967 

24.251 Ballivián 
7.212 
9.065 


Fuente: Elaboración de Wilder Molina . según diagnósticos municipales de abril de 2000. 
* Ministerio de Hacienda. INE, 1998, según datos del CNPV, 1992. 
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De treinta y seis pueblos indígenas que habitan las tierras bajas de Bolivia, dieciséis 
están asentados en el territorio de Beni. Se calcula una población de origen indígena de 
100.000 personas (Riester, 1994), que representan aproximadamente un 40% de la pobla- 
ción total del departamento. En diecisiete municipios del Beni se encuentran comunida- 
des que se identifican como parte de un pueblo indígena. 
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Una característica particular del Beni es su conformación urbano—espacial, con pre- 
dominio de la población urbana frente a la rural, distribuida en comunidades y 
asentamientos dispersos. Además se caracteriza por tener varias ciudades intermedias? y 
centros urbanos (pueblos) que funcionan como “enclaves” que disputan el lugar de la 
capital Trinidad. Esta conformación peculiar del espacio beniano con predominio de po- 
blaciones urbanas tiene su origen en los tres momentos de ocupación más importantes 
que describimos: las misiones jesuíticas, la explotación de la goma y castaña en el noreste 
y la ocupación de las pampas para la ganadería. 

Estos procesos de ocupación constituyen los factores principales en la configura- 
ción de un modelo de ocupación tipo “enclave”, que se refiere a un funcionamiento Casi 
independiente de zonas dentro del espacio beniano, con una economía fundamental- 
mente centrada en la explotación de los recursos naturales, como materia prima, sin una 
generación de encadenamientos económicos, “que tiene mucho que ver con las dificul- 
tades del Beni para articularse como una región” (Lehm, op. cit.: 35). 

El modelo se reforzó con la formación de redes familiares que ocuparon los anti- 
guos centros misionales y expandieron la ganadería, sobre todo en el periodo de declive 
de la cascarilla y la goma. A cada zona llegaron familias desde Santa Cruz y se asentaron en 
las localidades del Yacuma, del Ibare, del Iltonamas, “se dedicaron al buen pasar y agarran- 
do reses cerriles en las dilatadas pampas formaron estancias” (Carvalho, 1983: 44).Consi- 
deramos que este modelo se está reforzando gracias al proceso de municipalización, en 
tanto amplía la autonomía política y económica de ciertos espacios locales frente a la 
capital departamental (Molina, 1998), lo que implica, a su vez, la mayor autonomía de 
ciertos grupos políticos frente a otros del departamento. 

La caracterización que presentamos hasta aquí muestra la configuración del espa- 
cio regional en un momento previo a la municipalización, donde el referente principal 
para pensar el desarrollo y generar demandas a la capital departamental era todavía la 
provincia. En suma, antes de la municipalización, el Beni es un espacio territorial desarti- 
culado, con predominio de enclaves sociogeográficos locales en los que destacan varias 
localidades urbanas, muy desconectadas entre sí (Navia, op. cit.). No cuenta con un cen- 
tro urbano de atracción regional en lo económico y poblacional, cada capital de provincia 


De acuerdo a Patzi (op. cit.) calificamos como ciudad intermedia a las ciudades de Guayaramerin, Riberalta, 
San Borja, Rurrenabaque y Santa Ana del Yacuma. 
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emerge como una unidad socioeconómica independiente, mantiene escasos vínculos 
entre sí debido a la falta de vías camineras de funcionamiento permanente y de medios 
de transporte baratos, pero fundamentalmente como efecto de la carencia de un merca- 
do interno como eje de articulación regional. Lo que da lugar para tipificarlo “como una 
región en construcción” (Blanes, 1994). En este contexto se introduce la municipaliza- 
ción en el departamento del Beni, cuyos efectos e incidencia en esta configuración es 
necesario investigar. 

A continuación presentamos una descripción de las cinco zonas de “ocupación 
real” del espacio beniano, que proviene de un estudio de Carlos Navia (1987): 


La zona sud-central, que abarca la provincia Moxos, Cercado y Marbán, tiene como núcleo más 
dinámico a Trinidad e incluye a las localidades de San Ignacio, Loreto, San Javier, San Pedro, así como 
la población rural asentada sobre los tramos carreteros Trinidad-Puente San Pablo (carretera a Santa 
Cruz), Trinidad-San Ignacio (carretera a La Paz), y Trinidad-Loreto. El centro de articulación es la 
ciudad de Trinidad a la cual se accede por carreteras vecinales. En esta zona predomina la actividad 
ganadera de tipo comercial, extracción forestal por sectores urbanos, tiene más servicios y una inci- 
piente industria. El área de influencia incluye varias comunidades indígenas de mojeños, canichanas, 
yuracarés y sirionos, asentados en las riberas de los ríos Mamoré, Isiboro Sécure, Apere y Cavitu. La 
base económica de la población indígena es la agricultura, caza y pesca. Históricamente, gran parte 
de la zona sud-central formó parte de la jurisdicción de las misiones jesuitas de Moxos. 


La zona norte, provincia Vaca Diez, conformada principalmente por el eje Riberalta-Guayaramerín al 
que se articulan la localidad de Cachuela Esperanza y una población rural formada básicamente por 
gomeros y castañeros, y varios pueblos indígenas asentados en las orillas del río Beni: pacahuara, chacobos, 
tacanas, esse ejjas y cavinas, con una economía basada en la agricultura, caza y recolección. Los centros 
de articulación son Riberalta y Guayaramerín a donde las comunidades se dirigen a través de carreteras 
vecinales y los rios Mamoré y Beni. Guayaramerin se conecta a Trinidad por el rio Mamoré, en cambio 
Riberalta tiene escasa vinculación con esta capital, siendo más bien su punto de referencia La Paz, me- 
diante el rio Beni y una carretera interdepartamental. Las principales actividades económicas son la 
extracción de goma, castaña y palmito para la exportación. La zona norte no formó parte de las misiones 
jesuitas O franciscanas, los actuales centros urbanos fueron creados durante el auge de la goma. 


La zona occidental, cuyo núcleo más dinámico es San Borja, incluye a los pueblos de Reyes, Santa 
Rosa y Rurrenabaque que forman parte de la provincia Ballivián, mantiene una fuerte relación con la 
ciudad de La Paz, antes que con Trinidad. La zona está habitada por una población de colonizadores 
andinos en el área Rurrenabaque - Yucumo, y una población indígena de chimanes y tacanas, asenta- 
da a orillas de los ríos Beni, Quiquibey y Maniqui. En esta zona no hay un centro de articulación 
interna, en todo caso su punto de referencia es La Paz, mediante carreteras que se conectan al 
tramo Yucumo-Los Yungas-La Paz. En la zona occidental predominan las actividades de ganadería 
y explotación maderera como las principales actividades económicas de comercialización, la 
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agrícultura, caza y recolección son las principales de las comunidades. Durante el siglo XVII, fue parte 
de la jurisdicción de las misiones franciscanas. 


La zona oriental, de menor integración interna, no tiene un núcleo urbano o eje dinamizador, aun- 
que tiene una articulación en crecimiento hacia la ciudad de Trinidad a través de carreteras vecinales. 
Incluye a los pueblos de San Ramón, San Joaquín, Magdalena, Huacarajes, Baures y Bella Vista, en las 
provincias Mamoré e Iténez. Actualmente predomina la actividad ganadera a través de vecinos de los 
pueblos, mientras que la extracción comercial de palmito silvestre y madera es una actividad de agen- 
tes externos. Recientemente se ha iniciado la explotación de maderas finas y oro en la región de 
inmovilización del Iténez y el precámbrico o escudo brasileño. El área de influencia incluye las comu- 
nidades indígenas de Baures, Moré e Itonamas dispersas a lo largo de los ríos Itonamas, lténez y 
Machupo, dedicadas principalmente a la agricultura, caza, pesca y la recolección de palmito. La zona 
oriental fue escenario de misiones religiosas impulsadas por los jesuitas. 


La zona central es la más aislada, conformada básicamente por Santa Ana del Yacuma que mantiene 
una relación muy débil con la comunidad de Exaltación, ambas en la provincia Yacuma. Tiene en la 
ganadería una de sus principales actividades económicas de exportación, en manos de vecinos resi- 
dentes en la ciudad de Santa Ana. El área de influencia incluye varias comunidades indígenas de 
movimas y cayubabas que se dedican principalmente a la agricultura, caza y recolección. Internamen- 
te Santa Ana constituye el eje articulador, aunque tiene posibilidades de integrarse a Trinidad con el 
mejoramiento de la carretera que actualmente une estas dos capitales. La zona fue también escenario 
de misiones religiosas promovidas por los jesuitas en el siglo XVI]. 
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CAPÍTULO CINCO 
San Joaquín y San Ignacio 


como construcción social 


Al iniciar este capítulo creemos importante referirnos a algunos términos que utiliza- 
remos con énfasis más adelante. En primer lugar, nos remitimos al título del libro: 
Sociedad local y municipios en el Beni. La investigación pretende analizar la sociedad 
y el espacio local como construcción social con relación al proceso de municipaliza- 
ción como construcción político-legal, tomando en cuenta sus principales dimensio- 
nes. Además, el título conduce a preguntar si el proceso ha dejado de ser sólo una 
iniciativa desde el Estado u otros actores externos a los espacios locales o si se quiere 
a los mismos municipios. 

Nos parece importante también explicar que en el ámbito de nuestro estudio dife- 
renciamos entre construcción legal y construcción social, al menos en el inicio de la 
municipalización. Nos preguntamos si ya se está dando el paso de uno al otro, pero se- 
gún la lógica y en el marco de la sociedad y el espacio local. Por otra parte, nos hemos 
referido a un antes y un después de la municipalización con relación al escenario regional 
y a los espacios locales. El antes hace referencia a los acontecimientos y situaciones que 
son la construcción social y el después a la construcción legal que significa la inserción de 
la municipalización en los procesos políticos de las sociedad locales. 

Además de la construcción social, insistimos en la noción de trayectoria de la socie- 
dad local. Por eso mismo, hemos tratado de organizar la descripción y análisis de cuatro 
dimensiones de las sociedades locales en forma secuencial hasta llegar a la municipaliza- 
ción, para finalmente realizar un análisis de las mutuas influencias y los resultados del 
encuentro con los componentes propios de estas sociedades. Es decir, ubicamos los pun- 
tos en el sentido de trayectoria, como un itinerario, que va desde un punto de partida 
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con las misiones hasta la situación actual con la municipalización. Vamos a definir la 
trayectoria de las sociedades locales como las acciones que se producen con relación a 
la apropiación y formación de un espacio y su ocupación humana, la formación de 
comunidades y la generación de una identidad local, incluyendo las acciones e influen- 
cia de actores externos. 

En el contexto de la municipalización, proponemos dos formas de ver a San Joa- 
quín y San Ignacio: como municipios y como sociedades locales, con coincidencias y 
diferencias que parten de nuestro enfoque teórico, de que el territorio y la población 
de un municipio se definen por la dimensión asignada por el Estado, en tanto que una 
sociedad local y su espacio por las relaciones sociales de sus grupos y actores locales 
que provienen de su propio proceso histórico. En este sentido realizaremos una mira- 
da a los procesos sociales que dieron lugar a la constitución de la sociedad y el espacio 
local de San Joaquín y San Ignacio de Moxos, para luego trabajar su relación con el 
proceso de municipalización. 


1. San Joaquín: la formación de la sociedad 

San Joaquín formó parte de la región precolonial conocida como los Llanos de Moxos. A 
la llegada de los jesuitas, esta área no era un lugar de asentamiento poblacional, posi: 
blemente formaba parte de un territorio amplio, una zona de frontera territorial hasta 
donde llegaban los baures desde el río Blanco en la zona del Iténez o los moré, un 
pueblo indígena que hoy ocupa la zona noreste del municipio de San Joaquín, en la 
frontera con el Brasil. En todo caso, los baure de origen arawak tuvieron presencia en 
llanuras aledañas al río Machupo, cerca de San Joaquín, donde también tenían acceso 
los moré, grupo no arawak, en el triángulo geográfico definido por los ríos Iténez, 
Machupo y Mamoré que hoy delimitan el territorio del municipio de San Joaquín 
(Carduz, 1886, cit. en Melgar y Molina, 1998). 

En la organización administrativa y territorial jesuítica, la misión de San Joaquín 
formaba parte del “partido de Baures” junto a las misiones de Concepción de Baure, El 
Carmen de Mojos, San Simón, San Nicolás y San Martín. Las tres últimas desaparecieron 
en el transcurso del periodo misional. Al principio, los baure fueron concentrados y for- 
maron parte de las misiones jesuitas cerca al río Blanco y San Martín —hoy ubicados en el 
municipio de Baures—, en cambio los moré se mantuvieron sin ninguna relación con los 
religiosos hasta la mitad del siglo XX (Viviani, 1998). 
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La fundación de las misiones de Concepción en 1708 y de San Joaquín en 1709 es 
resultado de la segunda expedición militar al área de los baure ordenada por el goberna- 
dor de Santa Cruz don Benito de Rivera y Quiroga. Los jesuitas habían solicitado una 
campaña armada contra este pueblo como respuesta a una acción violenta en la que cayó 
el misionero Cipriano Barace, fundador de Trinidad (Block, 1997). 

La misión de San Joaquín fue fundada por el padre Pedro Blanco en la segunda 
etapa de expansión jesuítica (1700-1720) en un lugar a orillas del río San Martín , afluente 
del río Blanco, zona de dominio de los baure. Entre 1794 o 1796, 81 años después de su 
fundación y cuando ya habían sido expulsados los jesuitas de Charcas, la misión fue tras- 
ladada al lugar donde se encuentra actualmente, debido a las permanentes inundacio- 
nes, el asedio de murciélagos, las permanentes invasiones desde el Brasil y las agresiones 
de los mismos baures. El nuevo sitio no había sido ocupado hasta ese momento por 
ningún otro baure, por lo que se establecían allí por primera vez. Posteriormente, llega- 
ron a la misión algunas familias desde San Ramón, una misión vecina de San Joaquín 
formada por itonamas; a principios de siglo se asentaron también algunas familias de 
origen cayubaba provenientes de la misión de Exaltación de Cayubabas. 

La misión fue reorganizada con las mismas familias con que se había fundado. 
Otras fueron llegando desde la misión de la Concepción de Baures y, al parecer, la 
migración continuó hasta finales del siglo XIX, en forma espontánea, con el argumento 
de reunirse con los parientes. 

El territorio misional partía del río Machupo, se extendía hasta el río Yuatre, que 
establecía el límite con San Ramón, y culminaba en el río Mamoré, donde actualmente se 
ubica la localidad de Puerto Siles y es el límite con el municipio de Santa Ana. San Joaquín 
se constituyó en una misión de frontera con el Brasil, lo que explica que años después 
ingresaran comerciantes portugueses. El padre Eder, misionero jesuita de aquella época, 
tiene la siguiente información de la población de la misión de San Joaquín: “en 1714 tiene 
1.206 habitantes, en 1717 tiene 2.310 habitantes, en 1773 tiene 567, en 1778 tiene 962". 
Se observa que en cincuenta años se produjo un cambio drástico en la masa poblacional 
de San Joaquín, principalmente afectada por epidemias de viruela y sarampión. 


1.1. Un siglo después 
San Joaquín no había aumentado sustancialmente su población un siglo después de 
su fundación. En 1832, Alcides D'Orbigny, que hizo un recorrido por varios lugares, 
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informaba que se componía de 776 baures, pero fue reducida a 690 personas por la virue- 
la y el sarampión. Hasta 1832 el pueblo contaba de cinco parcialidades: Paschiono, 
Caparebocono, Tacarano, Abeano y Tocono. Los habitantes indígenas estaban concentra- 
dos en San Joaquín y desde allí organizaban sus labores agrícolas, cacería y pesca en 
terrenos aledaños (D'Orbigny, 1992). La misión administraba campos cultivados y gana- 
dería cuya propiedad correspondía al Estado. 

Con la salida de los misioneros jesuitas las actividades religiosas quedaron encar- 
gadas a curas provenientes de Santa Cruz, con lo que se inicia otra etapa de la presen- 
cia de la iglesia católica en los llanos de Moxos. Sin embargo, debido a la escasez de 
personal la ex misión de San Joaquín tuvo que ser atendida en forma temporal desde 
otra ex misión, hasta la primera década del siglo XX, cuando se inaugura una nueva 
administración religiosa. 

De acuerdo a Eliorraga (1999) en San Joaquín se identifican tres periodos de la 
iglesia católica. En el período de los jesuitas, que abarca 88 años desde la fundación de las 
misiones hasta la salida de los jesuitas de Moxos, el pueblo contaba con sacerdotes jesui- 
tas con residencia permanente en el lugar. En el período de los “curas interinos” enviados 
y dependientes de Santa Cruz, entre 1769 y 1919, San Joaquín recibió visitas de un cura 
con sede en Magdalena. En el período de los franciscanos, 1919 hasta el presente, el 
departamento del Beni quedó convertido en el Vicariato Apostólico a cargo de la orden 
de los franciscanos y San Joaquín nuevamente contó con sacerdote con residencia per- 
manente en el pueblo. 


1.2. De los gomales a la ganadería 

La expansión de la economía comercial hacia los bosques del departamento del Beni 
corresponde a otro proceso de ocupación de áreas territoriales ajenas a la geografía 
misional, aunque luego se articula a ex misiones de frontera como San Joaquín, Magdale- 
na y San Ramón. 

La explotación de la quina o “cascarilla” se inició en la segunda mitad del siglo XIX 
en las cercanías del río Beni y provocó la primera migración hacia los bosques, inauguran- 
do la explotación intensa del trabajo de familias indígenas, que luego continuó con la 
explotación de siringa o goma elástica en los bosques amazónicos de la zona norte del 
Beni. Fue el momento en que empresarios invirtieron grandes capitales en esta actividad 
que poco a poco fue ganando importancia por la valorización de la goma en el mercado 
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internacional, hasta llegar a constituirse en uno de los principales productos de exporta- 
ción del país (Becerra, 1987, Block, op. cit.). 

La época “gomera” en el noreste del Beni abarcó las dos últimas décadas del siglo 
XIX y la primera del siglo XX, aunque tuvo luego otros cortos períodos de auge durante 
la segunda guerra mundial. Inicialmente la goma se explotó en la zona del río Beni, pero 
posteriormente se expandió con mayor impulso más al norte, sobre los ríos Madre de 
Dios, Bajo Beni, Madera y Orton. En este período la penetración del Estado brasileño con 
la construcción de vías camineras influyó en el despoblamiento del área rural. A su vez, 
la extracción de la siringa dio lugar a la formación de grandes fortunas familiares. Los 
capitales acumulados gracias a los altos precios que alcanzó la goma, sumados a la 
demanda de alimentos, generaron la formación de grandes empresas agropecuarias, 
siendo la más conocida la Casa Suárez Hnos., que hacia el final de la etapa gomera 
disponía de alrededor de 300 mil cabezas de ganado vacuno en haciendas y donde 
además se desarrollaba una importante actividad agroindustrial para el abastecimiento 
de las barracas gomeras (Carvalho, 1987). 

El despoblamiento y repoblamiento de San Joaquín en las primeras décadas del 
siglo XX fue también parte de la penetración económica impulsada por el auge de la 
goma. Es el período en que miles de hectáreas son adjudicadas para la explotación gomera, 
como se puede constatar en el caso de tres concesiones otorgadas el 1904, que hacen un 
total de 66.400 has (Ballivián, 190 cit. en Molina, Melgar): 


Las Almendras, gomal de 45.000 ha, 10 estradas, situado en el cantón San Joaquín. Adjudicado por la 
prefectura el 1 de enero de 1904 al señor Jesús Lijerón. Límites por el norte una senda que parte del 
tercer torno. Por el sud, el arroyo que desemboca en “Las Piedras”, por el naciente el curso del río 
Mamoré y por el poniente el monte de la Pampa. 


Montevideo, gomal de 1.400 ha, 100 estradas, situado en el cantón San Joaquín. Adjudicado por la 
prefectura el día 2 de junio de 1904 al señor Felizardo Mendoza. Límites naturales por el oeste el río 
Mapucho, por el norte la Horquilla, por el este el río Itonama y por el sud campaña y propiedad de 
Jorge Chanato. 


El Porvenir, gomal de 20.000 ha, situado en el cantón San Joaquín. Solicitado por el señor Miguel 
Suárez en 16 de marzo de 1910. 


En su época de auge, el “imperio del caucho” encabezado por Nicolás Suárez mul- 
tiplicó sus actividades hacia la ganadería y la industria, instalando un ingenio azucarero 
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en Ivón, próximo a Riberalta, donde se elaboraba azúcar y alcohol para el consumo en sus 
barracas y haciendas ganaderas y también para proveer a las poblaciones vecinas. Impul- 
só la ganadería para abastecer la demanda de los trabajadores de la goma, con su hacien- 
da “Matucare” en la ribera del río Mamoré, al frente de Puerto Siles, donde también se 
industrializaba el cuero y se fabricaban artículos para los trabajadores, la población civil y 
las guarniciones militares (Carvalho, op. cit.: 136). 

Otro efecto de la explotación de la goma fue la migración de familias de Santa Cruz 
hasta los bosques, tomando como punto de entrada a San Joaquín. La industria de la 
goma tuvo importancia para la formación de los espacios locales ya que dio lugar a que 
familias O personas se queden a residir en los pueblos. El sistema económico generado 
por la goma entró en crisis en el período de la Guerra del Chaco (1932-1935) y culminó 
con la reforma agraria en 1952. En este lapso, tanto las haciendas como las estancias se 
vieron sin mano de obra, al menos en condiciones de sobreexplotación, lo que repercu- 
tió en la producción agrícola, pero fue cuando la ganadería comenzó a ocupar el primer 
lugar en la economía del Beni. 

La ganadería beniana adquirió importancia económica en el contexto nacional des- 
pués de la primera mitad del siglo XX, al incrementarse la producción hasta superar las 40 
mil toneladas anuales, con las que se abastecía a las dos terceras partes del consumo 
nacional de carne vacuna. Su auge comienza cuando aparece el transporte aéreo con 
aviones que habían sido utilizados en la segunda guerra mundial (Navia, 1987), y tiene un 
doble efecto en la economía regional: por una parte, permite iniciar la producción, en 
gran escala, de carne destinada a La Paz, Cochabamba, Oruro y los centros mineros; y por 
otra parte facilita el abastecimiento de productos de consumo para las poblaciones 
benianas. El efecto se traduce en una creciente especialización de la economía beniana 
en el rubro de la ganadería, cuando se organizan las estancias, se instalan mataderos y 
frigoríficos, en tanto decae la producción agrícola y agroindustrial de las haciendas, im- 
portante hasta antes de la reforma agararia. La ganadería se constituyó desde entonces 
en la principal actividad de incorporación de la región beniana a la economía boliviana. 

Interesa resaltar que la expansión de la ganadería también incidió en la formación 
y configuración del espacio local de San Joaquín, porque la actividad se realizó desde el 
pueblo, a través de familias de origen cruceño, y amplió la ocupación de áreas rurales, 
hecho que se facilitó porque el 70% del territorio de San Joaquín pertenece a la zona de 
las pampas naturales. La ganadería como una actividad de los vecinos urbanos se inició a 
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principios de siglo, pero se consolidó con la aplicación de la Reforma Agraria que favore- 
ció la ampliación y titulación de las propiedades ganaderas cercanas a San Joaquín. Sin 
embargo, a mediados de 1970 por el agotamiento de las praderas naturales y otros facto- 
res que afectan a la producción, la ganadería beniana ingresó en un período de estanca- 
miento y crisis. Desde principios de 1990, la ganadería de San Joaquín también sufrió los 
impactos de la crisis, porque los ganaderos pequeños no pudieron seguir trabajando 
(Melgar, Molina, 1998). 


1.3. Las comunidades nacen desde lo urbano 

La misión de San Joaquín, que luego acabó como pueblo, nació y se expandió con fami- 
lias indígenas “reclutadas” de diversos asentamientos. Esta primera etapa del proceso 
de formación del pueblo y de la sociedad local, significa el abandono de los bosques 
para concentrarse en un lugar y formar una comunidad más amplia, a instancias de los 
jesuitas. La segunda etapa fue la llegada de familias “no indígenas”, en un período 
posterior a la salida de los jesuitas. La tercera fue la salida de familias indígenas hacia 
zonas marginales del área urbana y hacia las islas de bosque, y la llegada de los comer- 
ciantes y nuevos vecinos provenientes de Santa Cruz. Esta última etapa continuó hasta 
la Reforma Agraria (Molina, 1998). 

La contratación de fuerza de trabajo para explotar los gomales fue uno de los 
primeros factores de desalojo de los indígenas del núcleo urbano donde vivían; otro 
fue la contratación de familias para trabajar en las haciendas cercanas al pueblo. La 
Reforma Agraria tuvo también un impacto desfavorable para las familias indígenas urba- 
nas porque la propiedad privada posibilitó la expansión hacia aquellas áreas donde ellos 
realizaban sus actividades económicas tradicionales —cacería, pesca, recolección—. An- 
tes de la presencia de estos factores, las familias indígenas vivían alrededor de la plaza, 
pero poco a poco fueron saliendo del centro, ya sea porque vendían sus propiedades, 
habían adquirido deudas o para evitar la presión de los nuevos vecinos. Algunas fami- 
lias se quedaron, pero retiradas en los espacios marginales del centro urbano. Los de- 
más, al no tener posibilidades de acceso seguro a las zonas ecológicas desde su núcleo 
urbano, se reubicaron gradualmente en islas de bosques aledañas a las pampas. Así se 
fueron agrupando familias para dar origen a las actuales comunidades del espacio local 
(Molina, Op. cit.). 
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1.4. Tiempo de migración y muerte 

Para San Joaquín, la década de los años 60 representa uno de los períodos más difíciles e 
importantes en la trayectoria de la sociedad local y la formación su espacio local. Fue un 
período en el que se presentaron enfermedades y la desaparición de familias enteras, la 
migraciór. poblacional (campo—pueblo y pueblo—ciudad) y las luchas políticas internas 
como “reflejo” de la vida política en las ciudades del país. La década se inició con la fiebre 
hemorrágica, enfermedad cuyo vector es el ratón, y que entre 1963 y 1964 provocó mu- 
chas muertes entre las familias del área urbana. Esto provocó, en dos años, una migración 
masiva interna y externa. Interna porque retornaron al área urbana las familias que esta- 
ban en comunidades y estancias; externa, porque salieron docenas de familias hacia 
Guayaramerín y Santa Cruz, principalmente. En ese período, la población urbana dismi- 
nuyó en un 70% (Melgar y Molina, op. cit.). 

En plena expansión de la epidemia se presentaron también conflictos entre grupos 
locales del Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR) y de Falange Socialista Boli- 
viana (FSB), que tenían como referente las luchas políticas que se desarrollaban en el 
país durante el gobierno de Víctor Paz Estensoro, entre 1960 y 1964. La enfermedad se 
convirtió en un asunto de disputa política entre vecinos que clamaban asistencia guber- 
namental y seguidores del MNR que califican la movilización local como una acción de 
desprestigio al gobierno por parte de opositores a la revolución nacional (Presencia, 
marzo de 1963). El conflicto dio lugar a una tardía asistencia de las autoridades naciona- 
les de salud, aunque para entonces ya habían llegado hasta San Joaquín médicos norte- 
americanos (Rioja, 1997). Esta versión contradice la opinión de un político oriundo de la 
zona que señala “que la movilización de los vecinos no hubiese tenido éxito sin el apoyo 
que el Dr. Paz Estensoro brindara a los joaquinianos, sin la fraternal cooperación norte- 
americana” (La Razón, 24/10/99). 


1.5. Alos bosques, con los indígenas 

La explotación comercial de madera y palmito en los bosques constituye un nuevo factor 
de articulación económica de la región beniana a los mercados nacionales e internaciona- 
les, como lo fueron en otra época la quina y la goma elástica. La explotación forestal que 
se expande sin control entre 1980 y 1994 es un factor que involucra también a la forma- 
ción y ocupación de espacios locales como San Joaquín y San Ignacio de Moxos, aunque 
no ha tenido efectos directos en la composición poblacional porque no ha generado 
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asentamientos permanentes. Sin embargo, tampoco se han estudiado otros efectos como 
los posibles procesos de migración campo-pueblo de familias indígenas. En este período, 
la provincia Mamoré, incluido el actual municipio de San Joaquín, fue integrada en esta 
expansión hacia los bosques amazónicos, principalmente con la explotación del palmito 
silvestre en las riberas de los ríos Machupos e lténez, que dan límite al municipio de San 
Joaquín con el Brasil. La explotación de los bosques se inició en el espacio local de San 
Joaquín a partir de 1990 y, durante los siete años posteriores, empresas y familias de 
Guayaramerín e incluso brasileñas explotaban palmito sin control de ninguna autori: 
dad provincial o de los actores urbanos de San Joaquín. Actualmente, la explotación 
ilegal y furtiva se ha reducido debido al agotamiento de los bosques, pero sobre todo 
con la irrupción de dos organizaciones indígenas, la Subcentral indígena de San Joa- 
quín y el Concejo del pueblo Moré. Dichas organizaciones surgieron con el patrocinio 
de la Central de Pueblos Indígenas del Beni, dos años después de la “Marcha por el 
territorio y la dignidad” de 1990. 

La formación de las organizaciones indígenas incide en dos aspectos importantes. 
En primer lugar, un retorno de los indígenas a la vida urbana, ya que se los daba por 
desaparecidos. En segundo lugar, repercute en el espacio local y la vida política de San 
Joaquín por las demandas de “territorios indígenas” y la titulación de comunidades, 
canalizadas por estas organizaciones que tienen sede en el municipio. La Subcentral se 
vincula y opera desde la capital, mientras que la otra está formada en una comunidad, 
sin ningún tipo de vinculación ni física ni económica con San Joaquín, al menos hasta 
1997. Al margen de que la formación de estas organizaciones expresa la irrupción de 
nuevos actores locales, un aspecto importante es su repercusión en la configuración del 
espacio local, ya que se agregan como un nuevo factor de articulación de las comunida- 
des en este espacio. 


2. San lgnacio: sus orígenes 

La trayectoria de la sociedad local de San Ignacio de Moxos es diferente a la del municipio 
de San Ignacio de Moxos y a la de la provincia Moxos, como también son diferentes 
los espacios que cada uno de estos ámbitos abarca. San Ignacio como municipio, al 
igual que la provincia, es una creación del proceso de municipalización iniciado por el 
Estado. En cambio, como sociedad local es resultado de una trayectoria que involucra 
diversos acontecimientos a partir la fundación de la misión de San Ignacio de Moxos, y 
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comprende hechos como la ocupación territorial, uso de recursos y formación de comu- 
nidades en torno al ex centro misional. Moxos y San Ignacio de Moxos como provincia y 
municipio tienen una historia, unos actores y unos límites muy diferentes a San Ignacio 
de Moxos como espacio local. 

La misión de San Ignacio de Moxos fue la tercera misión fundada por los jesuitas en 
su entrada a los Llanos de Moxos. El primer lugar donde se fundó la misión, así como el 
sitio al que se trasladó varios años después, formaba parte del área de ocupación de 
grupos de mojeños (Denevan, 1980). San Ignacio de Moxos fue fundado el 1 de noviem- 
bre de 1689 por los padres Antonio de Orellana y Juan de Espejo cerca del río Seneri. 
Sesenta años más tarde la sede de la misión se trasladó al sitio actual, “a dos kilómetros 
de aquel río, en un punto próximo a la laguna Isirere” (Chávez, op. cit.: 243) . La prime- 
ra ubicación de San Ignacio estuvo a 17 km al sur de la actual posición, “entre los ríos 
Señeri (o Sañare Cure-río del gato montés), actual Sénero y Seveyuni (Siviy-ni, lugar de 
londras o nutrias) sobre el arroyo canalizado Canoa (paragua o pacure)” (Rivero, 1997). 
En 1749 el padre Bartolomé Bravo ordenó el traslado cerca a la laguna Isirere debido a 
la proliferación de epidemias de viruela y sarampión durante los primeros cincuenta 
años de fundación. La misión, al inicio, estuvo conformada sólo por familias de origen 
mojeño, pero más tarde, por su vinculación a la misión, la población fue identificada 
solamente como ignaciana. 

Esta misión se fundó sobre un espacio habitado por grupos de indígenas de origen 
mojeño que habitaban zonas aledañas a los afluentes del río Mamoré. Incluso el nuevo 
sitio de establecimiento había sido un antiguo asentamiento de grupos mojeños. En con- 
secuencia, el traslado implicó nada más que un cambio de lugar y no una migración hacia 
un espacio ajeno. Con la nueva fundación San Ignacio de Moxos adquirió un lugar princi- 
pal en la evangelización de la población indígena de Moxos (Block, op. cit.). 

La misión se consolidó en el nuevo lugar bajo la administración de los jesuitas y la 
presencia de las familias mojeñas y gradualmente fue adquiriendo autonomía en su admi- 
nistración interna, que se reflejó al poco tiempo con la formación de una identidad local 
vinculada al nombre de la misión. Es cuando emerge lo mojeño-ignaciano como una 
identidad específica directamente vinculada a la misión de San Ignacio. La formación de 
la identidad demuestra el grado de autonomía con que funcionaba la misión, cuya expre- 
sión inicial más importante fue la formación del idioma ignaciano como una derivación 
particular del idioma mojeño usado por las primeras familias. 
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De acuerdo a la división administrativa de los partidos, San Ignacio estaba ubicado 
en el “partido de Mamoré” junto con otras misiones menores que desaparecieron. Con la 
fundación del departamento del Beni el área que abarcaba la misión pasó a formar parte 
de la provincia Yuracaré, una de las tres provincias en que se divide el territorio que 
abarcaba los llanos de Moxos. 


2.1. Cambios en la administración religiosa y política 

Una vez expulsados los jesuitas en 1767, la provincia de Moxos quedó bajo la adminis- 
tración política de la gobernación de Santa Cruz, en cambio la vida religiosa se encargó 
a curas seculares de aquel obispado (Limpias, 1942). La nueva administración no tuvo 
éxito en mantener la organización de los indígenas en las ex misiones y menos pudo 
generar excedentes económicos para su funcionamiento (Chávez, op. cit.) El compor- 
tamiento negligente y poco moral de los curas provocó la huida de los indígenas de las 
reducciones hacia los bosques y pampas que ocupaban antiguamente e incluso otros 
fugaron hacia el Brasil. 

A pesar de esta administración, hacia 1832 la estructura socioeconómica heredada 
de las misiones se mantenía casi intacta, aunque con claros síntomas de decadencia y 
surgimiento de autoritarismo. Los abusos de los administradores coloniales, corregido- 
res y posteriormente de algunos prefectos, cuando se organizó el departamento en 1842, 
provocaron algunos levantamientos indígenas (Limpias, op. cit.). 

En San Ignacio, con la salida de los misioneros, la administración política quedó a 
cargo de un delegado designado por el gobernador de Moxos, en tanto que la dirección 
religiosa fue responsabilidad de curas enviados de Santa Cruz. Esta forma de administra- 
ción de San Ignacio se mantuvo hasta la fundación de la República, cuando se convirtió 
en parte de la provincia Yuracaré. 

San Ignacio desde su fundación como misión hasta el presente, siempre tuvo 
asignado un religioso con residencia permanente en el lugar. Con la fundación del 
Vicariato Apostólico del Beni en 1919, la orden de los franciscanos se hizo cargo de la 
vida religiosa en la ex misión de San Ignacio de Moxos, pero en 1982, después de 220 
años, los jesuitas retornaron a San Ignacio por iniciativa de la iglesia católica en el Beni 
(Eliorraga, op. cit.). 
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2.2. De las haciendas a la ganadería 

La salida de los jesuitas de San Ignacio de Moxos y, finalmente, la designación de nue- 
vas autoridades de gobierno, desplazó la organización interna de la ex misión, que 
hasta ese momento funcionaba en torno al cabildo local. Sin embargo, no desapareció 
lo ignaciano como identidad específica de la población indígena, más bien considera- 
mos que marcó el inicio de la formación de lo ignaciano como identidad territorial, a 
medida que dejó de ser misión y fue conviertiéndose en pueblo. En la segunda mitad 
del siglo XIX, se aceleró el desplazamiento de los indígenas de la dinámica del pueblo, 
con la llegada de administradores, comerciantes y curas cruceños que migraron al de- 
partamento y a las ex misiones. 

Los jesuitas habían introducido la ganadería en los llanos de Moxos, actividad que 
estaba en manos de la iglesia y la población indígena residente en las misiones. Con la 
creación del departamento del Beni, el ganado quedó como propiedad del Estado. Em- 
pero, hasta mediados del siglo XIX, la ganadería no tuvo un lugar central en la economía 
de las ex misiones de Moxos. La región se mantenía fundamentalmente con las activida- 
des artesanales y la agricultura tradicional de las familias indígenas (Block, op. cit... 

El arribo de familias cruceñas a Santa Ignacio marcó a su vez un proceso de cambio 
en la estratificación social, la vida económica y la composición poblacional del pueblo. La 
posición de los indígenas cambia tanto respecto a su ubicación espacial en el pueblo 
como a su papel en la organización de la vida pública. Al margen de los efectos negativos 
para la vida de los ignacianos nativos, se produce una nueva configuración del espacio 
local, por la ocupación de áreas rurales desde el área urbana de San Ignacio, tanto para la 
agricultura, caza y pesca como para la ganadería. 

En los primeros años del siglo XX comenzaron a conformarse haciendas 
agropecuarias de propiedad de las nuevas familias residentes en San Ignacio, donde 
empleaban a trabajadores indígenas también provenientes del área urbana. Al respec- 
to, en San Ignacio recuerdan un gran auge de las haciendas que dio lugar a la 
comercialización permanente hacia Trinidad y que se mantuvo hasta 1950, cuando las 
haciendas comenzaron a decaer en su producción, y la ganadería, en manos de vecinos 
del pueblo, adquirió el lugar preponderante en la economía. Fue el período en que se 
inició la migración de familias indígenas hacia los bosques y la formación de comuni- 
dades, en tanto que otras fueron saliendo del centro de la plaza para ubicarse en sitios 
más alejados del pueblo. 
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2.3. Desde el pueblo surge lo rural 

Como señalamos, la formación de las comunidades en el Beni tiene un recorrido 
parecido en aquellos lugares que formaron parte de las misiones jesuitas. Por lo mismo, 
sus miembros fueron descendientes de familias residentes en los centros misionales. 
En el caso de San Ignacio, su historia de formación como sociedad y espacio local 
se origina con la concentración en un solo lugar de grupos de familias dispersas en 
los bosques y pampas del área habitada por mojeños, en el momento de la fundación 
de la misión. Mucho tiempo después, la composición étnica de la población urbana 
se diversificó con la llegada de familias no indígenas provenientes de Santa Cruz de 
la Sierra. En cambio, en el área rural las comunidades se conformaron con pobla- 
dores de origen indígena, y lo mismo ocurrió con los que vivían en las haciendas y 
luego las estancias. 

Las familias del pueblo de San Ignacio salieron por diversos motivos: como una 
forma de responder a las presiones sociales, por trabajo en las haciendas y estancias O 
por buscar tierras más aptas para garantizar la economía familiar. Entre 1940 a 1960 se 
generó un permanente movimiento de familias entre San Ignacio y los bosques aleda- 
ños, reagrupándose en pequeñas comunidades. Pero la formación de las comunida- 
des, aun como respuesta a las presiones de vecinos —”carayanas”—, no implicó una 
ruptura definitiva con el pueblo, sino más bien una nueva forma de relación que se 
mantiene hasta ahora. 


2.4. Los territorios indígenas y los bosques 
La explotación de los bosques y la formación de organizaciones indígenas, aunque no 
tienen un efecto directo en la composición de la población, forman parte de un proceso 
importante en la sociedad local de San Ignacio, en la medida en que se constituyen en un 
nuevo factor de articulación de determinadas comunidades y espacios. Como señala- 
mos, no podemos hablar de un impacto directo como ocurrió por ejemplo con la llegada 
de las primeras familias de origen cruceño, pues en el caso de las empresas y sus trabaja- 
dores constituyen un grupo social que no fija residencia definitiva en el pueblo, menos 
en las comunidades o el área rural. 

La explotación de los bosques para producción de madera fue alentada por veci- 
nos y dirigentes cívicos urbanos, con el argumento de promover el desarrollo de la pro- 
vincia Moxos, pero que hasta hoy no ha incidido en una mejor posición de San Ignacio 
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respecto a indicadores de desarrollo humano. Una evaluación desde el presente, sin 
embargo, muestra que este proceso se torna importante no tanto por sus efectos, re- 
ducidos en el desarrollo local de San Ignacio, sino por sus implicaciones en la articula- 
ción del espacio local. 

En efecto, el ingreso de empresas al bosque Chimanes', con el patrocinio de elites 
locales, dio lugar a movilizaciones de las comunidades hacia San Ignacio por la defensa 
de sus derechos. Estas acciones contra la explotación forestal constituyen un nuevo fac- 
tor de (re) articulación del espacio local, que opera a través de nuevos actores que se 
remiten a las autoridades de San Ignacio y centralizan sus acciones en ese centro urbano. 
Hablamos de un nuevo factor en virtud a que este espacio ya había estado articulado 
desde la formación de las comunidades con familias que salen de San Ignacio, con la 
diferencia de que ahora la articulación viene acompañada de demandas políticas que 
afectan a intereses de los grupos dominantes de San Ignacio. Es importante destacar que 
este proceso influyó en el nacimiento de dos nuevos actores locales, la Subcentral indíge- 
na de San Ignacio y la Subcentral del territorio indígena Multiétnico, pero además en la 
configuración de un “territorio indígena” vinculado a los procesos políticos de San Igna- 
cio, como mostraremos más adelante. 

La irrupción de empresas madereras en los bosques de San Ignacio fue impulsada 
por los intereses de grupos del área urbana, tratando de legitimar su accionar en nombre 
del desarrollo de la provincia. El Comité cívico del Beni fue, entre 1985 y 1987, el prin- 
cipal impulsor del “proceso forestal beniano” que consistió en un conjunto de accio- 
nes que influyeron en la creación del Centro de desarrollo forestal, regional norte (CDF) 
y en la apertura del bosque de Chimanes a la explotación comercial de la madera. 
Participaron organizaciones cívicas de San Ignacio y San Borja, la prefectura, 
CORDEBENI, la universidad y la cámara forestal del Beni. En mayo de 1986 estas orga- 
nizaciones aprobaron la política forestal departamental, como principal instrumento 
para impulsar la explotación forestal en el Beni, bajo los principios del manejo sosteni- 
ble y el control descentralizado (Molina, op. cit.). 

Una vez legalizado el ingreso de las empresas a los bosques, los comités cívicos de 
San Ignacio y San Borja, entre 1987 y 1990, cumplieron una función de control de la 
explotación forestal al interior de sus provincias. Los comités cívicos de las provincias 


' Este bosque forma parte de las provincias Yacuma, Moxos y Ballivián. 
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Ballivián y Moxos controlaban, recaudaban y utilizaban los recursos provenientes de las 
regalías del 11% sobre la producción de madera que pagaban las empresas. 

Durante la movilización indígena el comité cívico de San Ignacio de Moxos tuvo 
una actuación central en defensa de lo que los grupos dirigentes urbanos llamaban “inte- 
reses provinciales”, justificando la explotación de los bosques con el objetivo de generar 
regalías para el desarrollo. Difundieron que la explotación forestal constituía uno de los 
motores del desarrollo de San Ignacio y de la provincia Moxos. La actuación de los cívicos 
locales de las provincias tampoco fue unidimensional, ya que en determinado momento 
se enfrentaron por la redistribución de regalías producidas en el bosque de Chimanes. 
En efecto, en marzo de 1987, representantes de Yacuma y Moxos se unieron en contra de 
la provincia Ballivián con el argumento de que la distribución de la regalías les favorecía 
sólo a ellos (Molina, op. cit.). 

La explotación forestal, por lo demás, ha tenido varios efectos al interior de la so- 
ciedad local. Destacamos en primer lugar, que no ha repercutido en el desarrollo local ni 
en la generación de riqueza, menos en las condiciones de vida de los pobladores de San 
Ignacio, toda vez que el municipio de San Ignacio de Moxos y la provincia Moxos son los 
más pobres frente a otros municipios del Beni. En segundo lugar, la producción de made- 
ra se desarrolla bajo una lógica aterritorial, lo que significa que ni las empresas se articu- 
lan en los procesos políticos locales ni los excedentes quedan en la sociedad local. En 
tercer lugar, deja como resultado una depredación de los recursos forestales que no tuvo 
control por parte de los actores locales. Sin embargo, un efecto importante es que incide 
en la articulación del espacio local a raíz del surgimiento de organizaciones indígenas y 
demandas de territorio. Por un lado refuerza la articulación de esta área en la lógica del 
espacio local de San Ignacio, algo que no estaba previstó expresamente en el proyecto de 
los cívicos de San Ignacio, además que trajo consigo la inserción de las comunidades y 
sus organizaciones en los procesos políticos locales. Finalmente, tuvo como uno de sus 
resultados el diseño de un nuevo mapa interno con el reconocimiento del territorio indí- 
gena Multiétnico (TIM). 


3. La trayectoria del espacio local 

Durante la época colonial, los Llanos de Moxos identificaban a una extensa región geo- 
gráfica dominada por pampas y bosques que hoy forman parte del Beni. Pero Moxos no 
sólo estaba habitado por gente de origen mojeño, sino por varios pueblos de origen 
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arawak, como los baure. En épocas más remotas estos grupos habían desarrollado una 
tecnología que posibilitaba el control de inundaciones y la adecuación de las pampas 
para la producción agrícola. Es posible suponer que la concentración de población y un 
sistema de organización capaz de movilizar grandes contingentes de gente facilitó la cons- 
trucción de canales de riego y comunicación. Sin embargo, cuando los jesuitas iniciaron 
la evangelización de los pueblos indígenas de Moxos, encontraron una gran cantidad de 
poblaciones dispersas, predispuestas a moverse dentro territorios limitados, que además 
hacían agricultura con otro sistema y en zonas pequeñas de bosque (Denevan, op. cit.). 

La llegada de los jesuitas fue el inicio de una etapa de cambios en la vida de los 
habitantes de Moxos: se incentivó la concentración y sedentarización de los grupos 
dispersos, introdujeron el cabildo como organización, la agricultura, y más tarde la 
crianza de ganado vacuno, como medio de subsistencia. Una vez conformadas las mi- 
siones, los jesuitas dividieron el territorio de Moxos en “tres partidos, de acuerdo a la 
zona geográfica en la que se hallaban: de Mamoré, de Pampas y de Baures” (Lijerón, 
op. cit.: 41). Fue la primera división territorial de Moxos que marcó además un límite 
entre la llanura del centro y sur donde se establecieron las misiones, de los bosques 
amazónicos del norte que no formaron parte del dominio misional y donde habitaban 
otros pueblos indígenas que no fueron sedentarizados ni cristianizados, hasta las pri- 
meras décadas del 1900 (Lehm, op. cit.). 


3.1. La misión de San Joaquín 

La formación del espacio local de San Joaquín se inició con el traslado de la misión de San 
Joaquín hacia una nueva ubicación. Inicialmente perteneció al partido de Baures. Sin 
embargo, con el traslado al nuevo sitio, se insertó en el partido de Mamoré, por la cerca- 
nía a este río. El traslado significa para nosotros el inicio de lo que denominamos “el 
proceso de configuración del espacio local”. 

Ya explicamos que una vez establecida la macrodivisión del espacio misional de 
Moxos en partidos, en 1715 el padre Garriga aprobó la delimitación de los espacios de 
cada uno de los pueblos indígenas que formaron las misiones jesuitas en Moxos, como 
una zonificación “desde abajo” en la medida en que tomó las divisiones y subdivisiones 
que tenían los indios. San Joaquín fue parte de esta división, y con su territorio 
delimitado pasó a formar parte de la gobernación de Moxos hasta que se creó el 
departamento del Beni. 
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3.2. De misión a cantón y sección 

En 1842 el mariscal José de Ballivián decretó la creación del Beni con tres provincias: 
Moxos, Yuracaré y Caupolicán. San Joaquín quedó como parte de la provincia Moxos 
hasta que por decreto de 9 de julio de 1856 pasó a pertenecer a la provincia de 
Magdalena en calidad de cantón, junto con los cantones de Huacaraje, San Ramón, 
Magdalena y El Carmen. Posteriormente, en 1872, el cantón San Joaquín fue denomi- 
nado “distrito Mamoré de la provincia Magdalena”, con Exaltación como capital y 
donde se incluyó la ex misión de San Joaquín. Sin embargo, sus límites quedaron 
pendientes de determinación, “previo informe de las autoridades departamentales de 
Santa Cruz y el Beni, así como de las autoridades locales de la región del Mamoré y la 
Provincia de Caupolicán.” (Decreto de Gobierno de 1872, art. 4). Veinte años más tar- 
de, en 1893, la provincia Magdalena se convirtió en provincia lténez, con una segunda 
sección , sobre la base de los cantones San Joaquín y San Ramón (Ley del 17 de no- 
viembre de 1893, del presidente Mariano Baptista Saavedra). Hasta este año Puerto 
Siles no aparece mencionado ni como cantón. 

El antiguo distrito Mamoré fue declarado provincia con su capital San Joaquín el 
año 1941 cuando se dividió a la provincia lténez (Ley de 27 de noviembre, durante el 
gobierno del Gral. Enrique Peñaranda). El art.1 de la ley señalaba que “se creaban en el 
departamento del Beni dos nuevas provincias con la denominaciones de Marbán y 
Mamoré”. La provincia Mamoré con su capital San Joaquín incluía dos secciones: la pri- 
mera sección de San Joaquín, con su cantón Puerto Siles; y la segunda sección de San 
Ramón, con el cantón Las Pampitas. Los límites de la nueva provincia Mamoré no son 
identificados con precisión, como consta en el art. 4 de la mencionada ley: los límites de 
estas nuevas provincias —que actualmente definen las jurisdicciones de cada uno de los 
cantones y circunscripciones que las forman— fueron fijados en el terreno por una comi- 
sión del Instituto Geográfico Militar. 

Puerto Siles aparece como el único cantón de San Joaquín hasta 1945 cuando se lo 
convierte en la tercera sección de la provincia Mamoré (Ley de 3 de diciembre de 1945, 
de Gualberto Villarroel). La nueva sección incluía los cantones Moré, Alejandría y Santa 
Rosa de Vigo. No hemos logrado encontrar información sobre quiénes tomaron la inicia- 
tiva o cuáles fueron los criterios que determinaron la creación de la nueva sección, que 
hasta entonces era un cantón vinculado a San Joaquín. La municipalización insertó 
una nueva variable en la trayectoria del espacio local de San Joaquín con relación a los 
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escenarios políticos y administrativos como son la provincia, el cantón, pero principal- 
mente la sección de provincia. 


3.3. La misión de San Ignacio 

La misión de San Ignacio fue el inicio de la constitución de un espacio local que significó 
el principal centro de concentración de familias mojeñas provenientes de zonas aleda- 
ñas. Antes, los asentamientos de las parcialidades mojeñas se encontraban mayormente 
en las riberas del río Mamoré, pero también en otros afluentes menores, ocupando los 
bosques aledaños a dicho río o en otras zonas de sabana o pampa (Lehm op. cit.). 

En la primera división territorial de Moxos, el partido de Mamoré incluía la zona 
que posteriormente formó parte del territorio de la misión de San Ignacio de Moxos. Esta 
zona, conformada por pampas, bosques, ríos y lagunas constituía, antes de la llegada de 
los jesuitas, parte del territorio de las parcialidades de mojeños, el grupo étnico más 
numeroso del Moxos precolonial (Denevan, 1980). El territorio donde se originó San 
Ignacio como misión y luego como pueblo y sociedad local era, por tanto, una zona de 
ocupación de grupos mojeños que luego, por su vinculación a la misión de San Ignacio, 
aparecieron como mojeño-ignacianos o ignacianos simplemente. Hacemos énfasis en 
este detalle porque no se puede decir lo mismo del territorio provincial o municipal que 
incluyen grupos de población indígena que no formaron parte del proceso misional di- 
fundido desde San Ignacio. 

En el inicio de las misiones a los religiosos no les interesaba mantener una relación 
o control sobre las zonas, más allá del centro misional. Incluso parece que tampoco se 
inclinaron por un control de los recursos naturales, que implicaba alejarse de la sede de 
la misión, por lo que sustituyeron actividades como la caza, por otras que incentivaban la 
sedentarización, como la agricultura, la producción de artesanía y, más tarde, la ganade- 
ría. Todas las actividades tenían asignados espacios específicos dentro de la organización 
interna de la misión, pero pocos años después la necesidad de más recursos y espacio 
motivó a los jesuitas a delimitar el espacio territorial de cada misión. Respecto a los linde- 
ros definidos para San Ignacio, con los que llega hasta la fundación del departamento, 
Garriga registra lo siguiente: 


El pueblo de San Ignacio extiende su distrito hacia San José hasta el conmedio de entre el Zaono y 
Cabitu, parando su jurisdicción en un isla que está en medio del camino que llaman la del Tigre 
(Chávez, op. cit.: 268). 
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De esta manera, la misión que nació como un núcleo poblacional traspasa al ámbi- 
to urbano y se articula con espacios rurales reconocidos como propios del pueblo. 


3.4. La provincia Yuracaré 

La creación del Beni inició una nueva forma de administración política y de división de 
los espacios que habían conformado las misiones de Moxos. El nuevo departamento fue 
dividido en tres provincias: Moxos, Yuracaré y Apolobamba. San Ignacio de Moxos quedó 
incluido como parte de un cantón de la provincia Yuracaré, condición que mantuvo hasta 
diciembre de 1937 cuando el gobierno realizó una nueva división de provincias, creando 
la provincia Marbán con su capital San Ignacio y los cantones San Ignacio, San Lorenzo, 
San Francisco y San Antonio. 


Sus límites serán: por el norte una línea desde la desembocadura del río Tijamuchí, que va hacia el 
oeste, hasta tocar con el lugar denominado “Lázaro” en la confluencia de los ríos Apere y Matos, de 
este punto remontan el río Apere, en toda su extensión, hasta sus nacientes, de los cuales se dirigirá 
una línea recta hasta el punto denominado Tacuara en el límite con el departamento de La Paz; de 
aquí siguiendo el límite interdepartamental con los departamentos de La Paz y Cochabamba, hasta 
tocar con el río Chapare y siguiendo el curso de este río, hasta su desembocadura con el Mamoré, 
cuyo curso debe bajarse hasta encontrar el punto de partida en la desembocadura del río Tijamuchi 
(art. 1 del decreto Ley de 3 de diciembre de 1937). 


La provincia Moxos se creó el 27 de noviembre de 1941, pero no se le asignaron 
nuevos territorios, solamente el cambio de nombre: 


La actual provincia Marbán, que tiene por capital a San Ignacio llevará el nombre de Moxos, quedando 
formada por los cantones, San Francisco y San Lorenzo; (Ley de División de Provincias, Enrique 
Peñaranda, Presidente Constitucional de la República, 1941). 


Desde entonces San Ignacio quedó en calidad de cantón, de sección de provincia y 
de capital, como parte de la provincia Moxos, que a su vez, se dividió en una sola sección 
con los cantones San Ignacio de Moxos, San Francisco de Moxos y San Lorenzo de Moxos. 
Como señalamos en otro punto, San Ignacio nunca dejó de ser la referencia social y 
geográfica para las diferentes políticas estatales de división administrativa del departa- 
mento del Beni. Siguiendo con esta “tradición”, la municipalización insertó desde el Esta- 
do otra variable para la trayectoria de San Ignacio y, sobre todo, para el comportamiento 
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de sus actores locales, creando el municipio de San Ignacio de Moxos en el amplio espa- 
cio territorial de la provincia Moxos. 


4. La fisonomía de las sociedades locales 


4.1. Los primeros habitantes de San Joaquín 

La primera sociedad que formó San Joaquín tuvo dos características: estuvo conformada 
por familias de origen baure y tenían residencia permanente en el área urbana, además 
de dos religiosos como jefes de la misión. Hasta principios del siglo XX, las familias indí- 
genas solamente vivían en el área urbana, ya que en ese período no existían comunida- 
des. Entre 1900 y 1950, las familias desocuparon gradualmente los sitios urbanos hacia las 
islas de bosque donde posteriormente conformaron las comunidades que actualmente 
existen y se articulan a San Joaquín. 

La concentración poblacional y la sedentarización propias de la misión no permiten 
asentamientos permanentes fuera del pueblo urbano de San Joaquín. Desde la salida de los 
jesuitas hasta el primer siglo de la república la población indígena se mantuvo en el pueblo, 
y esta situación no cambió incluso con el auge de la goma y el ingreso de comerciantes. 

Las incursiones por la goma llegaron hasta la confluencia del río Machupo con el 
río Iténez, frontera con el Brasil, cerca del centro del territorio de los moré. Los explota- 
dores formaron puestos de avanzada como “Puerto Winsor” en el río Machupo desde 
donde ingresaban a los gomales del río Azul, parte del territorio ocupado por los moré . 
Otro centro de operaciones de explotación de goma fue Santa Rosa de Vigo —municipio 
de Puerto Siles— en el río Mamoré, por donde también los caucheros incursionaron 
hasta los bosques de los moré, a principios de siglo. Aunque la salida de familias indíge- 
nas hacia los bosques se dio a través de contratos con los caucheros, no culminó en la 
formación de comunidades en aquellas zonas. 


4.2. Nacen las comunidades 

La formación de las primeras comunidades de San Joaquín se inició unos diez años des- 
pués de la Reforma Agraria, con familias indígenas del área urbana. Sin embargo, algunas 
familias ya se habían ubicado con anterioridad en haciendas vecinas a San Joaquín o ha- 
bían formado pequeños asentamientos familiares. Las haciendas eran centros de produc- 
ción agrícola y procesamiento de derivados de caña (miel, jalea, empanizao) donde 
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contrataban trabajadores indígenas que tenían que vivir en el mismo sitio. Por ejemplo, 
antes de ser comunidades Chaco Lejos y las Moscas fueron haciendas de producción 
agropecuaria importantes para el abastecimiento de San Joaquín y Trinidad (Molina, 1998). 

No obstante la migración hacia los bosques, actualmente en San Joaquín viven fa- 
milias de origen indígena como parte de la población urbana. Además de baures, hay 
familias de origen itonama que llegaron de San Ramón y cayubabas que migraron de la ex 
misión de Exaltación, a orillas del río Mamoré, tanto para asentarse en el área urbana 
como en las comunidades. En los libros de bautismo y matrimonio de la parroquia de San 
Joaquín encontramos los registros de nacimientos con apellidos itonomas y cayubabas, 
además de baures; también hay registro de matrimonios entre personas de diferente 
origen étnico e incluso entre indígenas con individuos de apellido español (carayanas). 

Un acontecimiento importante que incidió en la composición poblacional fue la 
aparición de la fiebre hemorrágica, identificada recién en 1963, pero que había comenza- 
do a expandirse en 1958, y que provocó una disminución de más del 50% de la población 
de San Joaquín. De 3.500 habitantes quedaron 1.200 al finalizar la crisis en 1965. Muchos 
habitantes del área urbana abandonaron el pueblo en busca de nueva residencia. Por 
ejemplo, la comunidad joaquiniana de Guayaramerín es un caso —aunque único— de 
migración masiva de familias al interior del departamento del Beni. 

En esa época San Joaquín era la principal localidad de la provincia Mamoré, tenía 
una producción agrícola que se extendía a mercados de Guayaramerín y Trinidad, pero 
con la epidemia quedó por mucho tiempo abandonada por sus pobladores. 


Desde aquí salían grandes cantidades de charque, queso, mantequilla, maíz, arroz, azúcar baya y otros 
productos a la frontera del Brasil que marca sus límites. La fiebre hemorrágica generó un proceso de 
éxodo e inseguridad que impactó en la producción local... (entrevista a Ritchter, 1999). 


4.3. Bj retorno de lo indígena 

Por lo menos dos años antes de aplicarse la municipalización, en San Joaquín se comenzó 
a observar un resurgimiento de lo indígena, a través de algunos actores vinculados a las 
comunidades. Reivindican la existencia de una población de origen indígena que reside 
tanto en la capital como en las comunidades, aunque presenta una composición 
multiétnica, ya que entre sus miembros se encuentra gente de origen baure, movima e 
itonamas y cayubabas en un porcentaje menor. Sin embargo, después de 1995 hay una 
tendencia a identificarse sólo como “joaquinianos”. 
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Cuadro 2 
Comunidades del espacio local San Joaquín 


Comunidad Principal origen étnico Lugar de origen Año de 

de la población fundación 
| cnacotejs ——| iequnienoiaves, moves | Sandosgun | 1904 
tas moscas —— | posqurianosaes | Sanos | 1960 
pomos | joscuninosnaes movinas | Sanvoaan | 1989 7 
[uenosies" | psgariano.movinas | snioegón | 000 7 


Fuente: Entrevistas a corregidores de San Joaquín, enero de 2000. 
* Forman parte del municipio de Puerto Siles. 


























El retorno de lo indígena como reivindicación de identidad es un proceso reciente, 
pero anterior a la municipalización, que tiene como principal actor a la Subcentral de San 
Joaquín porque fueron sus dirigentes los que comenzaron a hablar en nombre del “pue- 
blo joaquiniano”. Antes de 1990, ni en el pueblo ni en las comunidades se referían así al 
pueblo indígena, aunque se guardaban referencias al origen baure de los primeros pobla- 
dores y también al idioma joaquiniano que desapareció hacia 1950. Los informes oficiales 
tampoco registran al pueblo joaquiniano como grupo indígena específico, en todo caso 
los comunarios eran considerados descendientes de los baure. 

Otro pueblo indígena presente en el actual municipio de San Joaquín es el moré”, 
que conforma la comunidad de Monte Azul. En 1992 el Concejo moré ya estaba integra- 
do a la CPIB, sin embargo, no tienen presencia en San Joaquín, y se espera que su descu- 
brimiento sea efecto de la municipalización. 


Los moré son considerados como un pueblo de alta vulnerabilidad, esto es, en peligro de desaparición, 
ya que su comunidad sólo tiene 170 habitantes. Una población importante migró a la ciudad de 
Guayaramerín por la falta de apoyo y la invasión de su territorio (Viviani, 1998). 


70 


4.4. Los pobladores locales 

Antes de ser municipio, San Joaquín comprendía un espacio articulado en torno al pue- 
blo de San Joaquín que sobrepasaba los límites de la primera sección, ya que involucraba 
en estas relaciones a la comunidad de Puerto Siles, parte de la tercera sección Puerto 
Siles. Por tanto, lo que denominamos como sociedad local comprende al pueblo, las 
comunidades de toda el área que corresponde a la primera sección de provincia, más una 
parte de la tercera sección, concretamente la comunidad de Puerto Siles, y las estancias 
ganaderas. Puerto Siles se articula por haber sido parte, primero del cantón, luego de la 
sección de San Joaquín; también por estar formada por familias oriundas de San Joaquín; 
y por ser un puerto de actividad comercial de San Joaquín desde principios del siglo 
XX. Puerto Siles nunca fue una misión religiosa, por tanto no tuvo una organización pro- 
pia, con autonomía y territorio específico, surgió como un puerto de comercialización 
durante el auge de la goma y las haciendas (Carvalho, 1987). 

El espacio local de San Joaquín articula en torno a la localidad urbana de San 
Joaquín 11 comunidades: El Huaso, Ascencia, Las Moscas, Campo Alegre, Chaco Lejos, 
San Rafael, La Bahía, San Pablo, Peñitas, Puerto Siles y Altura El Carmen. Las comunida- 
des mantienen permanente relación con San Joaquín, que es el centro de compra y 
venta, el lugar de encuentro con las familias, el sitio donde participan en las fiestas 
principales del pueblo. 

Además, desde las comunidades se reproduce una relación económica con las es- 
tancias ganaderas vecinas, conformando redes sociales de intercambio de adhesión que 
se expresan en la competencia política de las familias vinculadas a los partidos más fuer- 
tes del ámbito local. 


4.5. San Ignacio nace con mojeños 

El espacio de San Ignacio de Moxos, antes de tomar este nombre, estaba habitado 
por grupos de familias de origen mojeño que más tarde se conocieron como 
ignacianos, composición que no cambia desde la fundación de la misión hasta el 
primer siglo de la República. 

La migración proveniente de Santa Cruz de la Sierra rompió la composición homo- 
génea de la sociedad local, y las nuevas familias consolidaron su posición de poder en el 
ámbito urbano de San Ignacio. La salida, retorno de las familias indígenas hacia el campo, 
conformó a partir de 1940 las comunidades, y así contribuyeron a la nueva configuración 
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urbano-rural del espacio local, con la formación de estancias y haciendas que generan 
una producción económica que se expande más allá de San Ignacio. 

Otro aspecto vinculado a la migración cruceña es que lo ignaciano deja de ser una 
identidad ligada a la población indígena del ámbito urbano para adquirir un sentido liga- 
do al espacio local. Estancieros y comunarios, desde el ámbito rural, vecinos indígenas y 
no indígenas residentes en el pueblo asumen su condición de ignacianos, cada uno con 
sus propios argumentos busca consolidar su identidad. 


4.6. En busca de comunidades 
Las comunidades que se vinculan al espacio local de San Ignacio, es decir, que mantienen 
una permanente relación con el centro urbano, están conformadas por familias que son 
descendientes de otras que tenían residencia en San Ignacio. Son comunidades de origen 
ignaciano, en un doble sentido, tanto por ser descendientes de familias mojeño ignacianas 
como por haber nacido en el pueblo. Referirse a las comunidades que se articulan a San 
Ignacio significa tomar en cuenta a todas aquellas que comparten elementos en común, 
como que sus miembros reconozcan su procedencia urbana, tengan una presencia casi 
cotidiana en San Ignacio, y cuentan con parientes, vivos O muertos, en el pueblo. 

El proceso de formación de las comunidades implica un movimiento migratorio 
del pueblo al campo en un período que abarca los últimos cincuenta años del siglo XX. 
Sin embargo, esto no significa que antes no hayan existido familias indígenas ubicadas en 
forma dispersa en varios lugares aledaños a San Ignacio, producto de las huidas de los 
centros misionales o a movimientos poblaciones motivados por la búsqueda de la Loma 
Santa, que acaban en la formación de nuevas comunidades y la ocupación de zonas den- 
tro de territorios más amplios de los bosques (Lehm, 1990). 


4.7. Otra vez los indígenas 

Los indígenas nunca desaparecieron de las áreas misionales como San Ignacio de Moxos, 
sin embargo referirse a ellos, lo indígena como término politizado que expresa una iden- 
tidad y una posición política ligada a la defensa de determinados intereses, es un proceso 
que emerge cuando se inicia la explotación forestal en el bosque de Chimanes, en el 
período 1986 y 1990. En este sentido, San Ignacio y las comunidades que conforman el 
espacio local constituyen uno de los escenarios locales más importantes donde comien- 
za a generarse este proceso de politización que luego culminará con un retorno de lo 
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indígena al proceso político local, que a su vez implica un desplazamiento de lo campesi- 
no como identidad de las comunidades. 

En 1986 en San Ignacio de Moxos se había fundado una nueva organización: la 
Subcentral de San Ignacio con base en comunidades ignacianas ubicadas cerca al área 
urbana. A raíz de los conflictos emergentes en el bosque de Chimanes por el ingreso de 
empresas explotadoras de madera, la Subcentral articuló otras comunidades de origen 
ignaciano que habitan el área (Molina, 1997). Desde entonces la Subcentral se convirtió 
en la principal organización de defensa de las comunidades indígenas articuladas al espa- 
cio local de San Ignacio. 

Antes de la “Marcha indígena por el territorio y la dignidad” de 1990, el bosque 
había sido calificado como un área sin población, desocupada, y solamente se aceptaba la 
existencia de pequeños asentamientos de chimanes en el extremo occidental; sin embar- 
go, el área estaba ocupada por varias comunidades indígenas, mayoritariamente forma- 
das por familias de origen ignaciano, y en menor cantidad trinitarios, yuracarés, movimas 
y también chimanes (Lehm op. cíit.). El movimiento local generado desde las comunida- 
des hacia San Ignacio, y luego la participación de sus representantes en la marcha, pusie- 
ron en evidencia la ocupación del bosque de Chimanes. Con la movilización hasta La Paz 
habían logrado, además, que el gobierno les reconozca y delimite un “territorio indíge- 
na” en un área articulada a San Ignacio, reconocimiento que dio lugar a otro conflicto 
interno con actores locales de oposición respecto a la vigencia de los indígenas y la vali- 
dez de esta demanda. 


4.8. Comunarios y vecinos 
Con el nombre de San Ignacio de Moxos se designa a cuatro espacios territoriales que 
tienen diversa población y una historia particular: una localidad, un cantón, un municipio 
y un espacio local. La localidad San Ignacio de Moxos es el pueblo conformado por sus 
vecinos residentes; el cantón proviene desde la creación del departamento del Beni, cuan- 
do fue designado como parte de la provincia Moxos. Como municipio, espacialmente, 
abarca la única sección de la provincia Moxos y comprende la presencia de cuatro pue- 
blos indígenas, además de grupos que se consideran como “carayanas”, por tanto su 
principal característica es su condición multiétnica. 

Nosotros proponemos que es posible hablar del espacio local de San Ignacio, como 
una nueva forma de reconocer la relación del espacio con la sociedad y de estas dos 
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dimensiones con los conceptos que usa el Estado para la división político-administrativa. 
El espacio local es resultado del proceso de ocupación y formación de comunidades que 
se inicia con la fundación de la misión. Abarca un territorio muy próximo al cantón del 
mismo nombre y está habitado predominantemente por gente de origen étnico ignacia- 
no; conforma un sistema de relaciones que articula la localidad urbana y el área rural a 
través de ganaderos y un conjunto de 30 comunidades, de las cuales 25 son de origen 
mojeño-ignaciano, dos yuracarés, y tres formadas por movimas e ignacianos. 

Como sociedad local San Ignacio está habitada por comunidades de origen ignacia- 
no, además de familias “carayanas” que tienen descendencia cruceña. En el espacio local 
predomina la población urbana que equivale al 70%. El otro 30% corresponde a la pobla- 
ción rural que forma parte de las comunidades. Es importante aclarar que en el área 
urbana reside un porcentaje mayoritario de población indígena de origen ignaciano, lo 
cual niega esa tendencia a “ruralizar” a los pueblos indígenas. 

San Ignacio es una sociedad donde conviven dos mundos con espacios de rela- 
ción social específicos en los cuales se marca y se expresa la diferencia. Por un lado, el 
club social que es para los “carayanas” y, por otro, el cabildo indígena o Belén para los 
indígenas, sin tomar en cuenta el espacio del gobierno municipal al cual la gente de 
origen ignaciano todavía no tiene acceso. Es evidente que estos dos mundos de la vida 
cotidiana tienen también momentos y lugares comunes que son compartidos y donde 
se encuentran para reproducir su relación con los símbolos y valores culturales de la 
sociedad local. Aquí se destacan, principalmente, las fiestas religiosas, la fiesta patronal 
y las tradiciones folklóricas. 
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Cuadro 3 
Comunidades del espacio local San Ignacio 


Cantón Comunidad Origen étnico Lugar de origen Año de 
de la población | de los habitantes | fundación 





































































San Ignacio | Bella Brisa Ignaciano San Ignacio 
El Chontal San Ignacio 
San Miguel de Matire San Ignacio 
Villa Esperanza San Ignacio 
Las Flores San Ignacio 
La Argentina San Ignacio 
Fátima de Moxos San Ignacio 
El Litoral San Ignacio 
San José del Algodonal San Ignacio 
Monte Grande San Ignacio 
Santa Rita San Ignacio 

Trinitario 
Puerto Ganadero San Ignacio y 
Bermeo Trinidad 
TIM Ignacianos 




























Puerto San Borja 1953 
El Retiro San Ignacio 1952 
Santa Rosa San Ignacio 1964 
Pueblo Nuevo San Ignacio 1972 
San Antonio del Pallar San Ignacio 1970 
Mercedes del Apere San Ignacio 1956 
San Miguel del Apere San Ignacio 1956 
San José del Cabitu San Ignacio 1960 
Rosario del Tacuaral San Ignacio 1970 
Mercedes del Cavitu San Ignacio 1970 
San Salvador del Apere San Ignacio 1956 
Monte Grande del Apere San Ignacio 1967 
San Juan del Cuverene San Ignacio 1967 


San Ignacio 
Mamoré 








Santa Rosa de Aguas Negras Yuracaré 





Santa Ana del Moseruna Movima 
Carmen del Aperecito 
San Ambrocio 


El Jorori 







Chimanes 





Fuente: PDM de San Ignacio, 1997. 
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CAPÍTULO SEIS 
La municipalización 
en los escenarios locales 


1. — La partida de la participación 

Algunos sectores del MNR realizaron debates sobre el proceso de municipalización en 
Trinidad, antes de su aprobación, pero ni los dirigentes de los partidos ni quienes estaban 
elaborando el marco legal se acercaron a los alcaldes con el propósito de realizar una 
consulta sobre la temática. 


...Se veía venir algo que les iba a dar recursos, pero no imaginaban el volúmen de los recursos ni el 
volúmen de las responsabilidades (entrevista a un ex secretario de Participación Popular de la prefec- 
tura del Beni). 


Una vez aprobada la ley, la prefectura, a través de la Secretaría de participación 
popular, se encargó de encaminar el proceso hacia los nuevos municipios en dos etapas. 
Una de concertación con los alcaldes, para acordar la transferencia de proyectos, obras y 
recursos a los municipios. Otra de difusión y capacitación de la ley a través de reuniones 
tanto con gobiernos municipales como con las juntas de vecinos y organizaciones comu- 
nales. Esta segunda etapa durante el primer año de la ley quedó bajo la responsabilidad 
del gobierno y de la prefectura, sin embargo “en cada municipio se adaptó el mecanismo 
más adecuado para instalar la participación popular” (Ibid.). La inserción del proceso en 
el ámbito local no estuvo excento de contradicciones y desconfianzas de alcaldes, conce- 
jales y líderes locales: 


.. porque no solamente era decirles que la ley les trajo recursos, sino que había que mostrar el cambio 
de mentalidad, exigía una ruptura. Entonces mucha gente no lo asimilaba, cuando se hablaba de 
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transferencia de recursos la ley era bendita, pero cuando se tocaba la aplicación del control social, se 
notaba la oposición de alcaldes y partidos de oposición (Ibid.). 


Una de las tareas prioritarias de la municipalización fue la formación del comité de 
vigilancia, a través de las juntas vecinales y organizaciones comunales ya existentes en los 
municipios. Como indica la ley, esta acción debía ser iniciada y dirigida por única vez por 
los alcaldes de cada municipio. En cada caso, el comité de vigilancia tuvo un proceso de 
constitución diferente, sin embargo, en los municipios urbanos fue común encontrar opo- 
sición de algunos alcaldes, concejales y representantes de organizaciones locales, como los 
comités cívicos, “que sentían que se les estaba acabando el poder” (Ibid.). Pese a estas 
oposiciones y desconfianza, al segundo año de aprobarse la ley, todos los municipios del 
Beni ya contaban con un comité de vigilancia como una nueva organización local. 

Con la Ley de Participación Popular en el Beni se crearon 19 municipios correspon- 
dientes a un número similar de secciones de provincia. Antes de la ley, cuatro secciones 
no habían tenido una alcaldía propia, lo que significaba que no conocían la figura del 
alcalde como autoridad del pueblo; nos referimos a Puerto Siles, Huacaraje, San Andrés y 
Exaltación, pueblos que más bien dependían o se integraban a otro centro urbano, el 
primero a San Joaquín, el segundo a Magdalena, el tercero a Trinidad y el último a Santa 
Ana del Yacuma. En las otras 15 secciones sí tenían alcalde como principal autoridad de 
los pueblos, además en la primera sección de cada provincia residía el subprefecto como 
autoridad política provincial, como sucede hasta el presente. Asimismo, la mayoría de los 
centros urbanos más poblados de estas secciones, que hoy son las sedes de los gobiernos 
municipales, fueron lugares de las misiones jesuíticas, con excepción de Riberalta, 
Guayaramerín, Rurrenabaque, Santa Rosa y San Andrés, que son pueblos formados entre 
fines del siglo XIX y principios del XX. 

Antes de la municipalización, las alcaldías abarcaban a la localidad urbana principal 
o capital de sección, el territorio administrado por el alcalde llegaba hasta la última casa 
del pueblo, de allí para adelante las comunidades vivían un mundo ajeno al Estado. El 
alcalde realizaba pocas tareas como la limpieza y mejoramiento de calles y la plaza, provi- 
sión del servicio de agua y energía eléctrica, recolección de algunos impuestos y la orga- 
nización de la fiesta patronal del pueblo. La limitación principal para desarrollar obras de 
mayor inversión era que no contaban con dinero propio, no recibían fondos del Estado 
en forma periódica y tampoco tenían ingresos propios suficientes. La canalización de 
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fondos para la alcaldía era resultado de gestiones individuales del alcalde en Trinidad o, 
incluso, en la ciudad de La Paz, dependiendo de las relaciones personales o influencias 
del alcalde, por lo que los vecinos tampoco recibían información sobre los fondos conse- 
guidos. Los ingresos propios de las alcaldías se formaban con los impuestos a la propie- 
dad urbana y el comercio; allí donde había ganadería de exportación se aplicaba la 
“corambre”, que era otro ingreso. 

El desarrollo social y productivo de las provincias estaba en manos de la Corpora- 
ción de Desarrollo del Beni (CORDEBENI) que administraba los fondos canalizados por 
el Estado. Esta organización no pudo ejercer un papel dinamizador del desarrollo de los 
pueblos porque los proyectos e inversiones no alcanzaban a todas las provincias del de- 
partamento (Lijerón, op. cit.). Por eso, durante varios años fue un tema recurrente el 
cuestionamiento de los comités cívicos provinciales al centralismo de Trinidad. La mu- 
nicipalización implicó la solución a este centralismo, como lo reconocen ahora diri- 
gentes de organizaciones y políticos de los municipios, pero, al mismo tiempo, anuló 
uno de los principales factores de movilización y de legitimación de los comités cívicos 
ante los pueblos, nos referimos a las demandas que cada año realizaban para recibir 
presupuesto desde Trinidad. Los municipios del Beni ahora tienen un mismo status en 
lo que se refiere a criterios de distribución de recursos monetarios, que son canaliza- 
dos anualmente desde el Estado. 

Con el mismo status legal —todos iguales ante la ley—, pero con trayectorias e 
historias diferentes que explican la forma particular de relación con el proceso de muni- 
cipalización, los municipios se diferencian por muchos aspectos, entre los que podemos 
citar el origen misional de unos y no de otros. También podemos clasificarlos en munici- 
pios urbanos y rurales, tomando como criterio la población de la sede del gobierno mu- 
nicipal con relación a las comunidades. Los municipios rurales son aquellos que cuentan 
con una población en la sede menor a mil habitantes, es decir no hay grandes diferencias 
de cantidad entre la población de la capital y las comunidades, en algunos casos una 
comunidad es más grande que la sede capital; incluso la propia sede del gobierno muni- 
cipal es una comunidad más del municipio, por ejemplo, Puerto Siles, Exaltación, San 
Andrés, San Javier y Loreto. 

Los municipios urbano-rurales son los que cuentan con un centro urbano, donde 
está la sede del gobierno municipal, con una población más grande que cualquier comu- 
nidad del municipio, y en algunos casos, mayor que la población total del área rural. La 
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población urbana fluctúa entre 2.000 a 6.000 habitantes. Son los municipios de San Igna- 
cio, San Joaquín, San Ramón, Reyes, Santa Rosa, Baures, Magdalena y Huacaraje. Por 
último, tenemos los municipios urbanos que tienen como característica principal una 
ciudad intermedia, con una población urbana que varía desde 10.000 hasta 40.000 habi- 
tantes. En esta denominación ubicamos a los municipios de Rurrenabaque, Santa Ana, 
San Borja, Guayaramerín y Riberalta. 


2. Efectos en la organización demográfica y poblacional 


2.1. San Joaquín: la sección se hace un municipio 

Desde su creación, la provincia Mamoré había quedado dividida en tres secciones que 
actualmente son la referencia territorial sobre la que se constituyen los tres municipios: 
San Joaquín, San Ramón y Puerto Siles. En 1994, por la Ley de Participación Popular, la 
primera sección de la provincia Mamoré se convirtió en el territorio del municipio de San 
Joaquín, con los cantones Pampitas y Moré", que abarcan una dimensión aproximada de 
912.808.65 ha. Hasta ahora no están definidos legalmente sus límites precisos, por tanto 
no existen mapas oficiales del municipio, más aún porque San Joaquín mantiene una 
disputa con el municipio de San Ramón respecto a un área territorial que ambos recla- 
man como propio. La sección San Ramón estaría constituida por un cantón y diez comu- 
nidades y Puerto Siles por dos cantones y cinco comunidades. 

El municipio de San Joaquín como espacio territorial urbano-rural con gobierno 
propio, se constituyó legalmente con la participación popular. Antes sólo había una alcal- 
día que en términos de territorio abarcaba el área urbana, el pueblo, pero no involucraba 
a ninguna de las comunidades de la sección. Además, antes de ser la capital de la provin- 
cia, San Joaquín formó también la primera sección de provincia, sin embargo, se desco- 
nocen los criterios que se tomaron para asignarle un territorio. Además de sus dos 
cantones, se tramita la legalización de otras dos unidades territoriales solicitadas por las 
organizaciones de las comunidades: el “territorio joaquiniano” y el “territorio moré” que, 
aunque son calificados como una forma de propiedad privada —TCOs— es seguro que 
funcionarán como áreas gestionadas a través de su propio gobierno local. 


' Sin embargo, en el caso del cantón Moré no existe un agente cantonal como señala la ley de municipios; 


el otro cantón involucra a San Joaquín. 
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Los límites de las secciones de provincia en el Beni nunca se definieron con preci- 
sión, sin embargo, como no afectaban al trabajo de los subprefectos y alcaldes, estas 
autoridades tampoco se preocuparon por exigir una delimitación territorial. Recién con 
la municipalización surgió el interés por delimitar el territorio que corresponde a cada 
municipio, cuando los alcaldes, concejales y algunas organizaciones locales reclamaron 
como propias ciertas áreas, remitiéndose a la historia del “territorio local” como argu- 
mento de legitimidad y derecho de propiedad. 

En San Joaquín también surgió el interés de delimitar el territorio municipal, al 
mismo tiempo que sigue en pugna con San Ramón para mantener un área que ambos 
municipios reclaman como propio. De esta manera se hacen visibles los conflictos y la 
preocupación por defender territorios y comunidades que antes de la municipaliza- 
ción no era visible. 


2.2. Urbanos y rurales 

Como ocurre en la mayoría de los municipios del Beni, en San Joaquín predomina la 
población urbana frente a la población rural, 84% urbana en proporción al 16% que 
son rurales. En el área urbana la población suma 4.332 habitantes, mientras que en el 
área rural llegan a 848 personas. El cantón San Joaquín tiene 11 comunidades, todas 
ellas ubicadas a menos de dos horas de distancia del pueblo en camioneta. El cantón 
Moré de la zona del Iténez, en la frontera con el Brasil, tiene dos comunidades forma- 
das también en la segunda mitad del siglo XX, pero en una situación diferente a las 
comunidades del área de San Joaquín. 

Actualmente, el área urbana de San Joaquín tiene un población aproximada de 
cuatro mil habitantes, conformada por un 70% de población de origen indígena y un 30% 
de población que se reconoce como “blanca”. Reúne los elementos y componentes pro- 
pios de un pueblo, con características urbano—rurales, donde la mayoría de sus habitan- 
tes viven en el pueblo, pero trabajan en el campo, sobre todo, los vecinos de origen 
indígena que se mantienen con los recursos naturales del campo, ya sea con la explota- 
ción forestal, agricultura, cacería y pesca o temporalmente, con el trabajo en las estancias 
ganaderas. Los otros vecinos no indígenas del pueblo —“carayanas”— se dedican a la 
ganadería, ya como propietarios o como empleados. 

Las estancias corresponden al ámbito rural pero sus propietarios mantienen una 
residencia permanente en el pueblo desde donde se movilizan hacia sus propiedades, en 
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tiempos que varían desde una vez por día hasta una vez por mes, esto tiene que ver con 
las distancias y los accesos a las zonas ganaderas. Cabe agregar que ya se encuentran 
estancias ganaderas a diez minutos del pueblo, muchas de ellas encierran al pueblo y 
marcan el límite de lo urbano frente lo rural. 

Las principales actividades económicas de la población de San Joaquín son la pro- 
ducción agrícola, la ganadería y el aprovechamiento de los recursos naturales. La produc- 
ción ganadera se comercializa en los mercados de Trinidad y de Santa Cruz, a través de la 
venta de ganado en pie. En el área urbana las principales fuentes de trabajo permanente 
provienen de oficinas estatales como el centro de salud, el magisterio y la alcaldía muni- 
cipal. El comercio de abarrotes está dominado por familias provenientes del área andina. 
La gente de las comunidades tiene como actividades económicas básicas la agricultura, 
caza, pesca y recolección forestal de palmito; parte de las familias del área urbana tam- 
bién realizan un trabajo similar. 


2.3. San ignacio: una provincia, una sección, un municipio 

La provincia Moxos limita al norte con la provincia Cercado, al sur con el departamento 
de Cochabamba, al este con la provincia Marbán, y al oeste con las provincias Yacuma y 
Ballivián. Desde su creación ha tenido una sola sección y cuatro cantones que constitu- 
yen la base territorial del municipio de San Ignacio de Moxos que, por tanto, es el único 
en el Beni que abarca la extensión de una provincia. 

San Ignacio nunca dejó de ser la principal referencia para la división de provincias 
y la formación de cantones en el departamento del Beni. Tal vez aquí podemos encontrar 
la explicación del por qué, cuando se crea la provincia Moxos, se la divide en una sola 
sección que en 1994 se convierte en el municipio de San Ignacio de Moxos. 

Este municipio se encuentra dentro de los límites de la única sección de la provin- 
cia Moxos, está dividido actualmente en cuatro cantones (San Ignacio, San Francisco, San 
Lorenzo y Desengaño) y seis distritos rurales. Desengaño es un cantón nuevo, de acuer- 
do a la división territorial que tiene el gobierno municipal, pero que todavía no tiene 
aprobación mediante ley. Los otros cantones fueron creados en fechas diferentes al naci- 
miento de la provincia Moxos, en cambio los distritos fueron establecidos mediante reso- 
lución municipal en 1995, a solicitud de un oficina de planificación de la Secretaría de 
Participación Popular. La resolución en su art. 3 señala: 
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Se hace conocer que los límites de la distritación, no son en forma definitiva, pudiendo sufrir modifi- 
caciones en las próximas gestiones, cuando los casos así lo aconsejen para un mejor funcionamiento 
y mejor atención. 


Es necesario remarcar la existencia de los “territorios indígenas”? —el TIM y el 
TIPNIS— reconocidos en 1990 y cuya denominación oficial de acuerdo a la Ley INRA es 
tierra comunitaria de origen (TCO), que de hecho funcionan como unidades geográficas 
independientes de los cantones porque tienen una organización propia, con dirigentes 
que son elegidos por las comunidades. Además, en el caso del TIPNIS, ha sido declarado 
por resolución municipal como distrito municipal indígena, en una gestión impulsada 
por “operadores” de la participación popular. Sin embargo, los alcances y el funciona- 
miento de la subalcaldía, merece otro análisis más adelante. 


2.4. Vecinos y campesinos 

San Ignacio de Moxos es un municipio donde predomina la población rural en un 60% en 
proporción al 40% que es urbana. La población urbana estimada para diciembre de 1999 
fue de 7.000 habitantes; las comunidades suman, aproximadamente, 10.000 personas 
(Melgar, Molina, op. cit.). En el pueblo de San Ignacio hay una tendencia a seguir crecien- 
do debido a la migración comunidad-pueblo? motivada, según nos informaron, por la 
disminución de los recursos de los bosques, la carencia de servicios de salud y educación 
en el lugar, y los conflictos sociales con explotadores furtivos de madera. 

El municipio de San Ignacio de Moxos es multiétnico: está habitado por los pue- 
blos indígenas mojeños —tanto de origen mojeño-trinitario como mojeño-ignaciano, cuya 
diferencia proviene de la misión a la que pertenecieron sus familiares— movimas, chimanes 
y yuracarés. La población indígena abarca el área rural y urbana del municipio. Es impor- 
tante la relación entre el origen étnico de las comunidades y los límites cantonales dentro 
el municipio, ya que los pueblos indígenas se hallan claramente distribuidos por canto- 
nes: en el cantón de San Ignacio viven los ignacianos, tanto en las comunidades como en 


Entre 1999 y 2000, la Subcentral de San Ignacio de Moxos y las comunidades ubicadas en la carretera San 
Ignacio-Trinidad, todas con mayoría ignaciana, comenzaron a gestionar el reconocimiento de un nuevo 
territorio: el territorio indígena mojeño-ignaciano. 

3 Desde hace tres años se está formando un nuevo barrio con familias indígenas de comunidades que se 
articulan a San Ignacio. La Subcentral ha dado el primer paso al comprar un terreno urbano para facilitar 
el asentamiento de comunarios. 
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el pueblo; en los cantones de San Francisco y San Lorenzo de Moxos los trinitarios; el 
TIPNIS también con trinitarios en mayoría poblacional, pero con presencia de chimanes 
y yuracarés, y por último Desengaño con población de origen movima. 

El municipio tiene 101 comunidades, un centro urbano y numerosos asentamientos 
pequeños dispersos en riberas de ríos y estancias ganaderas. Si consideramos los canto- 
nes y los “territorios indígenas” como unidades administrativas separadas, la cantidad de 
comunidades es la siguiente: San Ignacio con 16 comunidades, San Lorenzo con nueve 
comunidades, San Francisco con siete, Desengaño con seis, el Territorio Indígena Parque 
Nacional Isiboro Sécure (TIPNIS) con 46 y el Territorio Indígena Multiétnico (TIM) con 
17 (Molina y Melgar, op. cit.). Sin embargo, cabe aclarar que el cantón San Ignacio abarca 
el territorio que ocupan las comunidades del TIM, aunque actualmente, parte del mismo 
es reclamado por el municipio de Santa Ana del Yacuma. 

La pugna por este espacio que abarca el TIM no es nueva, antes de la aprobación de 
la Ley de Participación Popular se presentó una lucha entre las provincias Moxos y Yacuma 
por los recursos forestales y el destino de las ganancias de la producción de madera. Pero 
con la municipalización, se ha convertido en una disputa intensa que tiene como actores 
principales a los gobiernos municipales y a los comités cívicos. 

San Ignacio es un pueblo en el sentido de ser una comunidad con habitantes que se 
conocen, comparten cotidianamente y forman parte de una sociedad que tiene rasgos tan- 
to de comunidad rural como urbana. Las principales actividades económicas y productivas 
de San Ignacio se ubican en el área rural. Los roles económicos están visiblemente marca- 
dos, por ejemplo, la ganadería está en manos de familias “carayanas”, la agricultura es propia 
de las familias indígenas, tanto urbanas como de las comunidades, que además proveen la 
fuerza de trabajo a las estancias ganaderas. Una pequeña parte de la población urbana traba- 
ja en oficinas estatales —alcaldía, hospitales y escuelas— y otra se dedica al comercio, que en 
este caso, son las familias provenientes del área andina. La explotación forestal con fines de 
exportación es también una actividad importante en este espacio local, pero ésta depende 
de las empresas que provienen principalmente de Santa Cruz de la Sierra. 

El mercado local más grande es el mismo pueblo de San Ignacio donde se destina la 
mayor parte de la producción agropecuaria de las familias campesinas e indígenas; la gana- 
dería, en cambio, comercializa la carne en los mercados de La Paz y Santa Cruz de la Sierra. 
Algunas comunidades acuden tanto en al mercado local como al de la ciudad de Trinidad, 
pero esta situación no incide en la relación de las comunidades con el espacio local. 
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Referiéndonos al espacio local, las distancias entre las comunidades y el centro 
urbano no sobrepasan las seis horas de viaje por transporte motorizado, además de que 
existen carreteras y ríos que funcionan como vías interconectadas de transporte, lo que 
facilita la relación entre lo urbano y lo rural dentro el espacio local. La situación es dife- 
rente en cuanto a distancias, medios y vías de transporte entre las comunidades de los 
diferentes cantones del municipio, porque por ejemplo en el caso del TIPNIS los pobla- 
dores tienen que ir primero a Trinidad para poder llegar a San Ignacio, lo que consume 
un promedio de tres a cinco días. 


3. ¿La buena hora de la municipalización? 


3.1. La expansión territorial de la participación política 

Hasta 1995 las elecciones para alcalde municipal era un privilegio del área urbana o 
pueblo. Los habitantes de las comunidades no participaban y menos tenían un “valor 
electoral” para los políticos locales, lo que quiere decir que no eran ciudadanos ple- 
nos, si tomamos como condición de ciudadanía la posibilidad de elegir y ser elegido. 
Hasta antes de 1985 tampoco tenían la oportunidad de designar al alcalde, porque esto 
dependía del prefecto del departamento o de algún ministerio del gobierno nacional, 
ya sea por sugerencia de alguna organización local o por iniciativa de algún vecino con 
influencia política. 

San Ignacio de Moxos tiene alcalde desde principios de siglo, pero esta autoridad 
nunca provino de las comunidades o fue de origen indígena. No había participación de 
los comunarios como electores y/o candidatos porque la alcaldía era una forma de auto- 
ridad que sólo abarcaba el área urbana, hasta los límites del pueblo. La municipalización, 
en 1994, rompió con el cerco urbano y extendió la participación política hasta las comu- 
nidades que se ubican en los nuevos territorios municipales, provocando la ampliación 
del escenario de formación de los alcaldes. 


La figura de alcaldía municipal apareció recién a principios de siglo, se le llamaba junta de almonedas 
O junta municipal. Su primer presidente en 1910 fue José Parada Eguez, abogado. Pero el alcalde 
recién se nombró a raíz de la creación de la provincia Marbán con su capital San Ignacio, el 3 de 
diciembre de 1931. Con Busch se nombró el primer subprefecto que fue don José Parada Eguez, el 
alcalde parece que fue un señor Miguel Antonio Ribera, ellos designaban y nombraban consejo muni- 
cipal, más después el MNR mantuvo también la junta municipal, ahora recién se ha extendido el área 
administrativa de los municipios (entrevista a un historiador de San Ignacio, 5/2/00). 
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Desde 1994 se involucra como electores a los habitantes de las comunidades que 
se encuentran dentro de los municipios de San Joaquín y San Ignacio de Moxos, y es el 
momento en que los políticos locales comienzan a pensar en los comunarios, pero más 
que en ellos, en sus votos. Es el tiempo en que llegan hasta las comunidades nuevas 
formas de hacer política, de ganar adherentes, prácticas que hasta entonces sólo se reali- 
zaban en e: pueblo o incluso sólo en las ciudades. 

En San Joaquín, la participación de las mujeres en la administración de la alcaldía es 
una experiencia de hace varias décadas, pero con la municipalización pueden acceder al 
gobierno municipal. En el caso de San Ignacio, desde la instalación de la alcaldía, algunas 
mujeres del pueblo ocuparon el cargo de alcaldesas, sin embargo, su participación no 
sobrepasó el 10%. 


3.2. La recomposición de los actores políticos 

Las elecciones municipales de diciembre de 1999 se tornaron aún más novedosas en la 
política de San Joaquín y San Ignacio, tanto por los medios y estrategias como por los 
actores involucrados en poner en marcha uno de los componentes de la municipaliza- 
ción: la elección del gobierno municipal desde las comunidades y el pueblo. 

La transición hacia el municipio, desde la implementación de la participación po- 
pular en 1994 hasta las elecciones municipales en diciembre de 1995, tuvo como prota- 
gonistas principales a la prefectura del Beni y las subprefecturas de las provincias Mamoré 
y Moxos. En ese periodo, por ejemplo, el alcalde del pueblo de San Joaquín era militante 
de ADN, por lo que asumió una posición secundaria y una actitud pasiva respecto al 
“montaje” de la participación popular. En tanto, el subprefecto cumplió un papel 
protagónico porque era del partido de gobierno. A partir de 1995 cambió la condición de 
alcalde municipal, que sigue siendo de ADN pero ya tiene alcance y legitimidad sobre lo 
urbano y lo rural, no sólo por lo que dice la ley, sino también porque ha sido elegido con 
votos de comunarios y vecinos. 

En cambio, la municipalización llegó a San Ignacio de Moxos en un momento 
en que 


...el pueblo tenía un alcalde elegido sólo por los vecinos y que pertenecía a las filas del MNR, 
partido con mayoría en el concejo municipal; el subprefecto de la provincia Moxos también era del 
mismo partido. La presencia de estas autoridades vinculadas al gobierno nacional favoreció el 
“montaje” de las primeras tareas de la participación popular, involucrándose en la difusión de la 
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ley, en la organización del comité de vigilancia y la legalización de las juntas vecinales (Testimonio de 
un ex dirigente de San Ignacio 5/1/00). 


Con la municipalización se operaron una serie de cambios en el sistema político local 
de ambos municipios, porque se provocó una recomposición del poder de las autoridades 
estatales. Un cambio central es que los gobiernos municipales se posesionaron por primera 
vez como autoridades políticas elegidas por todos los habitantes de los municipios. La nue- 
va forma de elección del gobierno municipal repercute en el acrecentamiento del poder del 
alcalde, en tanto que el subprefecto queda relegado a segundo plano, más aún cuando ya 
no tiene recursos ni legitimidad para intervenir en las políticas del desarrollo local. Por 
tanto, uno de los primeros efectos de la municipalización es la ganancia de legitimidad de 
los alcaldes —porque son elegidos por votos urbanos y rurales—, 

En las áreas urbanas de San Joaquín y San Ignacio, antes de la municipalización, se 
reconocían a tres actores locales como los principales referentes de liderazgo y autoridad 
de la sociedad local: el comité cívico como organización que se “autodefinía” como re- 
presentativa de la sociedad local en el ámbito de la sociedad civil; la subprefectura de la 
provincia; y la alcaldía como autoridades por parte del Estado. Solamente el comité cívico 
estaba conformado con la participación de organizaciones locales y vecinos del área urba- 
na, los otros dos eran designados en la capital o en la sede del gobierno nacional. Las 
comunidades no tenían ninguna participación en la formación y orientación de estas 
organizaciones, las relaciones con la subprefectura servían para resolver casos específi- 
cos de conflictos comunes. 

Entre 1987 y 1999 la elección del alcalde formó parte de la elección presidencial, 
por decisión del parlamento. Esta modalidad se aplicó hasta las elecciones de 1990, pero 
años más tarde se optó por la elección autónoma de los gobiernos municipales, pero 
solamente con los votos de los vecinos del área urbana. Con la municipalización la parti- 
cipación de comunarios y vecinos irrumpe como la principal oferta de la democracia. 


3.3. ¿Cambios en la composición del gobierno local? 

Desde su aprobación, la municipalización se presentó como un punto de partida hacia la 
democratización del gobierno municipal, que se entiende, sobre todo, como la hipótesis 
de que la participación popular iba a influir en la composición heterogénea —en térmi- 
nos de sectores, género y espacios— del gobierno municipal, con la participación de 
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nuevos representantes, sean de espacios ajenos al ámbito urbano o de sectores sociales 
que hasta entonces estaban excluidos de las estructuras locales del Estado. 

Nuestro estudio sobre la composición de los gobiernos municipales en tres perío- 
dos distintos —1993 a 1994, 1995 a 1999 y 2000 a 2005— nos lleva a afirmar que no ha 
cambiado la forma de estructurar el gobierno municipal y no se percibe aún el efecto 
democratizador de la municipalización, sobre todo porque no se encuentra representa- 
ción de nuevos sectores y de espacios diferentes al área urbana. En los tres periodos, la 
composición interna de los gobiernos municipales se mantiene con las mismas caracte- 
rísticas. Por ejemplo, sigue predominando el sexo masculino en la posesión de los cargos 
y las posiciones más importantes siguen siendo ocupadas por los hombres. Incluso la 
presencia de las mujeres no pretende ser un cambio porque en ambos pueblos ellas han 
participado incluso como alcaldesas. Además, en los tres periodos, incluido el actual, los 
miembros del gobierno municipal provienen del área urbana. 

Por otro lado, la representación política presente en el concejo municipal sigue 
siendo un patrimonio de dos partidos, ADN y MNR, aunque en los tres periodos estu- 
vieron presentes en la competencia electoral, el MIR y la UCS. El dominio de ADN y el 
MNR en San Joaquín y San Ignacio ratifica el bipartidismo como una característica pre- 
dominante en la composición de los gobiernos municipales del Beni*. En efecto, en el 
Beni hay una tendencia a formar un sistema bipartidista real, es decir, en los munici- 
pios acceden al gobierno municipal sólo dos partidos, aunque participen y reciban 
votos tres O cuatro partidos. Este dominio bipartidista, no obstante, no da lugar a ha- 
blar de un electorado estable sino de un electorado cautivo, con lo que nos referimos 
al funcionamiento de mecanismos propios de la política local que definen el compor- 
tamiento electoral de los votantes y controlan su orientación, sobre todo en los secto- 
res pobres de las sociedades locales. La participación electoral de comunarios y vecinos 
se realiza como parte de las redes sociales tejidas en torno a ciertas familias con mayor 
economía dentro las sociedades locales, funcionan a través de intercambios asimétricos 
de valores y favores, por ejemplo, trabajo o asistencia económica a cambio de votación 
y apoyo político. 


* — Enlos 19 municipios, la composición de los gobiernos municipales (2000-2005) está dominado por 


miembros del MNR y la ADN, solamente en cuatro se incluye un tercer partido, el MIR. 14 municipios 


- 


son gobernados por militantes del MNR y 5 por los de ADN, 


88 


En San Joaquín, las elecciones de diciembre de 1999 trajeron como principal cam- 
bio en el sistema político local la presencia del MNR como cabeza del gobierno municipal 
para el periodo 2000-2005, desplazando a ADN después de doce años de gobierno conti- 
nuo. Tampoco este cambio puede ser visto como un indicador de democratización del 
gobierno municipal, sino como una alternancia de dos partidos, típica en el Beni. En San 
Ignacio, la ADN le ha ganado al MNR el gobierno municipal por segunda vez consecutiva 
desde la municipalización, aunque esta vez con pocos votos de los cantones, pues en San 
Ignacio el MNR siempre recibe mayor votación. 


3.4. Camba no vota por camba 

En el proceso electoral de 1999 fue una novedad la participación de las subcentrales San 
Joaquín y San Ignacio, en alianza con el MIR, en los comicios locales. Fue la primera vez 
que representantes de organizaciones indígenas conformaban una alianza electoral para 
acceder al gobierno municipal. No lograron romper el dominio bipartidista, pero aumen- 
taron la cantidad de votos para el MIR en relación a anteriores elecciones municipales. No 
obstante, no se puede prever una pronta ruptura del dominio ADN-MNR en el gobierno 
municipal ni tampoco es previsible la participación indígena, como candidatos, en las 
próximas elecciones municipales. 

Ahora bien, en las elecciones de 1999, la lista de candidatos del MNR y ADN, en 
ambos municipios, incluyó a “originarios indígenas”, pero ocuparon un cuarto o quinto 
lugar o figuraron como suplentes. La alianza MIR-subcentrales fue el único ejemplo de 
participación indígena, sin embargo, incluso los dirigentes locales de este partido recha- 
zaron la candidatura de un indígena como alcalde. 


La sociedad ignaciana sigue pensando que camba no vota por el camba y eso se ha demostrado en la 
negociación antes de las elecciones con los partidos, el mismo MIR no ha querido ceder la primer 
candidatura y yo tengo entendido que eso es una posición local, no una posición departamental o 
nacional, al parecer el MIR había ofrecido mucho más de lo que los agentes locales habrían permitido, 
no solo en el MIR sino en otros partidos la negociación ha sido dura y así fue como sucedió (entrevis- 
ta a un representante de CIPCA, San Ignacio, 12/11/99). 


De cualquier manera algunos partidos han comenzado a reclutar candidatos de 
origen indígena, en su calidad de ciudadanos, sin la mediación de sus organizaciones. 

También hemos podido constatar que en las listas electorales no aparecen re- 
presentantes de los cantones de San Lorenzo y San Francisco, tal vez porque ocupan 
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una posición secundaria y sean prescindibles para la política de San Ignacio o por- 
que estos cantones mantienen una relación más estrecha con la capital Trinidad an- 
tes que con el pueblo. 

La participación indígena en las elecciones ha tenido efecto en la correlación de 
fuerzas de los dos partidos dominantes en San Ignacio y San Joaquín. En el primer caso, 
ha logrado disminuir la diferencia de votación del candidato ganador de ADN respecto al 
del MNR con relación a la anterior eleccion, pero a su vez, redujo la votación del MNR e 
incluso su posibilidad de ganar las elecciones en el municipio. En San Joaquín, los adenistas 
opinan que la causa de su derrota fue el hecho de que los votos que antes les correspon- 
día, como parte de acuerdos preelectorales, pasaron a la alianza MIR-Subcentral. 

La municipalización postula la inserción y desarrollo de valores y formas de acción 
que provienen de la democracia en el sistema de actores del municipio. En ese sentido, 
hacemos énfasis respecto a la participación de organizaciones indígenas en el proceso 
político local, como tema para medir las hipótesis de la municipalización, lo que se justi- 
fica porque la “variable indígena” es uno de los componentes centrales en la trayectoria y 
composición de las sociedades locales que estudiamos. 

La participación de las organizaciones indígenas de San Joaquín y San Ignacio en las 
elecciones municipales fue, sin duda, uno de los hechos más relevantes del proceso político 
local en el lapso de la municipalización. Es de resaltar también la participación, por primera 
vez, de comunarios como candidatos a concejales en la alianza MIR-Subcentral. En el caso 
de San Ignacio, los candidatos que participaron correspondían a cuatro subcentrales del 
municipio: la subcentral de San Ignacio que articula a una parte de las comunidades ignacianas 
del espacio local; la subcentral del TIM; la subcentral de San Lorenzo, y la de San Francisco 
de Moxos. En San Joaquín, la subcentral presentó como candidatos a dirigentes de la orpa- 
nización y a comunarios seleccionados en reuniones internas. 

Esta participación inició una nueva forma de acción de los movimientos indígenas 
locales en los municipios del Beni que pasaron de la calidad de actores sociales a la de 
actores políticos. La respuesta de los actores locales a esta innovación fue en principio de 
rechazo porque, al parecer, subsiste una relación de subordinación afectiva en las relacio- 
nes entre los comunarios y las familias ricas de los pueblos ganaderos del Beni, que com- 
promete fidelidad por encima de cualquier decisión de las organizaciones indígenas. En 
San Joaquín los actores no reconocidos como aliados veían la participación indígena como 
un cambio positivo y un derecho que no se puede eludir. 
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Yo pienso que si se llega a integrar a las comunidades indígenas o campesinas dentro del concejo 
sería una gran cosa, porque así uno ya no va a estar buscando las necesidades que ellos tienen, las 
traerían cada uno de sus representantes, las discutirían y las pelearían a nivel del concejo (entrevista 
a un miembro del Concejo municipal 1995-1999, SJ/14/1/2000). 


En cambio, en San Ignacio, a excepción de organizaciones de la iglesia u ONGs, 
como CIPCA, los actores urbanos, políticos, cívicos e incluso vecinales han calificado la 
participación indígena como un fracaso. Se comprende que existan estas posiciones con- 
trarias en la medida en que la mayoría de los actores son afines y tienen intereses especí- 
ficos en los partidos del MNR y ADN. 

Respecto a los alcances y sentido de la participación indígena, sus causas y repercu- 
siones para la trayectoria de las sociedades locales, hemos encontrado varias diferencias 
entre San Joaquín y San Ignacio. 

La temática indígena es nueva en San Joaquín en el sentido que adquiere una 
dimensión política que responde a un proceso de politización y el resurgimiento de 
una identidad indígena específica. En efecto, entre 1995 y 1998 se comenzó a identifi- 
car de manera diferenciada a los pobladores indígenas de San Joaquín, tanto del área 
urbana como rural, con la denominación “joaquiniano-baure” (SAE, 1997). Otros infor- 
mes de oficinas estatales difundidos entre el año 1996 y el 1999 también se refieren a 
este grupo contándolo como uno más de los pueblos indígenas en el Beni; se refieren 
al “pueblo indígena joaquiniano” como aquella colectividad con 2.459 habitantes que 
ocupa el décimo lugar con respecto a la población de los otros pueblos indígenas del 
Beni (SAE 1997; VAIPO, 1998). 

Es importante resaltar que inicialmente se refería al joaquiniano-baure como aque- 
lla población indígena de San Joaquín que se formó con familias que migraron de la 
región de baure. Actualmente, se identifica a este pueblo como al grupo indígena vincu- 
lado a la ex misión de San Joaquín, y que está conformado por gente de origen haure, 
cayubaba, itonama y movima (Melgar y Molina, op. cit.). 

Otro pueblo indígena del municipio, pero no de la sociedad local, es el moré 
que conforma la comunidad de Monte Azul e inició su articulación al espacio local de 


2 Este reconocimiento se produce después de la irrupción de los movimientos indígenas, que reivindican 


sus derechos territoriales, y el cambio en las políticas estatales respecto a los pueblos indígenas, princi- 
palmente en el periodo 1990-1997 en que se emiten leyes que reconocen sus derechos. 
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San Joaquín a partir de la municipalización. Los moré ocupan un área de bosque que 
hace frontera con el Brasil, a través del río Iténez. Denominados también como iténez 
antes de su sedenterización en 1930, ocupaban el territorio que comprende el río lténez 
y el Mamoré cuya extensión abarcaba “desde enfrente de Exaltación hasta el punto de 
las Piedras, incluso los ángulos que forman las confluencias de los ríos Machupo, 
Itonamas y Blanco” (Leigue, 1953). La comunidad de Monte Azul fue fundada en 1937, 
anteriormente los more residían en el Núcleo indígena moré, un escuela estatal ubica- 
da a orillas del río Iténez. 

En San Joaquín, lo “indígena” ha sufrido cambios en la percepción de los actores 
locales. A lo largo del proceso de municipalización se han dado las siguientes etapas: 
entre 1993 y 1997, reconocimiento a las organizaciones indígenas en el sistema local de 
actores; entre 1994 y 1997, asignación de personería jurídica para las comunidades; entre 
1997 y 1999 reconocimiento de los territorios para el pueblo “joaquiniano y moré”; y 
finalmente en 1999 la participación en las elecciones del gobierno municipal. Ahora bien, 
respecto a los cambios de actitud, sobre todo de los actores urbanos, jugó un papel 
central la participación popular: 


La cobertura que nosotros le dimos fue amplia, ellos pidieron su personería jurídica y se la dimos, 
quisieron cambiar de personería jurídica y también lo aceptamos, pero hubo un rechazo de parte del 
municipio, entonces ellos querían que todas sean comunidades campesinas, pero cada comunidad 
tiene sus propias costumbres y eso no puede ser así, y si ellos querían ser pueblos indígenas o comu- 
nidades campesinas, la ley les da cobertura y nosotros les dimos (entrevista a un ex subprefecto de la 
provincia Mamoré, S)/14/1/2000). 


En San Ignacio, en cambio, la percepción de lo indígena como componente políti- 
co más allá de lo folklórico, todavía no tiene una recepción positiva entre los grupos de 
poder. De hecho, parece que no tienen la intención de insertar a las organizaciones y a 
los representantes de pueblos indígenas del espacio local en los ámbitos de poder. Inclu- 
so algunos actores urbanos —ADN, MNR v ganaderos— cuestionan el derecho legítimo a 
sus territorios. Es paradójico que las elites locales desconozcan al TIM como territorio, 
pero su organización reivindique su vinculación histórica y la predisposición política a 
articularse al municipio de San Ignacio. 


Yo creo que la característica de la sociedad mojeña es totalmente excluyente, los sectores dominantes 
son tradicionalmente los mismos y si aceptan cierta participación de otros sectores es con un sentido 
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totalmente político (...) No obstante que San Ignacio es una población indígena, yo creo que incluso 
es una de las pocas poblaciones donde la tremenda diferencia entre indígenas y blancos es incluso 
hiriente. Yo creo que hay un desprecio, salvo en algunas circunstancias folklóricas y religiosas. Cuan- 
do hay una fiesta, una tradición cultural que atrae turismo, que atrae gente, que trae prestigio a la 
comunidad de San Ignacio, entonces sí (entrevista a un sacerdote, ex dirigente del comité de vigilan- 
cia, San Ignacio, 7/1/00). 


Desde la perspectiva de los actores vinculados a los pueblos indígenas y las comu- 
nidades, la participación popular habría agregado nuevos factores de lucha para mejorar 
la situación de los indígenas. En San Joaquín, es evidente que este proceso abrió un 
escenario favorable para el resurgimiento de lo indígena que había estado subsumido en 
una identidad campesina, por ello las demandas de personería jurídica como comunidad 
indígena generó una oposición fuerte de los miembros del gobierno municipal, en una 
primera etapa. 


Las autoridades se han dado cuenta y ya con la participación popular han tratado de incentivar y 
reconocen que hay indígenas todavía. El cambio es algo difícil, la gente no cree ser parte de indígena 
sino de campesino porque falta concientización, que ellos reconozcan que tenemos parte de indíge- 
nas, porque mis padres hablaban dialecto baure, claro ellos nunca nos enseñaron porque era prohibido 
que un indígena hable en su propia lengua, por eso es que se han marginado. Mi comunidad San 
Pablo tiene personería jurídica, luchamos harto para que nos den porque ellos hacían la personería 
jurídica y nunca consultaban con la comunidad, decían no van a ser ustedes indígenas, son campesi- 
nos, las autoridades en sí siempre han querido deshacer a las comunidades indígenas (entrevista a un 
dirigente comunal de San Pablo, SJ/28/2000). 


En San Ignacio el proceso de politización de lo indígena tiene una trayectoria más 
larga, se inició en 1987 con la movilización generada en torno a la explotación forestal en 
el bosque de Chimanes. No obstante la trayectoria, el debate sobre lo indígena aún no ha 
terminado, todavía encuentra una fuerte oposición en ciertos actores locales urbanos, 
sobre todo respecto al reconocimiento de territorios indígenas. Lo ignaciano como iden- 
tidad forma parte de las luchas que vienen realizando las organizaciones y las comunida- 
des por tener un reconocimiento en la sociedad local. 


Yo veo que hay respeto a los pueblos indígenas, la gente blanca ya tiene un poco más de respeto, no 
como antes cuando sus derechos no estaban consagrados como hoy día, entonces yo veo que los 
están respetando a los indígenas, a las organizaciones indígenas, inclusive se nota que ya los están 
tomando en cuenta porque ya meten dentro de su lista de concejales a los indígenas (...) el movi- 
miento que hay ya se está viendo porque de todos modos si ellos ponen gente que no son indígenas, 
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automáticamente los pueblos indígenas se están dando cuenta que la gente rica trata de marginarlos, 
entonces ellos ven que es necesario tener la clase indígena dentro de toda esa organización, aunque 
no en su totalidad, pero ya se da ese caso (entrevista en la subcentral del TIM, San Ignacio, 12/1/00). 


Aunque existen diferencias notables entre San Joaquín y San Ignacio, en ambos 
casos lo indígena está conquistando una posición en el sistema de actores locales, favore- 
cido por el contexto de la municipalización. Hoy, lo indígena es un tema inevitable en las 
sociedades locales. 


Pienso que fuimos un poco mezquinos en el sentido de que se ha manejado políticamente (el 
tema). En el año 1996 todas las comunidades eran campesinas, pero se dio el fenómeno de lo 
indígena y todo el mundo nos presentaba su solicitud para ser comunidad indígena, y sin ninguna 
mezquindad nosotros accedimos. Ahora con el nuevo cambio de las leyes cualquier persona pue- 
de ser indígena, pero yo pienso que no es tan así, hay comunidades que son asentamientos, que se 
han ido allá y que se ha denominado mal, cuando esa gente son campesinos que se han ido a vivir 
allá, parece que los indígenas les habían prometido muchas cosas, pero yo les dije que si iban a 
gozar de algunos beneficios, (la) alcaldía no iba tener algún obstáculo para que les demos, si lo que 
queremos es el beneficio para todas las comunidades. En San Joaquín se les dio a todos a excep- 
ción de dos comunidades, a la comunidad moré primero solicitaron que sean indígenas y se les 
dio, después solicitaron que sea el gran concejo del pueblo moré (entrevista al alcalde de San 
Joaquín (1995-1999), 13/1/2000). 


Hoy la gente del pueblo, la gente carayana solamente reconoce a la población indígena, al pueblo 
indígena en el momento, por decir, de la fiesta, de la cultura, fiestas y danzas, vestimentas y las cos- 
tumbres que hay con relación a los cabildos, en ese momento es que llaman recién la atención a la 
gente que tiene el poder económico que maneja a todas las organizaciones, ahí se nota de la gente 
que le da valor, lo demuestran presenciando, cuando ellos están mirando las demostraciones, las 
danzas en las fiestas patronales, en las fiestas de navidad y de semana santa, porque quienes hacen la 
fiesta son los pueblos indígenas, el cabildo. Quieren ellos demostrar que el pueblo es cultural, quizás 
para ganar más entrada para el municipio, allí recién ellos muestran de que hay pueblos indígenas 
(entrevista a una dirigente de las mujeres indígenas, candidata a concejal en la alianza MIR-Subcentral, 
San Ignacio, 14/1/00). 


Finalmente, como señala Bazoberry (1998: 27) “resalta que justamente en una co- 
munidad mojeña se haya iniciado la movilización más importante de los pueblos indíge- 
nas del Beni, la marcha por el territorio y la dignidad, y que de ella haya salido Marcial 
Fabricano candidato a vicepresidente por el MBI”. Pero no existe una correspondencia 
entre el espacio social y político ganado por los pueblos indígenas del oriente a nivel 
nacional, con la participación política en la nueva estructura del poder municipal. 
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3.5. Los lazos familiares y la política 

Por lo que hemos mostrado hasta ahora, los gobiernos municipales de San Ignacio y San 
Joaquín siguen teniendo la misma estructura de hace diez años. Sus miembros son per- 
sonas vinculadas a la ganadería, son militantes de ADN o del MNR, son vecinos del área 
urbana, no “indígenas”, y son mayoritariamente hombres. Ni un solo indígena, comunario 
o representante de algún cantón ha sido integrado por los partidos en los gobiernos 
municipales, por tanto, contrariamente a lo esperado por la municipalización, los políti- 
cos y los grupos de poder siguen operando con la lógica de la exclusión. Sin embargo, 
esta posición tiene su argumento entre las élites políticas con la ecuación costo-benefi- 
cios políticos, concretamente electorales. 

La composición del gobierno municipal tanto en San Joaquín como en San Ignacio 
evidentemente es una expresión de las características propias de las sociedades locales, 
donde predominan las relaciones basadas en el parentesco y la amistad por la cercana y 
permanente relación entre los vecinos y de éstos con los comunarios. En efecto, una 
característica de las sociedades locales del Beni es la relación cercana entre familia, parti- 
dos y política. Por tanto, la permanente sobreposición entre lo público y lo privado, la 
transgresión de los límites y las fronteras entre uno y otro ámbito son limitaciones políti- 
cas en el espacio local. En la sociedades tradicionales siempre está presente el peligro de 
que ambos niveles funcionen como uno solo, en un solo lugar o al mismo tiempo, al 
menos mientras sigan vigentes un conjunto de valores que involucran a la familia y el 
parentesco como principal referente de orientación de la acción. 

En San Joaquín y San Ignacio no se puede pensar la política, en concreto el acceso 
al gobierno municipal, al margen de la influencia de ciertas familias con poder económi- 
co. La presencia de redes familiares en la política no es una casualidad, responde a una 
lógica pragmática, ineludible, tanto de los partidos como de las familias. Los políticos 
nacionales tienen la necesidad de contar con grupos familiares solventes para dar vigen- 
cia a los partidos en el espacio local y, sobre todo, opción real de ganar el gobierno local 
O agrandar su electorado nacional desde este ámbito. A su vez, las familias locales buscan 
ampliar su poder y capacidad económica a través de los partidos, en una relación de 
mutuo beneficio. 


Yo creo que hay un doble juego, o sea definitivamente están más allá de la familia, hay partidos que 
han sido fuertes en San Joaquín y se han mantenido tales porque han tenido familias tradicionales, 
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digamos que son parte de la clase dominante y que han gastado mucho tiempo y dinero en soste- 
ner el partido, lógicamente si esa familia desaparece el partido no desaparece, pero es casi seguro 
que entra a un segundo plano, de hecho lo vimos en San Joaquín, el MNR no tuvo una alianza 
fuerte con una familia y si bien el MNR no desapareció, era un partido bien achicado, sin poder, 
(...) entonces yo creo que como partido existe independiente de la familia, lo que hace la familia es 
potenciar de una manera radical la capacidad de poder que tiene esa persona (entrevista al alcalde 
de San Joaquín, 10/2/00). 


La economía la manejan familias de ambos partidos, son dueños de la plata y del pueblo, entonces esa 
es la diferencia, si no es el uno es el otro, seguro la pelea es entre ellos dos, la gente recién está 
queriendo despertar y piden un cambio entre ambos sectores, porque ambos sectores se han aplaza- 
do en el manejo de la alcaldía, entonces la política que ellos hacen no es en democracia sino más bien 
familiar, entonces la economía gira ahí y donde nosotros los partidos chicos no podemos competir, 
aquí no hay un capitalista del MIR o de UCS, (nuestra) gente es estudiante, obrero, de la clase media 
y San Ignacio no tiene ingreso de ninguna naturaleza, no hay nada, entonces qué pasa, no hay cómo 
fomentar el trabajo de donde uno pueda potenciarse y apoyar con lo poco que uno gana a su partido 
(entrevista a un dirigente MIR, San Ignacio, 5/1/00). 


La relación entre familia, partido y política no surge, sin embargo, con el proceso 
de municipalización, es parte de una práctica tradicional en la vida de los pueblos. Podría 
ser otro tema de investigación, por ejemplo, el origen familiar de los alcaldes en el trans- 
curso del tiempo, para verificar si su designación ha respondido a influencias familiares 
en el municipio. Por ejemplo, algunos miembros del actual gobierno municipal de San 
Ignacio son descendientes de los primeros alcaldes del pueblo. También cuando obser- 
vamos las fotos de la “galería de notables” del salón de la alcaldía, comprobamos que la 
mayoría de los alcaldes que tuvo San Ignacio provenían de dos familias y apellidos, desde 
principios de siglo. En San Joaquín, los miembros del gobierno municipal de las tres 
últimas gestiones mantienen entre sí una relación de parentesco, e incluso entre miem- 
bros de los principales partidos. 

Es claro que en ambos pueblos, determinados grupos familiares son baluartes tra- 
dicionales de ADN y MNR. Los partidos están ligados a ciertos apellidos de la sociedad 
urbana, lo que hace que la política sea una lucha entre familias con el propósito de conso- 
lidar un doble predominio: de una familia sobre otras y el de su partido sobre los demás. 


3.6. Eso no se toca 
No obstante la ausencia de cambios en la composición social y política del gobierno mu- 
nicipal, los actores urbanos, sobre todo los dirigentes políticos y cívicos, le están dando 
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mucho valor a la canalización de dinero a los municipios sin la mediación de la prefectura 
que, además, está dando lugar a tomar parte en el destino de la inversión. 

Para los actores urbanos de origen carayana, la participación popular se legiti- 
mó cuando los dirigentes y vecinos del pueblo descubrieron los efectos de la auto- 
nomía económica, es decir, la transferencia directa de fondos para la inversión en 
los municipios. 


La participación, aunque no fue dada bajo el gobierno al que pertenezco, es un reconocimiento que 
yo hago al gobierno opositor en este momento que es el MNR, pero es lo que el pueblo hubiese 
querido tener hace años atrás, pero surge esta ley donde nosotros los alcaldes podemos hacer obras 
en beneficio de la comunidad. Ha habido una etapa muy importante en el desarrollo de San Joaquín 
a consecuencia de la ley de la participación popular porque si no hubiera habido ley pienso que no 
hubiéramos tenido recursos (entrevista a un ex alcalde de San Joaquín, 13/1/00). 


Desde mi punto de vista, sí ha sido positivo porque los municipios mientras hagan más proyectos 
más dinero hay, antes no había esa facilidad, ahora si las alcaldías proyectan caminos, escuelas hay 
dinero, hay recursos y hay trabajo, y en eso está de acuerdo el comité cívico que se lleve así un trabajo 
eficaz, honesto, hay más ingreso de la participación popular para un pueblo (entrevista a un miembro 
del Comité cívico de San Ignacio, 14/1/00). 


En cambio, los dirigentes de las organizaciones indígenas y las comunidades, es 
decir, los de base rural, además del aspecto monetario, ponen énfasis en que la participa- 
ción popular está dando lugar a una reconfiguración de las relaciones entre el movimien- 
to indígena local y el gobierno municipal. En el proceso político de San Joaquín se verifica 
un reconocimiento de la Subcentral y del Consejo Moré como actores locales representa- 
tivos de las comunidades y pueblos indígenas, que si bien refleja un cambio en la cultura 
política de los actores locales no quiere decir, sin embargo, garantía de un comporta- 
miento diferente hacia ellos. 


Sí, correctamente, es una de las leyes que nos hace dar más respeto ante las autoridades y ahora todo 
político que viene nos habla aunque no cumpla, pero si día a día estamos más reconocidos por las 
autoridades, porque saben que estamos a nivel departamental y nacional (entrevista a un dirigente 
comunal, ex miembro del Cabildo de San Joaquín, 10/1/2000). 


Dirigentes indígenas de San Ignacio, al tiempo que resaltan los recursos, ponen 


alerta respecto a otras formas de centralismo, como la tendencia a invertir en el área 
circundante a San Ignacio: 
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Con la participación popular, se nota el cambio, porque uno de ellos es que todos los recursos de 
participación popular llegan y se centraliza pero lamentablemente eso llega a pocas manos y no se 
pone en práctica como dice la ley. Si bien San Ignacio ya tiene pero qué tienen nuestras comunida- 
des, qué tienen los otros pueblos como es San Lorenzo y San Francisco. Es increíble que allá no 
llegue la participación popular y si eso se pusiera en práctica fuera una maravilla, es decir teórica- 
mente la ley es muy buena pero en la práctica es negativa (entrevista en la subcentral de San 
Ignacio, 23/11/99). 


Desde los cantones de San Lorenzo, San Francisco y los “territorios indígenas” 
justamente se ha expresado un sentimiento de exclusión frente a la “clase política” de 
San Ignacio: 


Los del TIPNIS no hemos podido relacionarnos con San Ignacio, no hay esa comunicación ni el apoyo 
con recursos y obras, es dificil llegar hasta allá, la subalcaldía tampoco funciona, nosotros ya sabemos 
la salida, estamos movilizando para crear la segunda sección, tenemos y estamos buscando apoyo 
(Subalcalde del TIPNIS, 23/2/2000). 


Los pueblos como San Lorenzo y San Francisco están muy alejados de San Ignacio, y esto se siente 
más porque no hay una relación cercana entre autoridades y la gente de estos pueblos, porque se 
siente que no hay una atención de obras (Dirigente vecinal, San Lorenzo /10/11/99). 


Empero, las prácticas del centralismo no son argumentos de cuestionamiento a la 
municipalización, sino más bien se busca reorientar la gestión municipal y cambios en el 
comportamiento de los políticos locales. 


3.7. Me das y te doy 

Se ha dicho que la descentralización no implica automáticamente una reducción del po- 
der de las elites locales (Groisman, 1994), sino que incluso, por las características mismas 
de la sociedad local —la cercanía de relaciones personales, información directa sobre el 
comportamiento político, etc.— hay posibilidad de mayor control y manipulación de los 
políticos sobre los grupos locales o sobre las personas. 


Ojalá que con este cambio de alcalde se trabaje parejo y no vaya a ser como la anterior gestión que 
solo atendía a las comunidades donde estaba su gente. Pero como tenemos una ley, ahora por ley 
tienen que darnos esos recursos y con ellos creo que vamos a tener más acercamiento y coordina- 
ción permanente, el alcalde es de toda la gente no tan solo de un sector (Dirigente Comunal de 
Ascencia, S]/15/2/00). 
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En San Ignacio, testimonios de actores comunales revelan que hay una tendencia 
desde la alcaldía a clasificar entre “los buenos y los malos”, cuando se inicia una nueva 
gestión. Así por ejemplo, se bloquean los proyectos de las comunidades que no han 
votado por el alcalde ganador. Las demandas de estos comunarios están sujetas al riesgo 
de ser excluidas de la inversión, por lo que asumen una lógica pragmática de votar a 
ganador y dejar de lado la preferencia política, con el propósito de garantizar futuros 
proyectos de sus comunidades o evitar bloqueos que duren toda la gestión de gobierno. 

Ya comentamos que entre los comunarios y las familias ganaderas hay relaciones 
de dependencia y cierta sumisión, por lo que estas familias pueden controlar la partici- 
pación electoral de los comunarios y en función a ello reordenar, ratificar o romper la 
relación cliente-patrón porque en general entre ganaderos y comunarios e incluso ve- 
cinos, de origen indígena principalmente, se tejen relaciones de trabajo O préstamos 
de dinero, alojamiento, asistencia de salud, que favorecen el control de unos y la fide- 
lidad de los otros . 


En nuestro pueblo ya se comercializó la política, también eso tenemos que tener en cuenta que 
inclusive para emitir su voto, lo primero que dicen es cuánto me ofrece, ese es el valor de mi voto, y 
como también se dice todos tenemos un precio, entonces se ha politizado tanto que antes no existía, 
había más libertad, ahora yo les pongo diez carretadas de leña a su tejería, al otro día yo ya estoy 
forzándolo que vote por mí, si yo le digo le presto mil dólares a esa persona al otro día ya lo estoy 
controlando porque su obligación es votar por mí, ha adquirido mayor compromiso y eso es la de- 
pendencia, ya que en realidad ha venido acá a dañar a la gente, ojala que en el futuro cambie pero 
mientras más se acentúa la pobreza va ser más difícil tener que vender y comprar (Miembros del Club 
Social, ex dirigentes del comité cívico de San Ignacio, 7/1/00). 


Es ilustrativo lo que propone Adler (op. cit.: 334) respecto a la cultura política para 
acercarnos a lo que sucede en sociedades como las del Beni. Desde su visión, la cultura 
política vendría a ser la gramática de las relaciones de dominación/subordinación/coope- 
ración; es decir, la gramática del control social: del poder y su forma de expresarse, por lo 
que sugiere conveniente definir la cultura política sobre la base de la estructura de las 
redes sociales que tienen relación con el poder, y la del sistema simbólico que la legitima. 


3.8. Adiós a la provincia 
Sea tan sólo por ganar votos, lo evidente es que la municipalización ha llevado a las elites 
políticas urbanas a tomar en cuenta a las comunidades, aunque no tenían obligación legal 
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y necesidad política de hacerlo. Pero tampoco se está verificando una de las hipótesis cen- 
trales que es el desarrollo de una identidad con respecto al espacio municipal. Por ahora, el 
municipio es definido por los actores locales como gobierno local, como autoridad que 
debe responder por lo urbano y lo rural. Aunque la percepción del municipio como espacio 
es casi inexistente, también es notable que la provincia o lo provincial, como referente de 
acción o de pertenencia, está siendo desplazada en la logica de los actores locales. 

Asimismo, con el municipio se relaciona la figura del alcalde que está adquiriendo 
una importancia central en la proyección del desarrollo del pueblo y las comunidades. En 
San Joaquín en este sentido se percibe la construcción de una definición similar entre 
actores de diversa posición económica y origen espacial, aquí se destaca la relación entre 
autoridad y espacio urbano - rural como dos componentes del municipio. 


Sí, efectivamente hay una integración entre los pueblos y la gente del campo, antes tal vez no era muy 
marcada, no había mucho porque las alcaldías solamente se dedicaban al pueblo, a la parte urbana, 
no tenían ninguna relación, con el campo, no tenían ninguna obligación, en cambio ahora la ley dice 
que un municipio está formado por lo urbano y lo rural, entonces están en la obligación de atender 
tanto a las comunidades como a la parte urbana (entrevista a un dirigente ganadero, S]/23/1/00). 


Por su parte, en San Ignacio todavía se maneja el término provincia, pero con un 
sentido ligado al municipio, como espacio de la autoridad del alcalde, lo que se explica 
porque en la provincia Moxos se da una situación particular: el municipio abarca el mis- 
mo espacio asignado a la provincia. 


Municipio es un gobierno que debe velar por el bien del pueblo, porque yo veo que cada vez se hacen 
elecciones para cambiar el gobierno, entonces eso es lo que se ve, como ciudadano dar su voto a 
quien le va apoyar, entonces todos tenemos el derecho de elegir un gobierno quien vele por nuestra 
provincia y él tiene que responder por nosotros, tenemos derecho así como lo hemos puesto, tam- 
bién tenemos derecho de sacarlo, si no sirve el gobierno municipal (entrevista a un dirigente vecinal, 
San Ignacio, 14/1/00). 


Entre los actores locales de San Ignacio hay una tendencia a referir al municipio y a 
reducir la referencia a lo provincial, son más ignacianos que mojeños; pero en cantones 
como San Lorenzo o San Francisco se toma a la provincia Moxos como principal punto de 
referencia, se sienten más mojeños o provincianos que ignacianos o municipales, en cuanto 
a expresión de identidad. 
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3.9. La subvención de la planificación 
Un trabajo pionero que se relaciona con la hipótesis de la integración política y espacial ha 
sido la formulación del plan de desarrollo de los municipios (PDM), promovido a través de 
la prefectura del Beni, en San Ignacio y San Joaquín, entre marzo de 1997 y septiembre de 
1998. Fue la primera vez que los actores locales —urbanos y rurales — se encontraron y 
discutieron, durante ocho meses, aspectos referidos al desarrollo y a la socialización de 
valores y principios referidos al papel de los actores locales en el control y la planificación 
del gobierno municipal. Pero esta experiencia no se ha repetido. De todas maneras, la expe- 
riencia de la planificación participativa de San Joaquín y San Ignacio presenta diferencias sus- 
tanciales en las percepciones de los actores locales respecto al proceso de municipalización. 
En San Joaquín el PDM es un recurso favorable al desarrollo del municipio que 
debe tomarse como referencia de inversión/acción, aunque también se identifica a la 
política partidaria como la principal barrera que incide en su aplicación y dificulta consi- 
derarla como una “política municipal”. 


Las autoridades aceptan, cuando se elabora un plan anual operativo, el control social, pero son los 
intereses políticos los que hacen variar las cosas por un sector mismo de un partido político que hay 
en las comunidades, y como la ley faculta a que el plan anual operativo sea reformulado, y ahí es difícil 
de controlar porque al cambiar un camino por una antena parabólica es algo sin sentido donde no 
podemos hacer nada, como la ley faculta así lo hacen (...) esperamos que este año se cumpla a más 
cabalidad esta planificación, porque ahí tenemos un PDM y hay que enmarcarse en él porque ahí 
están identificadas las prioridades y hay que ir haciendo lo que está planificado (dirigente del Comité 
de Vigilancia, S]/27/10/99). 


Pero, en San Ignacio la experiencia del PDM no ha tenido el mismo destino. Los 
actores locales, en algunos casos, no lo reconocen como legítimo y favorable a los intere- 
ses del municipio, sino como una iniciativa externa y sin beneficio. 


En un informe de gestión, un representante del gobierno municipal se refirió al PDM, por la televi- 
sión como algo que no era propio de los ignacianos, porque no fue hecho por ellos, entonces no 
podía ser tomado en cuenta (entrevista a un representante de CIPCA, San Ignacio, 11/12/99). 


La sitiación de los PDM, su escaso uso como eje de planificación, por lo demás, 
muestra las dificultades para insertar una lógica de planificación participativa como parte 
de un proceso político local, cuando no se toma en cuenta la cultura política de los acto- 
res que manejan los espacios del poder local. 
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3.10. La política es un motivo más 

Respecto a nuestra hipótesis sobre la articulación comunal en los procesos políticos 
locales, ésta ha tenido más posibilidades de desarrollarse desde la sociedad civil y no 
desde el gobierno municipal. Aquí se destaca el trabajo de las organizaciones indíge- 
nas, la iglesia local y algunas ONGs, aunque con más protagonismo en San Ignacio que 
en San Joaquín. 


...Quizás algún trabajo que habría que reconocer es que, si bien desde el gobierno municipal no ha 
habido voluntad de implementar la ley de participación popular, sí ha habido a través de instituciones 
no gubernamentales, la parroquia, la posta y últimamente CIPCA, También CIDDEBENI estuvo por 
aquí, entonces yo creo que el trabajo de las instituciones ha ayudado a promover la participación de 
las comunidades, de que se las tome en cuenta... (entrevista a un ex dirigente del Comité de vigilan- 
cia, San Ignacio, 7/1/00). 


Con la municipalización, los dirigentes de las comunidades comenzaron a salir ha- 
cia los centros urbanos, por voluntad propia o por el llamado de alguna autoridad, para 
hacer gestiones, participar en reuniones, tratar temas o situaciones específicas, lo que 
supuso introducirse en una nueva lógica de relaciones con los políticos. A su vez, éstos se 
volcaron hacia las comunidades en busca de votos. Así, los comunarios se tornan impor- 
tantes para los políticos, pero, al mismo tiempo, se abren las puertas de una relación 
clientelar. En tanto, la participación popular no ha propiciado que las comunidades se 
inserten en el sistema político local, porque aún no existe presencia de la gente del cam- 
po en el gobierno municipal. 


Sí ha habido un cambio, pero no en gran cosa, porque por ejemplo, yo como autoridad siempre he 
tenido la oportunidad de dialogar con personas de afuera, con profesionales que nos visitan; años 
atrás la gente indígena no era tomada en cuenta por la gente que estaba en el poder ni por la gente 
profesional. La gente indígena tenía que ir a buscar a esa gente que manejaba el poder, los ricos, los 
profesionales cuando requería de algún trámite para beneficio de la comunidad. Sin embargo, hoy en 
día esa gente que antes no nos tomaba en cuenta, ahora viene a nuestras comunidades y nos hace 
participar en reuniones y dialogamos con gente profesional que manejan leyes (entrevista al Corregi- 
dor de Santa Rita, San Ignacio, 12/12/99). 


Lamentablemente no hay un registro local de los eventos realizados en San Joaquín y San Ignacio ni de 
los temas tratados y los participantes y organizadores desde la instauración de la participación popular 
Sin embargo, consideramos que la formulación del PDM ha sido uno de los más importantes porque 
supuso la realización de diversos talleres y temas durante diez meses. 
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Queremos destacar que la municipalización introdujo nuevos factores de vínculo 
de las comunidades hacia el centro urbano, aunque esta afirmación solamente vale para 
aquellas comunidades que forman parte del sistema de relaciones de la sociedad local, 
no necesariamente abarca a los municipios. 

La mayor parte de las comunidades articuladas a los espacios locales de San Igna- 
cio y San Joaquín fueron fundadas por familias provenientes de los pueblos, por lo que la 
relación entre las comunidades y el ámbito urbano no ha variado. Más bien la municipa- 
lización ha reforzado esa relación y es otro factor de integración, pero sólo en la lógica 
del espacio local, que es el espacio preferente de acción de los actores locales. 


Antes de la participación popular los comunarios se dirigían a San Joaquín por motivos de salud, 
para comprar alimentos y utensilios, para vender la producción agrícola, para visitar a familiares 
residentes allí o para participar en las fiestas y celebraciones religiosas. Después de la participación 
popular a estos motivos se suman otros como acudir al ámbito urbano para asistir a los talleres de 
capacitación y reuniones de la alcaldía y la subcentral, para gestionar la refacción de las escuelas, 
nombramiento de profesores, solicitar obras para la comunidades, etc. (entrevistas a dirigentes 
comunales, S]/14/1/2000). 


Los actores urbanos de San Joaquín coinciden en que la municipalización 
está ampliando las relaciones campo-ciudad, y en esa medida está integrando a los 
actores del espacio local. Ahora bien, los factores identificados por los actores 
difieren de acuerdo al ámbito territorial. Los actores urbanos otorgan mucha importancia 
a los recursos y las obras, en tanto que los actores rurales valoran la posibilidad de 
producir demandas y nuevas formas de relación con el gobierno municipal. Para los 
comunarios, la municipalización puede modelar nuevas formas de relación con los 
alcaldes, sobre todo en temas referidos al desarrollo de las comunidades y la inversión 
de los recursos. 


Ayudó a que haya más integración pues los recursos de la participación popular llegan a las comuni- 
dades aunque sea en obras, en una zona que es netamente indígena, el alcalde y el corregidor coordinan, 
y la alcaldía tiene que darle lo que piden y eso ha ayudado bastante a la relación entre la alcaldía y las 
comunidades. Por ejemplo el pueblo moré nunca venía hasta San Joaquín y sin embargo con esto de 
la participación popular venían hasta aquí a pedir que les lleven lo que necesitan (entrevista al presi- 
dente del Comité de Vigilancia 1999-2000, SJ/23/1/00). 
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San Ignacio, por su parte, presenta otras características. De hecho, los cantones, 
San Lorenzo y TIPNIS principalmente, ponen en duda las posibilidades de articulación 
espacial en una nueva forma de la sociedad local, es decir que se extienda a todo el 
municipio. Incluso entre los actores urbanos del espacio local encontramos la duda de 
que en realidad se esté generando una relación democrática, entre iguales, entre las co- 
munidades y el pueblo. 

Desde la perspectiva de los actores rurales, en cambio, se valora a la participa- 
ción popular como un instrumento que favorece la relación e inserción de las comuni- 
dades con los procesos políticos locales y que abre la posibilidad de luchar por el 
gobierno municipal. También se identifica como un logro la posibilidad del control 
social por parte de las comunidades indígenas en los procesos de planificación y uso 
de recursos del municipio. 

Para los dirigentes comunales es evidente que la municipalización requiere de nue- 
vas habilidades y conocimientos, por lo mismo implica un cambio en el perfil de las auto- 
ridades comunales. 


Se nota que hay más movimiento, con los talleres, reuniones de la organización con CIPCA, con la 
subcentral, eso mismo está haciendo que los comunarios se preocupen por capacitarse, ser corregi- 
dor ya no es como antes, ya no se trata de estar en las comunidades, hay que conocer (entrevista al 
Corregidor de Bermeo, San Ignacio, 15/12/99). 


En suma, podemos afirmar que urbanos y rurales, comunarios y vecinos, indígenas 
y carayanas, políticos y dirigentes sociales, otorgan su propia visión de la municipaliza- 
ción, pero con un criterio positivo respecto al proceso. 


3.11. La articulación de nuevos actores y espacios 

Un exitoso ejemplo de la articulación como producto de la municipalización es el caso 
del pueblo indígena moré y su organización en el sistema de actores y el proceso político 
local de San Joaquín. En 1998, por primera vez desde la fundación de San Joaquín, una 
comisión oficial de la comunidad moré llegó a San Joaquín a participar en la elaboración 
del PDM y desde entonces ha mantenido la relación con el gobierno municipal. Esta 
articulación tiene importancia por lo que significa la historia de los moré, un pueblo 
indígena que desde la época de las misiones enfrentó persecución sin tregua y guerra 
con navegantes del río Iténez, con comerciantes y explotadores de goma y aventureros 
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portugueses”, Este ejmplo nos lleva a prever una pronta ampliación del espacio local 
hacia el municipal, en la medida en que la comunidad moré —y así otras— se acerquen 
voluntariamente al proceso político local y además encuentren aceptación desde el siste- 
ma local de actores. 


Yo conozco poco de los moré, porque recién me interiorizado de esta comunidad, pero son bastante 
antiguos nada más que los tuvieron aislados, a ellos los tenían como separados, ellos son de otra raza 
desde luego, en cambio ahora la gente ya se ha dado cuenta, y ellos mismos se han dado cuenta. Y si 
uno los analiza son personas tan igual que nosotros, ellos tienen los mismos derechos (Presidente del 
Concejo Municipal, 1995-1999, SJ/15/1/00). 


En cambio, en San Ignacio es recurrente el pesimismo respecto a la articulación de 
nuevos espacios y sectores del municipio en la lógica del espacio local. Además de las 
trabas políticas existen limitaciones estructurales que tienen que ver con los diferentes 
procesos de ocupación espacial y los orígenes de los pobladores de los espacios que hoy 
corresponden al municipio de San Ignacio de Moxos. 


La participación popular en términos reales, en términos democráticos no funciona y nunca funcio- 
nó, yo no sé de una sola reunión que haya tenido con el comité de vigilancia o hayan tenido las 
comunidades ni para planificar ni para hacer el PDM, ni para evaluar el PDM, y yo creo que hemos 
contribuido todas las instituciones porque, como tienen una geografía particularmente difícil San 
Ignacio y el Beni, hacer este tipo de encuentros resulta pues muy caro, además que se dificulta por el 
tiempo, el costo y todos hemos inventado mecanismos de relacionarse con los dirigentes, con algu- 
nas cúpulas y hacer pasar por esto todo lo que es la participación (Representante CIPCA, San Ignacio, 
11/12/99). 


Una dimensión de la municipalización respecto a la integración política son las 
elecciones en tanto evento periódico de integración de los individuos en la formación 
del gobierno municipal. Se dice que “a través de la participación en las elecciones la 
población es incorporada al proceso de decisión política” (Gabriel, 1997: 49), lo que a 
su vez tiene implicaciones en el desarrollo de un sentido de pertenencia a la comunidad. 
En este contexto ubicamos como un efecto de integración política la participación de 


- 


El lténez Salvaje de Luis Leigue es un interesante relato de la vida de este pueblo, de cómo Leigue 
Hurtado, un profesor que fundó una escuela en el territorio de este pueblo indígena, logró concentrar- 
los en una comunidad. 
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candidatos de los movimientos indígenas locales en las elecciones municipales de 
diciembre de 1999. 

En San Joaquín la irrupción de las organizaciones indígenas en la política fue un 
hecho incuestionable en el contexto de la municipalización: 


Para eilos ha sido un asombro de que una organización indígena participe en las elecciones municipa- 
les. No puede ser, dijeron ellos, de que los indígenas tengan que participar en las elecciones municipales, 
¿por qué motivo quieren ellos participar?, entonces nosotros los carayanas qué vamos hacer si de aquí 
tres o cuatro años ellos pueden ser gobierno. ¿Qué va a ser de nosotros si los pueblos indígenas están 
interesados en el gobierno? No necesitamos de ellos en el gobierno... (entrevista a una dirigente de la 
Subcentral de mujeres indígenas, candidata a Concejal, S]/28/10/99). 


Los actores locales urbanos de San Ignacio de Moxos manifestaron una percepción 
negativa sobre la participación de los indígenas: 


Si usted lo mira desde el punto de vista político es un fracaso la participación indígena como candida- 
to en estos momentos a la alcaldía. Aquí el MIR alió a la Subcentral y usted ve el fracaso, o sea que no 
hay un consenso hasta dentro del mismo indígena para que sus compañeros campesinos vayan a la 
dirigencia, porque ellos ven que no saben manejarse todavía. Así que para nosotros acá, al menos en 
San Ignacio de Moxos fue un fracaso que no saquen ni un concejal con semejante cantidad de indíge- 
nas (Comité cívico, San Ignacio, 14/1/00). 


Nosotros destacamos que la participación de los indígenas en la competencia elec- 
toral de San Ignacio y San Joaquín ha sido una iniciativa surgida de las propias organiza- 
ciones y no de los políticos; ha puesto en evidencia la pervivencia de una visión patrimonial 
del gobierno municipal, en el sentido de que se concibe todavía como un privilegio de 
ciertos sectores sociales del ámbito urbano. Por último, ha mostrado que los políticos 
locales aún tienen confianza en la fidelidad del electorado rural e indígena como un patri- 
monio, por tanto no es necesario alianzas con ellos. En ambas sociedades, al evaluar 
la candidatura de los indígenas después de las elecciones, los grupos urbanos de 
poder ratificaron un viejo adagio de la política local de que “camba (indígena) no vota 
por camba”. 
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4. ¿La fiesta los une, la política los separa? 


4.1. La política por encima del pueblo 

En el enfoque de la sociedad local, los valores son fundamentales porque integran a los 
miembros de la sociedad y los vincula afectivamente a un espacio territorial, a ser parte 
de una comunidad (Arocena, op. cit.). Los valores son referencias para la evaluación del 
comportamiento de los miembros y de la forma de ser de la sociedad local, actúan ade- 
más como referencias de los cambios que se están operando en este ámbito. Aclaramos, 
no obstante, que hablar de valores locales es una propuesta que puede conducirnos a 
suponer una conformación homogénea de la sociedad, sin diferencias en su interior, sin 
embargo es posible sostener que existen algunos valores locales, a los que se adscriben o 
reconocen todos los miembros. De cualquier manera, es posible diferenciar las percepcio- 
nes en la sociedad local, tomando en cuenta el contexto espacial, urbano o rural. Por otro 
lado, esta mirada a los valores locales nos interesa con relación al proceso de municipaliza- 
ción que es además, el punto de referencia para evaluar los cambios de valores o el impacto. 

Los actores locales, sobre todo urbanos, continuamente se refieren a “los valores 
de antes”, identificando como valores locales la amistad entre vecinos, la solidaridad con 
los vecinos, el respeto a las tradiciones, la buena vecindad, la fiesta del pueblo como 
momento de unidad, fidelidad a los lazos sociales y familiares, el pueblo como principio 
general de unidad, la vocación de servicio a la comunidad. Y se refieren a éstos como 
parte de un tiempo pasado, hoy supeditados a la lógica de la política, que aunque siguen 
siendo reconocidos en el ámbito de la sociedad urbana ya no son los valores efectivos 
que organizan las relaciones entre los vecinos, pues la intervención de la afinidad política 
es el factor de adscripción a las redes sociales. Las relaciones sociales se miden y certifi- 
can con parámetros políticos, lo que significa que a la hora de una relación social no hay 
posibilidad de imaginar un bando neutral. 

En San Joaquín pareciera que la solidaridad ha sido desplazada por formas de rela- 
ción que funcionan según la adhesión política y la vinculación personal a las redes fami- 
liares. Y no es que haya desparecido, sino que funciona en círculos más pequeños 
condicionada por los compromisos políticos. 


En los días electorales, los mecanismos de control a los vecinos se ha mostrado en bloqueos de 
servicios, como el caso de cerrar los servicios de salud a vecinos, a personas consideradas como 
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opositores. La política no toma en cuenta la solidaridad, ésta ya no se puede practicar como antes al 
margen de comprometerse con alguien (Dirigenta del comité cívico femenino, SJ/15/1/2000). 


Una situación similar se presenta en San Ignacio, donde las redes sociales ligadas a 
familias adheridas a los partidos políticos MNR y ADN han polarizado mucho más el am- 
biente social, al mismo tiempo que cada una se ha cohesionado más internamente y en 
torno a ellas han aglutinado diversidad de familias diferenciadas por su posición econó- 
mica, su origen étnico y su lugar de residencia. 


Ya hace varios años que la política ha sido un motivo de disociar, lo que antes no había. Si bien había 
enfrentamientos entre dos partidos tradicionales como son el MNR y la ADN, había disputas, pero 
después que pasaban las elecciones había una convivencia de civismo entre todos, nos juntábamos... 
pero no había esa política sucia que ya estamos viendo en dos, tres o cuatro elecciones acá... ahora es 
marcado donde hay un cumpleaños de un emenerista no asiste un adenista... (Miembros del Club 
Social, ex dirigentes del comité cívico de San Ignacio, 7/1/00). 


La noción de pueblo hace referencia a una comunidad local, cuyas características 
principales son un sentimiento de pertenencia colectiva, intercambio permanente de 
amistad, conocimiento de las trayectorias familiares y una información primaria y di- 
recta de sus miembros. Esta caracterización, que además coincide con la definición de 
pueblo que tienen en la sociedad local, se está rompiendo con la política, en la percep- 
ción de los actores locales. Antes, la noción de “pueblo” o la unidad del pueblo subor- 
dinaba a lo “político partidario”, a las divisiones internas en la sociedad. Y esto está 
ocurriendo tanto en San Joaquín como en San Ignacio, donde el pueblo como referen- 
te de unidad tiende a ser subordinado a la lógica que funciona según los objetivos de 
un partido o de un político, 


Antes se vivía todavía mejor porque el pueblo era unido, era sano, no había esa discordia. Lo que ha 
venido separando a la familia joaquiniana ha sido la política... Antes de la fiebre hemorrágica todos 
eran buenos vecinos, unidos, no había divergencia, testigos de todo ello son los religiosos... Por eso el 
monseñor Anazagasti la bautizó como perla del Beni, seguramente porque vio la forma de vida... con 
la política y la fiebre hemorrágica, ellos fueron migrando a Guayaramerín (entrevista a un historiador, 
ex alcalde de San Joaquin, 13/2/2000). 


En San Ignacio también encontramos lecturas similares sobre el papel disociador 
de la política y la forma de gobernar; sin embargo, los líderes políticos o grupos de poder 
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no comparten esta visión. Allá las acciones de los líderes están siempre subordinadas a 
objetivos partidiarios y familiares: 


Yo considero que todos los ignacianos somos querendones de nuestro pueblo, tenemos una misión 
que nos hemos impuesto que es de pelear, luchar por el progreso y desarrollo del pueblo, de nuestra 
provincia y todo eso lo llevamos dentro de la cabeza, dentro de la sangre, pero lamentablemente 
algunas personas pelean por ese progreso, pero jalados a sus intereses económicos y partidarios, 
entonces aquí yo creo que se pelea pero no en forma conjunta. Cada uno pelea a su modo, a su 
criterio, pelea a sus intereses pero no hay esa unión que debería haber (entrevista al director de la 
Radio San Ignacio, 8/1/00). 


La política estaría cumpliendo una función de articulación, pero en redes sociales 
más restringidas donde la afinidad política es uno de los prinicipales requisitos de perte- 
nencia, de pruebas de solidaridad y de posibles benefecios del poder. 


4.2. La fiesta como valor 

Es general al ámbito rural y urbano de San Joaquín y San Ignacio reconocer a las tradicio- 
nes folklóricas y las fiestas religiosas como valores de integración e identidad local, por 
ello son instituciones muy defendidas, junto a otras nuevas insertadas con la municipali- 
zación. Las fiestas son momentos de integración y de reproducción de sentimientos com- 
partidos y expresión de un origen común, antes como ahora. 

En San Joaquín el santo patrono está ligado a la fundación del pueblo y es un factor 
importante de unión de la sociedad local, pero es más la adhesión y el reconocimiento al 
santo como protector del pueblo. Igual en San Ignacio, la fiesta del santo patrono es 
factor de reencuentro con los orígenes familiares, con la historia del pueblo, es momento 
de integración con el pueblo, pero no necesariamente una forma de recomponer los 
lazos con la sociedad local por encima de otros objetivos e intereses. Tampoco quiere 
decir que se olviden las luchas políticas o las diferencias respecto al origen social de los 
habitantes, al contrario podemos decir que se reactualizan y se hacen más visibles. 

La fiesta del pueblo cumple un papel importante en la integración simbólica de las 
sociedades locales, pero no solo llama a participar a la gente del pueblo y de las comuni- 
dades, define además la forma de pertenencia al espacio local, estar en la fiesta es por 
tanto marcar unos límites espaciales con respecto a otros actores y espacios, es un mo- 
mento en que indígenas y no indígenas tienen dos roles diferentes: unos hacen la fiesta y 
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otros la miran, pero ambos mantienen su adhesión, desde sus propios espacios y roles, a 
unos valores históricos y folklóricos que les son comunes. 


4.3. Dame tu voto, luego me voy 

Hoy en día, en las comunidades, no obstante las posiciones político-partidarias, la unidad 
comunal como valor o la autonomía en la selección de líderes todavía no se ha perdido. 
Es evidente que hay divisiones y posiciones políticas más visibles que antes, pero que aún 
no inciden en sus procesos políticos internos. Es cierto también que los partidos y las 
elecciones han llegado a las comunidades y sectores más remotos, pero esta presencia es 
todavía efímera, como lo es el acto de depositar el voto, porque después no continúa la 
relación . “Los políticos vienen antes y después de las elecciones, después se pierden, no 
nos colaboran más para realizar algunos pedidos”. 

Los comunarios de San Joaquín eligen autónomamente a sus dirigentes y hacen 
funcionar sus organizaciones, pero también está adquiriendo importancia el reconoci- 
miento estatal que se da a través del “memorándum” que otorga el subprefecto. En San 
Ignacio, para los corregidores y dirigentes de las subcentrales —del TIM y de San Igna- 
cio— la autonomía en la selección de autoridades comunales sigue vigente, sin embargo 
no está ausente el peligro de que sea vulnerada por las autoridades políticas del munici- 
pio y de la provincia. 


En el pueblo es diferente a las comunidades, porque aquí automáticamente es política, en las 
comunidades del TIM sigue siendo lo mismo, en las comunidades el pueblo pone, el pueblo saca, 
entonces sus costumbres sigue igual, y sea que le den el memorandum la suprefectura, igual se 
hace respetar a la autoridad elegida por la comunidad (Dirigente comunal Pueblo Nuevo, San 
Ignacio, 8/1/00). 


4.4. La democracia deseada 

Nos ha interesado conocer las expectativas sobre los valores deseables para el ejercicio 
de la política en relación a elementos y dimensiones propios del proceso de municipali- 
zación. Al respecto, las expectativas se orientan a contar con valores como la honradez, la 
capacidad, la capacitación y el dialogo, la predisposición a la fiscalización como orientadores 
del comportamiento político, de gobernantes, dirigentes y ciudadanos. Esto se comple- 
menta además con una demanda generalizada de educación cívica para la práctica de la 
democracia. 
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Honestidad, capacidad y diálogo son los valores deseables más comunes entre los 
actores locales de San Joaquín. En San Ignacio se percibe, sin embargo, que la 
municiplización se ha justificado a partir de sus aspectos formales —número de proyec- 
tos, cantidad de inversión, etc.— dejando de lado la importancia que tienen los procedi- 
mientos y los pasos para ponerlos en funcionamiento. En este sentido, se percibe que los 
contenidos de la municipalización no se toman en cuenta a la hora de la evaluación, y 
tampoco los actores locales se preocupan por profundizar en su conocimiento. 


Yo creo que hay dos problemas. El problema básico de capacitación, la participación popular se ha 
vuelto un tema de sentido común y nadie se encarga de darle un sentido jurídico, de leer la ley y tratar 
de interpretarla, tratar de llevarla a cabo. Entonces como esto es así cada uno entiende lo que puede 
y cada uno hace lo que puede, estoy hablando de las autoridades y del pueblo en general y lamenta- 
blemente muchos de ellos piensan que manteniendo algunas figuras como la presidenta del comité 
de vigilancia, el presidente, un director distrital de salud o una directora distrital de educación y 
mantener una pantalla es participación popular, y de hecho, han demostrado que así funciona, o sea 
yo creo que en Moxos se ha demostrado cómo la participación popular puede funcionar a través de 
las estructuras meramente formales, y cómo pueden mostrar la imagen al resto del departamento, al 
resto del país de que pues la cosa marcha (Representante CIPCA, San Ignacio, 11/12/99). 


Las demandas de los actores locales ponen énfasis en valores y actitudes básicas 
para la legitimación de la democracia y el desarrollo de la cultura política, como condicio- 
nes para hacer viable la municipalización. Respecto a los problemas y limitaciones para el 
desarrollo de la democracia, las condiciones económicas de la población adquieren un 
papel central para los actores, en este caso se considera a la pobreza de la mayoría de los 
vecinos y comunarios como uno de los factores que da lugar a la practica de comporta- 
mientos no democráticos como la corrupción y la manipulación electoral, y la reproduc- 
ción de relaciones clientelares. 


..9an Ignacio es una ciudad cada vez más pobre, hasta nosotros estamos haciendo el internado San 
José para que la gente del campo no venga aquí, este pueblo está por los ocho mil habitantes posible- 
mente, ha crecido muchísimo, cuando yo vine habían tres mil, entonces en quince años se ha triplicado; 
pero la gente que más viene aquí es por cuestión de escuela, por lo cual busca un terreno, que es cada 
vez más caro, hace su casita, no tienen chacos o tiene que ir y volver, o vive allá y la familia acá, o están 
con su abuela los chicos, etc. Entonces nosotros con los de la comunidad San José hemos intentado 
que se quede allá la gente en sus chacos, en sus pueblos que no se vengan todos para acá como el 
éxodo grande, para que no crezca tanto esta población en pobreza. Esa es mi visión de la gente. 
Pero me da la impresión de que la pobreza está muy generalizada inclusive la población blanca, que 
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decimos, es pobre, habrán unas 20 o 30 familias digamos que tal vez tienen un poco más de dinero y 
no hay más (Párroco de San Ignacio, 13/1/00). 


Como hipótesis de una nueva cultura política, la municipalización involucra la acep- 
tación del pluralismo político y el control social al gobierno municipal. En el primer caso, 
se entiende como la predisposición de los actores a tolerar la participación de todos en el 
proceso político local, mientras que el segundo hace referencia a dos situaciones: la res- 
ponsabilidad de controlar a los gobernantes según las leyes y los principios de la demo- 
cracia, y la aceptación y reconocimiento de este rol por parte de los gobernantes. Al 
respecto, se evidencian nuevas diferencias entre los actores locales de San Joaquín y 
San Ignacio. En el primero encontramos posiciones más tolerantes respecto a sus simi- 
lares, no obstante que algunos de los dirigentes tienen preferencia por un partido o 
líder político. Pese a esto no encontramos una negación radical de todo cuanto ha 
hecho o es un actor local. 

En San Ignacio las hipótesis de la tolerancia al pluralismo y el control social tienen 
más limitaciones para cumplirse, porque hay una predisposición permanente a ubicar las 
opiniones en un plano político-partidario y situar a los otros en el bando contrario. Ahora 
bien, excluyendo a aquellos actores afines a los políticos, los otros, urbanos y de las co- 
munidades, cuestionan el comportamiento y las actitudes de aquellos actores con rela- 
ción a los postulados de la participación popular. 


El problema es que la participación popular dejó a los alcaldes manejar a su libre albedrio todos los 
recursos, quedando la ley en el papel. El alcalde debe ser controlado por organizaciones de base, las 
cuales son de nombre. Si bien se organizan, no actúan, son rápidamente desechados... porque los 
representantes de esas organizaciones de base no tienen la capacidad para poder enfrentar a los que 
componen la alcaldía. Ahora indudablemente, la participación popular ha sido el boom para el desa- 
rrollo de los pueblos, pero para mí estos recursos no están siendo manejados con el interés de conseguir 
el desarrollo en toda su amplitud y capacidad que le da la participación popular... (miembro de UCS, 
ex dirigente del comité cívico, San Ignacio, 12/11/99) . 


En San Ignacio los políticos suelen usar el estigma político para desprestigiar a 
algunos actores y restarles legitimidad frente al gobierno municipal, asignándoles una 
pertenencia político-partidaria: 


El pueblo está completamente desinformado, uno va a pedir alguna información a la alcaldía y la 
verdad es que no tenemos la información, y lo digo públicamente sin lugar a equivocamos, entonces 
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porque eso es un tabú, y si uno quiere exigir ya lo miran de otro partido político, y aquí el peor daño 
que le pueden hacer a una persona es el colocarlo de contrario político y a veces uno no es político 
como dicen (entrevista al director de Radio San Ignacio, 8/1/00). 


El proceso de municipalización apunta a institucionalizar la democracia en el ámbi- 
to municipal, como un sistema de valores y principios que orientan actitudes y formas de 
pensar de los ciudadanos. Aunque la adhesión no garantiza comportamientos democráti- 
cos en los ámbitos de la vida cotidiana, es importante destacar que en el sistema de 
actores se está formando una imagen común de la democracia, donde se destacan ele- 
mentos como el derecho de participación, la libertad de opinión y posibilidad de lograr 
acuerdos. Estamos frente a definiciones locales de la democracia que sobrepasan la vi- 
sión instrumental de tomarla sólo como una técnica para elegir y cambiar gobiernos. 

Las críticas en San Joaquín identifican limitaciones como la pobreza, el poder del 
dinero o la carencia de educación ciudadana. Empero, la diferencia otra vez la marca San 
Ignacio, pues aunque se expresan sentidos similares de la democracia, en la mayoría de 
los actores hay escepticimiso y pesimismo respecto al desarrollo de una cultura política 
acorde a la participación popular, y en este sentido, se identifica como principal limita- 
ción a la vigencia de una cultura política de “base autoritaria” de los políticos locales 
(ADN - MNR), pero sobre todo del partido que encabeza el gobierno municipal actual. 


...2quí la democracia es abierta, no todo el mundo tiene derecho de expresar sus ideas, sus crite- 
rios, está muy cerrada en el sentido del manejo. Es lo mismo, ellos ejercen en la misma forma... 
porque en primer lugar para hacer una democracia hay que hacerla con el pueblo, si uno quiere 
renovar una institución, como una junta vecinal, hay que hacerla democráticamente, mediante 
convocatorias, que la gente asista, que elijan al mejor y no que le mande la alcaldía, sea quien sea 
según su criterio tiene que ir una persona de su sector para que estén tranquilos y eso no puede 
ser y si va otra persona de otro lado no lo dejan, no pueden trabajar con él (entrevista a un dirigen- 
te del MIR, San Ignacio, 5/1/00). 


En suma, con la municipalización se presentan dos escenarios diferentes: en San 
Ignacio se tiende hacia la confrontación y en San Joaquín se apunta hacia la concertación. 
Pero esos dos escenarios se han conformado así no sólo por aquel proceso, sino que cada 
sociedad local ya traía consigo toda una trayectoria e historia política. Con los estudios de 
caso hemos podido conocer estas trayectorias y luego entender la dirección que está 
tomando la municipalización en cada versión local. 
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4.5. Nuevas formas de acción política 

En la medida en que la participación popular delega muchas actividades al poder local, 
concretamente a la administración del gobierno municipal, los políticos locales han he- 
cho de todo en las elecciones de diciembre de 1999 para garantizar su acceso al gobierno. 
Porque hoy día manejar el gobierno municipal implica tomar literalmente el poder 
local?, esto es “copar” las principales oficinas estatales, hospitales, escuelas y colegios, 
pero además organizaciones privadas de servicios como las cooperativas de agua potable 
y electricidad, e incluso insertarse en organizaciones señaladas para tareas de control del 
gobierno. Se puso en evidencia que el objetivo de tomar el gobierno municipal llevó a 
transgredir los límites éticos de la democracia y los valores de la sociedad local, porque 
los políticos aprovecharon tanto de la pobreza de los vecinos y comunarios como de la 
riqueza de los dirigentes políticos y algunas familias que pugnan por controlar el gobier- 
no municipal. 


Se aprovechan de la situación económica de los políticos. Es así que el elector se aprovecha del 
político y el político se aprovecha de la pobreza del elector. Pienso que cuando el elector tenga un 
poco más de holgura en cuanto a lo económico se refiere, es decir vivir mejor, es seguro que va a 
cambiar porque el ciudadano va ir a votar sin ninguna presión, porque tendrá un trabajo seguro, ya 
no va estar esperando una pega política porque es esta el interés del elector (entrevista a un dirigente 
del Comité de Vigilancia, SJ/26/10/99). 


Las organizaciones giran en torno a los partidos. Y por qué decimos que giran. Porque a decir verdad 
somos gente pobre en San Ignacio, somos gente humilde que cualquier persona que tiene mucho 
dinero puede ser alcalde una, dos tres, cuatro o cinco veces porque compra votos y compra concien- 
cia, por qué no va comprar instituciones también que lo van apoyar, y el comité cívico que debería ser 
una institución independiente, que debería ser una institución que trabaja para beneficio del pueblo 
realmente, la ley de la participación popular con el nombramiento del comité de vigilancia le ha 
restado mucha importancia (Miembros del Club Social, ex dirigentes del Comité cívico de San Igna- 
cio, 7/1/00). 


Cuando meten gente (ellos) yo les respondo con otras 200 de Trinidad y ahí comienza el carnaval, 
movimos 120 personas de las 400 supuestamente que inscribimos. Solamente trajimos 120 personas, 
no sé si las fallas estuvieron en el tema económico, en la gente, pero ellos movieron más de 350 
personas, la ganada fue con la gente de afuera. Sinceramente es incorrecto, porque no están eligiendo 


* Incluimos como parte del poder local a los subsistemas políticos y los componentes del sistema local de 


actores, organizaciones de servicios desde donde se movilizan diversidad de recursos hacia ciertos sec- 
tores de la sociedad local. 
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a sus autoridades eso está pasando por la situación económica, por la cuestión de los recursos 
económicos que maneja el municipio, eso no pasaba antes cuando no había participación popular, 
esto es un efecto (Dirigente ADN, SJ/13/1/2000). 


Una política sucia, yo diría, porque eso es una barbaridad, cómo puede ser que la persona que vaya a 
ser elegida por personas de otra región, eso no puede ser, eso es inaceptable que elijan las personas 
que no viven en el núcleo. Y eso viene claramente a decirnos que es porque no estamos preparados, no 
tenemos todavía la capacitación, recurrimos a lo inmoral para conseguir nuestros fines y parecería que 
esos sitiales nos van a dar satisfacciones personales por eso recurrimos a la inmoralidad, porque eso es 
una inmoralidad política (Miembro de UCS, ex dirigente del comité cívico, San Ignacio, 12/11/99) . 


El traslado de gente de lugares ajenos al municipio se ha convertido en una “estra- 
tegia” común de los políticos que tienen medios económicos, porque se obtiene un cupo 
seguro de votantes que puede incidir en la victoria de un determinado candidato. Supo- 
ne una gran inversión de dinero porque implica gastos de transporte y viáticos adiciona- 
les a cada de los “votantes contratados”. 

Pero tampoco podemos desconocer que se han aplicado algunas prácticas y medios 
de hacer política más compatibles con el ejercicio de la democracia. Por ejemplo la 
aplicación de sondeos tanto para la selección de candidatos a nivel partidario como para 
medir las tendencias de votación o que los candidatos hagan conocer sus planes de trabajo 
a través de documentos o comunicados por los canales locales de televisión. Aunque no 
se ha practicado el debate entre candidatos porque no hay medios de comunicación 
neutrales y también porque existe una división de la sociedad en dos bandos —ellos y 
nosotros—que hace imposible reconocer una persona o una institución como 
intermediario neutral. 

Dos observaciones adicionales. En primer lugar, en el tiempo que abarca la munici- 
palización (1994-1999) ni en San Joaquín ni en San Ignacio se ha registrado movilización 
social, marchas, huelgas o “paros cívicos” de los actores locales respecto a alguna medida 
de los gobiernos municipales. No se puede concluir, sin embargo, que la movilización 
social esté siendo sustituida por procedimientos más formales de demanda y toma de 
decisión insertadas por la municipalización. Antes de este proceso, en las áreas urbanas 
se habían organizado movilizaciones en demanda de fondos públicos a la capital o para 
presionar la salida o elección de alguna autoridad local. 

En segundo lugar, comienza a ser importante en la estrategia política de los caudi- 
llos locales la propiedad y uso de los medios de comunicación. En San Ignacio hay tres 
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canales de televisión y dos radios; dos son propiedad de partidos y el tercero es inde- 
pendiente, aunque no todos opinan igual. Sin embargo, este medio no ha podido 
incentivar un debate porque en la lógica de los políticos no es posible imaginar un 
espacio neutral, ya que cualquier opinión sobre la gestión gubernamental es calificada 
como de oposición. 


4.6. Ganamos una autonomía, pero perdimos otras 

Respecto a la autonomía, la municipalización apunta al desarrollo de la democracia en los 
municipios a partir de la participación política, con la posibilidad de elección, control y 
cambio de los gobiernos municipales. En principio, la elección autónoma de los alcal- 
des es uno de los aspectos más valorados por los actores locales, porque rompe con la 
dependencia hacia la capital, es decir, con el poder de designación que tenían las auto- 
ridades departamentales, y porque la elección directa de alcaldes legitima los dere- 
chos de los actores locales por el control social, aunque éste todavía no se ejerza ni se 
acepte plenamente. 


En el año 67 fui alcalde, pero eran tiempos que no había elección, los que sugerían eran las autori- 
dades a nivel departamental, ellos eran los que daban el nombramiento. La diferencia es grande 
porque antes la alcaldía no manejaba muchos recursos, eran limitados, ellos se movían con los 
recursos propios y sólo alguna vez llegaba una ayuda a nivel del departamento. En cambio ahora 
las alcaldías tienen sus recursos propios y lo que llega de la participación popular. El cambio se 
nota... ahora la ley nos obliga a los representantes ya que somos elegidos, a que hagamos partici- 
par a la gente en todas las decisiones (entrevista a un ex alcalde y ex presidente del Concejo 
municipal, S1/12/1/2000). 


El efecto de la descentralización en el tema de la participación popular le ha dado más importancia al 
municipio. Ahora un municipio es un distrito bien definido que tiene sus recursos, que tiene control 
sobre su área jurisdiccional. La participación popular no es una medida mala, porque la descentraliza- 
ción es buena para que cada municipio vaya aprendiendo a manejar sus propios recursos y no se 
centralice en la capital del departamento (opinión de un historiador, San Ignacio, 2/2/00). 


La municipalización implica también la descentralización vinculada a la construc- 
ción de la autonomía política del municipio. La autonomía se entiende más allá de la 
elección de los alcaldes, toma en cuenta y valora otra serie de funciones que se ejecutan 
desde el espacio local, entre ellos definir las inversiones, priorizando el desarrollo muni- 
cipal, el destino y lugar de las inversiones. En San Joaquín por ejemplo: 
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Con respecto a la autonomía política también tiene sus presiones políticas muy grandes pero también 
ha tenido sus respuestas locales bien diferenciadas. O sea hay espacio para la autonomía (evitando) 
intereses personales... porque antes te ponían a dedo, daban los recursos a dedo y dependía del 
patrón político. Lógicamente la cooperación internacional de alguna manera direcciona la inversión 
que hace el municipio, sin embargo lo interesante de eso es el cambio como era antes, cuando tenía- 
mos un gobierno municipal sin ley de participación popular, se tenía que ira CORDEBENI, allí estaba 
la plata, pero era el ministro o el diputado quien llamaba a CORDEBENI indicando que autorice el 
desembolso, ahora el gobierno municipal es diferente, que si bien ellos direccionan, pero es un 
cambio radical, incluso de negociación (entrevista al alcalde de San Joaquín, 10/2/2000). 


Aunque en ambas sociedades se valora esta dimensión de la municipalización, en San 
Ignacio la sociedad civil percibe que aún no existe un pleno ejercicio de la descentraliza- 
ción, entendida como la posibilidad de tomar decisiones desde diversos espacios del muni- 
cipio. Por ejemplo, los empresarios ganaderos no acatan las políticas impositivas y de control 
acordadas entre el gobierno municipal y la Asociación de ganaderos de San Ignacio. Desde 
1999 hay un conflicto que involucra a ganaderos residentes en Trinidad que tienen estancias 
dentro el municipio de San Ignacio de Moxos, en cantones externos al espacio local de San 
Ignacio. Éstos han llegado a cuestionar la autoridad del gobierno municipal en su jurisdic- 
ción y la validez de sus acuerdos con otros actores locales como la asociación. 

Algunos autores han postulado que la municipalización —como descentraliza- 
ción y autonomía— iba a romper los lazos clientelares de elites locales con jefes políti- 
cos nacionales u otras formas de organización centralista (Calderón, op. cit.: 58). Pero, 
en realidad, subsiste la subordinación de la autonomía política a factores y agentes 
externos al ámbito municipal. Nos referimos a la intervención de autoridades departa- 
mentales y nacionales, dirigentes de partidos y diputados en el proceso político local y 
en el sistema de actores, situación que es observada por los actores “no políticos” 
como una de las más negativas. 

En el último proceso electoral en San Joaquín y San Ignacio, los dirigentes depar- 
tamentales del partido gobernante intentaron orientar el voto con el mensaje de que si 
el partido perdía en el municipio, perdía también el pueblo, es decir, los recursos y los 
proyectos que se canalizaban desde o a través de la prefectura u oficinas nacionales de 
inversión. Fuimos testigos de cómo muchos líderes políticos locales fueron emisores 
de este mensaje, asumiendo un papel de “correa de transmisión” (Arocena, Op. cil.: 
94) de las directivas y programas que emanan de las autoridades centrales y de los jefes 
de partidos. 
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4.7. Control social, ...¿cómo dijo? 

La municipalización también ha puesto énfasis en los derechos de los actores locales en 
el control social y en la negociación de demandas con el gobierno municipal para conver- 
tirlas en decisiones respecto a proyectos, inversión y espacios. Antes de la participación 
popular no había control porque “no había elección de autoridades municipales y el 
comité cívico tomaba ese papel, pero era frente al Estado, a la prefectura...” Pero el actual 
reconocimiento del control social no garantiza su ejercicio permanente, porque existen 
limitaciones propias de la sociedad local como la amistad o los lazos de parentesco que 
“condicionan y limitan una función pública orientada por la neutralidad afectiva” (Parsons 
cit. Dowse, 1980). En sociedades como San Joaquín y San Ignacio los actores locales 
sopesan primero los costos y beneficios que significaría dejar de lado el compromiso 
privado en favor del bien público. 


Generalmente las personas no quieren buscarse problemas porque aquí en San Joaquín tenemos una 
cultura de chisme, de comentarios por abajo y nadie es capaz de afrontarlo... yo hallo muy difícil, por 

una parte es la cultura de San Joaquín el no hacerse de problemas con nadie, de no decir las cosas de 
frente. Eso se manifiesta en el Comité de vigilancia que no va a buscar problemas, va a trabajar tran- 
quilamente con el alcalde, en base a la amistad (Alcalde de San Joaquín, SJ/10/2/00). 


En San Ignacio influyen además la cooptación política y la pérdida de autonomía de 
las organizaciones: 


¿Por qué es difícil hacer el control social? Porque es difícil hacer denuncias en un medio de relaciones 
familiares. Las relaciones de amistad son importantes y en el pueblo todos se conocen. Como miem- 
bros de redes familiares, sociales y comunitarias dentro o en relación de la política (Director Radio 
San Ignacio, 8/1/00). 


En resumen, el control social no opera por el dominio de los actores políticos 
sobre los dirigentes llamados a cumplir este rol; por la oposición de los actores políticos 
en función de gobierno a ser controlados y rendir cuentas; porque los llamados a realizar 
el control están enlazados con las redes familiares por lazos de solidaridad, fidelidad y 
amistad. Los primeros problemas son posibles de resolver cuando las organizaciones 
recuperen su autonomía y emerja otra cultura política, pero el tercero es más difícil pues 
constituye una de las limitaciones estructurales de las sociedades locales y una de sus 
principales características. 
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5. ¿Por dónde va la identidad local? 


9.1. Las dos formas de la identidad 

Una característica inherente a los municipios del Beni es su fisonomía multiétnica por- 
que la población proviene de uno o más pueblos indígenas, tanto en el ámbito urbano 
como rural. No obstante, no existe un pleno reconocimiento de la composición étnica o 
la existencia de pueblos indígenas, sobre todo en las capitales urbanas. En San Joaquín, 
conformado en principio con población de origen baure, hoy en día oficialmente se reco- 
noce la existencia del pueblo indígena joaquiniano. Por su parte, en San Ignacio, formado 
con familias de origen mojeño, sus miembros se reconocen como ignacianos. 

Antes, hablar de la sociedad joaquiniana o de la sociedad ignaciana en el ámbito 
urbano, involucraba solamente a los vecinos del pueblo. Significaba haber nacido en el 
pueblo, excluyendo a la gente del área rural e incluso aludiendo sólo a los vecinos 
urbanos, de “descendencia española”. Entonces, pertenecían a esta sociedad aquellos 
que participaban en las actividades del club social o del comité cívico, y no así los 
grupos de indígenas que no tenían acceso a estos espacios y, por tanto, no podían ser 
tomados en cuenta. 

En San Ignacio, pese a la irrupción del movimiento indígena y al reconocimiento 
de los indígenas por parte del Estado, en el ámbito urbano la sociedad local constituye un 
espacio en el que indígenas y carayanas transitan en dos mundos sociales infranqueables. 
Los carayanas ligados al club social y los indígenas en torno al cabildo, cada uno con sus 
símbolos, valores y posiciones sociales. 


Bueno, los carayanas ignacianos tienen mucho cariño a toda la tradición, de alguna manera la 
asimilan, la aprecian, invitan a los demás, ellos sienten que ser indígena ignaciano no es lo mismo 
que ser provinciano mojeño, porque lo que tiene cada uno bien claro es que tienen dos estamentos, 
hay una gama intermedia, hay indígenas que están pasando a carayanas y hay carayanas muy senci- 
llos que se sienten medio indígenas también, y creo que hay una gama intermedia donde hay un 
aprecio bastante grande de unos a otros, y después hay los dos estamentos claros entre indígenas 
y blancos que están muy separados todavía, todos somos ignacianos y nos encontramos en 
Cochabamba, pero aquí somos dos sociedades bastante diferenciadas y cuando vienen las fiestas 
los indígenas solos, no quieren que se meta nadie más y cuando vienen otros actos sociales enton- 
ces son los carayanas solos y no quieren que entren indígenas tampoco o se metan indígenas 
(Párroco de San Ignacio, 13/1/00). 
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El padre Alfonzo Eliorraga, franciscano, párroco de San Joaquín desde 1984 y antes 
de San Ignacio ratifica esta definición de la sociedad: 


Allí es realmente como dos comunidades (...) allí están los carayanas y allí los indígenas, cada uno 
aparte, aunque no quiere decir que algunos carayanas no sean indígenas, pero ahí lo que le hace no 
serir.dígena o ser carayana es la vida que llevan, la educación. Si el padre ha sido un carayana, pero no 
los ha visto O educado y se han criado con la madre o abuelos indígenas, crecen igual que ellos, o sea 
lo que les hace más que el hecho de la sangre es la educación, el lugar donde han vivido. El club social es 
para los carayanas, el cabildo para los indígenas, allí tienen sus bailes folklóricos, porque los indígenas 
todos tenían que participar, cada uno de ellos pertenecen a un grupo, sea achus, macheteros, en las 
fiestas todos ellos participan, ese es su mundo más accesible (Párroco de San Joaquín, SJ/27/11/99). 


Con el proceso de municipalización se evidencian cambios que muestran un acer- 
camiento respecto a lo que es o debe ser la sociedad joaquiniana. En esto tiene que ver la 
creación de nuevos espacios de interpelación y relación, como el gobierno municipal 
que está reduciendo la influencia de organizaciones como el club social o el cabildo. Cada 
vez más se identifican como componentes de la sociedad local a “los vecinos del pueblo, 
las comunidades, los ganaderos, los indígenas, la gente que vive en el municipio, el cam- 
po, los moré, los nacidos en San Joaquín” . 

Respecto a la composición de la sociedad, en el ámbito urbano se la caracteriza 
como “mezcla”, pero en dos sentidos distintos, pues desde la perspectiva indígena la 
sociedad urbana es una sociedad mestiza; en cambio, para los “carayanas” la mezcla hace 
referencia a una cohabitación, pero diferenciada, como mundos separados en un mismo 
ambiente urbano. Aunque ya se hace permanente referencia a lo indígena como un ele- 
mento presente en ambas sociedades. 

Sin embargo, en San Ignacio todavía se cuestiona la validez y vigencia de lo indíge- 
na, pese a que el debate tiene más de diez años. Esto tiene que ver con ciertas posiciones 
de la antropología moderna que hoy en día están cuestionando en el debate teórico las 
nociones de cultura e indígena. Por ejemplo, al definir la cultura se descartan ciertos 
contenidos culturales como los datos objetivos de la pureza de un grupo, como hechos 
adheridos al cuerpo biológico. La pervivencia y actualización de la cultura en su versión 
estática y esencialista es una posición política ligada a la defensa de una diversidad de 
intereses. Son conocidas, por ejemplo, las posiciones de ciertos grupos que se mueven 
todavía con las viejas definiciones de cultura e identidad y que quieren seguir viendo a los 
indígenas como los describieron los cronistas, 
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La población super mayoritaria es de los indígenas, pero difícilmente va encontrar, a mi me hace reír 
cuando me dicen que nosotros somos de los pueblos originarios y hay que darles territorios a esos 
indígenas, y ese que está pidiendo es un mestizo, aquí hubo un mestizaje con los curas que vinieron, 
que se hacían pasar por curas, que tenían más de dos mujeres indígenas, muchos tienen apellidos 
indígenas pero son mestizos, es falso que se dicen son de pueblos originarios y si ellos tienen dere- 
chos a territorios como mestizo también nosotros tenemos derecho (Consejero Departamental por 
San Ignacio, 6/3/00). 


En San Joaquín, con el reconocimiento de la personería jurídica de comunidades 
indígenas y la articulación de los moré a los procesos políticos locales, hay una tendencia 
a tratar la reaparición de lo indígena en un ambiente menos polarizado que en 
San Ignacio. 


Yo creo que por lo menos la mitad del pueblo urbano tiene bastante de indígena, solamente fiján- 
donos en sus apellidos que tienen no sólo el primero sino el segundo por sus padres, por sus 
abuelos que tienen la parte indígena. Aquí muchos son de padre español y madre india, cuando los 
españoles vivieron nunca trajeron mujeres, se juntaban con gente de aquí, tuvieron hijos (...) pero 
no dejan de tener de españoles y de hijos de caciques que pertenecen a Baure (Párroco de San 
Joaquín, $]/23/10/99). 


Los actores no indígenas relacionan directamente lo “joaquiniano” indígena con el 
origen baure y a los moré como otro componente indígena “más puro” dentro el munici- 
pio. Empero, los dirigentes de la subcentral se refieren al pueblo joaquiniano como resul- 
tado de una confluencia de pueblos indígenas: baures, cayubabas y movimas. 

No obstante la tendencia a destacar el mestizaje como cualidad de la sociedad lo- 
cal, entre los representantes “carayanas” de actores locales no encontramos a quienes se 
identiquen como mestizos. La caracterización no tiene lugar en el ámbito de las socieda- 
des urbanas de San Joaquín y San Ignacio, porque imaginamos que supondría una conce- 
sión a lo indígena. 

A su vez, lo joaquiniano o lo ignaciano como identidad local presentan dos formas 
de caracterización, aunque ambas comparten elementos en común. Se es joaquiniano o 
ignaciano por haber nacido en el pueblo, privilegiando la relación con el espacio local, lo 
que podemos llamar identidad local por el territorio, aunque cabe observar que esta 
referencia espacial se está extendiendo al ámbito rural. Por otra parte, se es joaquiniano 
por tener vínculos con los pueblos indígenas y con el pueblo. Aquí la identidad privilegia la 
relación con el pueblo indígena, se trata más bien de una identidad por el origen étnico. 
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Al decir que soy joaquiniano me siento no tan orgulloso de ser, pero nací aquí, por tanto, debo estar 
orgulloso, no me siento muy joaquiniano (indígena) porque la gente blanca siempre trata de apartar- 
nos, por eso es que a veces no nos sentimos joaquinianos, que si nosotros tuviésemos libertad, hablar 
mi propia lengua, hacer mi cultura que es lo que la gente blanca nos impide (entrevista a un dirigente 
comunal de San Pablo, SJ/23/2/2000). 


En San Ignacio, lo ignaciano se presenta como la identidad del espacio local y de la 
historia local, cuyos protagonistas son los pobladores de San Ignacio. No se hace referen- 
cia alo ignaciano como identidad del municipio, aunque sí refieren lo mojeño a la provin- 
cia. Se habla más de lo mojeño ignaciano o sólo de lo ignaciano en su doble sentido: 
como identidad local o como identidad étnica. Por tanto, en San Ignacio de Moxos la 
identidad de ignaciano involucra al espacio local y sus habitantes, pero no se extiende 
hacia los habitantes de cantones como San Lorenzo de Moxos o del TIPNIS. A pesar de la 
municipalización todavía no hay elementos que muestren que se esté constituyendo una 
identidad del municipio. 

Hasta antes de 1993, en San Joaquín los pobladores de las comunidades eran iden- 
tificados como campesinos. Lo joaquiniano como identidad étnica no era visible o mani- 
fiesta entre los comunarios y tampoco se reconocía a la comunidad indígena. Un paso 
importante para la irrupción de lo joaquiniano-indígena fue la formación de la subcentral 
de San Joaquín en 1992, con el objetivo de aglutinar a las comunidades en torno a proble- 
mas e intereses comunes. 


El cambio es algo difícil, la gente no cree ser parte de indígena sino de campesino, porque falta 
concientización, un poco que ellos reconozcan que tenemos parte de indígenas, porque mis padres 
hablaban dialecto baure, claro ellos nunca nos enseñaron porque era prohibido que un indígena 
hable su propia lengua, por eso es que se han marginado. Nos decían: —no van a ser indígenas, 
ustedes no son indígenas, son campesinos—, entonces las autoridades en sí siempre han querido 
deshacer a las comunidades indígenas. Hoy las autoridades se han dado cuenta, ellos reconocen que 
hay indígenas todavía (Dirigente comunal, S)/22/1/2000). 


El proceso de articulación de las comunidades en torno a lo indígena en San 
Ignacio fue anterior a la municipalización. Se inició en 1986 con la formación de la 
subcentral de San Ignacio y se extiendió con las movilizaciones contra las empresas 
madereras en 1990. Por lo mismo, en el ámbito rural y urbano ya estaba vigente el 
sentimiento de compartir el origen común de ignacianos, aunque todavía era común 
la denominación de campesinos. Aquí, de cualquier manera, lo ignaciano como 
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identidad étnica era visible por el uso del idioma, lo que no suponía reconocer a la 
comunidad indígena. 


5.2. De allí venimos y por eso somos así 

La identidad de una sociedad local se nutre de elementos del pasado, eventos históricos, 
leyendas, y de hecho no podría existir sin la presencia de estos elementos simbólicos y 
culturales (Arocena, op. cit.). La identidad local opera a través de una memoria colectiva 
en tanto ésta es la expresión que explica la presencia de elementos comunes en los acto- 
res de la sociedad local (Rocher, 1980: 97). Por ello, es conveniente un seguimiento a las 
memorias y a las referencias que tienen sus miembros respecto a la formación del espa- 
cio local y al origen de la sociedad. Encontramos que las visiones sobre la historia de San 
Joaquín y San Ignacio son coincidentes, ambas nos remiten a los principales momentos, 
situaciones y protagonistas desde la fundación de las misiones, es una historia comparti- 
da en la memoria de los actores locales. 

Los joaquinianos —urbanos y rurales— destacan el origen baure de la población: 


Según la historia los primeros vivientes de San Joaquín no vivían donde estaban ahora. San 
Joaquín estaba en la zona de Baures, entonces por problemas parece que de epidemia o guerra se 
trasladó acá, a la zona donde está ahora y esa gente era descendiente de los baure (Dirigente 
vecinal, S)/22/1/2000). 


Igualmente, está en la memoria histórica de los actores locales de San Ignacio el 
traslado al lugar que actualmente ocupan. Justifican la elección del nuevo lugar por la 
ubicación favorable con acceso al agua para consumo humano y a un río para transporte, 
además de estar protegido de inundaciones y asedios. 


Este pueblo parece que antes tuvo tres asentamientos. San Ignacio de Moxos, primeramente según la 
historia fue por el lado del Coseruna, después fue San Ignacio de Pampas, y luego por el murciélago 
y el agua se mudaron aquí, porque esto antes *ra puro indios como decimos tribus, hallaron esta 
laguna. Entonces los indios se vinieron a esta laguna (Dirigente Vecinal, Ex dirigente del Comité de 
Vigilancia, 14/1/00). 


El traslado de San Joaquín, no obstante, tuvo algunas particularidades. Se reconoce 


que los primeros habitantes cristianizados llegaron a este lugar provenientes de un espa- 
cio territorial de los baure, y lo habitaron porque no encontraron una ocupación real de 
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otro grupo indígena, pues lo contrario hubiera significado conflictos similares a los que 
enfrentaron en el primer sitio de la misión? En ese momento el nuevo espacio fue un 
lugar de transición, intermedio entre espacios territoriales de diferentes pueblos indíge- 
nas: los moré en la zona del río Iténez, los itonamas con las misiones de Magdalena y San 
Ramón y los canichanas con la misión de San Pedro. Esta posición de transición de San 
Joaquín —entre los llanos de Moxos y los bosques de la frontera con Brasil— ha resultado 
favorable al desarrollo del municipio (Melgar y Molina, op. cit.). San Joaquín como espa- 
cio local es un espacio de transición y como sociedad local está formada por migraciones 
poblacionales en diversas épocas. 


Ellos han venido de allá, según yo lo escuchaba a mi padre que el motivo para que se trasladen a San 
Joaquín fue por la epidemia del vampiro que chupaba la sangre y amanecían muertos. Mi padre y mi 
madre fueron traídos de años. Había aquí un señor rico que manejaba gente, traían de Baures y toda 
la gente que el manejaba eran de Baures, así que hicieron un establecimiento, tenían molienda, ganao, 
o sea que todo el año redondo trabajaban de aquí llevaban el azúcar a Trinidad, llevaban en carretón, 
de allá se volvía con telas y víveres, a este establecimiento lo llamaban baurecito que ahora ya no hay 
nada solo monte, ahí fue que llegó mi padre y mi madre, se conocieron, ellos hablaban el idioma 
ahora yo no entiendo (Miembro del Cabildo, SJ/14/1/2000). 


En San Joaquín hay también presencia de cayubabas. Un dirigente de la subcentral 
oriundo de Exaltación*” nos comentó lo siguiente: 


Yo soy nacido en Exaltación, a la edad de un año me trajeron a Puerto Siles donde me críe, hice los 
primeros cursos escolares, luego fui padre de familia. Buscando una mejor educación para mis hijos tuve 
que trasladarme a San Joaquín. Mis padres no me hicieron conocer, pero en la actualidad hay familias de 
Exaltación que viven acá. Esas familias han hecho conocer que son de allá. Me hallo indígena porque soy 
hijo y mis padres eran nativos de Exaltación entonces eran indígenas y automáticamente yo soy indíge- 
na, no me voy a correr de la sangre de mi padre, claro que no hablo la lengua cayubaba porque a medida 
que el tiempo pasa ya se va perdiendo lo que los padres ya le enseñan (San Joaquín, 14/1/2000). 


Una dirigente de la subcentral de mujeres indígenas también nos señaló su origen 
cayubaba v nos brindó información respecto a la relación con la Casa Suárez, una hacien- 
da ganadera frente a Puerto Siles, en la ribera del río Mamoré: 


Alcides Dorbigny en su informe de visita a Moxos en 1835 identifica solamente a los baure como pobla- 
dores de la misión de San Joaquín. 

Exaltación de Cayubaba fue una misión formada por gente cayubaba, hoy es la capital del municipio de 
Exaltación, en la provincia Yacuma del Beni. 
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Mi madre es nacida en Cayubaba. A los 15 años ella se casó y se fue a trabajar a la casa Suarez. Cuando 
desapareció ella se vino a vivir a Puerto Siles, que para ese entonces era una capitanía del ejército 
Junin. Yo nací y me crié en Puerto Siles, era una comunidad muy bonita, el Mamoré se ha llevado las 
casas, la gente ha migrado a San Joaquín, Guayará, Santa Ana, Trinidad. Pero yo provengo de una 
familia bien indígena (San Joaquín, 14/1/2000). 


En San Joaquín confluyeron también familias de origen itonama provenientes de 
San Ramón, sede de la misión del mismo nombre que fue conformada por familias 
itonamas provenientes de la misión de Magdalena y que luego fueron identificados como 
ramonianos. Actualmente, San Ramón es un municipio. 

Las migraciones hacia San Joaquín, posteriores al traslado de la misión, no fueron 
movimientos poblacionales planificados sino más bien iniciativas familiares, por ello los 
actores locales no pueden dar cuenta de la fecha en que se inició este proceso ni de la 
cantidad de gente. Cada uno se remite a la historia de su familia. La llegada de familias de 
origen cayubaba en los años 50 es una migración que fue resultado de las inundaciones 
en comunidades de Exaltación por el rebalse del río Mamoré, aunque algunas familias de 
ese pueblo indígena ya habían llegado, pues en los libros de bautismo de la parroquia se 
encuentran apellidos provientes de los cayubaba de Exaltación a principios del siglo XX. 

Otra migración de características similares a la anterior es la de familias de origen 
movima, motivada por las inundaciones del río Mamoré. Se dirigieron hacia algunas co- 
munidades como Chaco Lejos, Bahía y San Pablo y también a Lago Bolívar, Santa Rosa de 
Vigo y Alejandría que hoy forman parte del municipio de Puerto Siles. 


Hay movimas en Penitas, también en San Pablo, Bahía, como también en Altura el Carmen y Puerto 
Siles que están en el río Mamoré, llegaron en diferentes épocas, pero no son la mayoría (Dirigentes 
de la Subcentral SJ/23/1/2000). 


La “versión urbana” de un historiador local sintetiza el proceso de formación de 
San Joaquín, donde además de la migración de familias indígenas, se vivió la llegada de 
familias cruceñas, otra población importante en la formación de la sociedad local. 


Tenemos familias de Santa Ana, cayubabas, porque realmente los jesuitas llegaron hasta Cayubaba: 
con la traslación de San Joaquín viejo con gente baure, tenemos parte de eso y parte cruceño porque 
Santa Cruz venía con su gente y no regresaban porque iban hasta Villa Bella, que en ese entonces era 
la aduana de Bolivia, en la confluencia del río Beni con el Mamoré (entrevista a un historiador, ex 
alcalde de San Joaquín, 17/1/2000). 
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La migración de familias “carayanas” de Santa Cruz fue importante para la forma- 
ción de las sociedades locales en el Beni. Al igual que la de los indígenas fue gradual, se 
dio como iniciativa familiar en diferentes momentos, pero principalmente en el periodo 
de auge de la quina y la goma. En los ámbitos urbanos, esta migración es parte de la 
historia local. En San Joaquín, esta migración estuvo incentivada por el auge de la goma y 
la búsqueda de nuevas opciones económicas. 

En San Ignacio, la sociedad “carayana” también tiene su origen en los primeros 
migrantes cruceños que llegaron a la zona, muchos de los cuales prosperaron con la 
ganadería y convirtieron esta actividad en factor de articulación del espacio local entre lo 
urbano y lo rural. 

Hay referencias de la presencia de portugueses en áreas de las misiones jesui- 
tas de los llanos de Moxos, como comerciantes o navegantes del río Iténez, aunque 
al parecer no se asentaron en ninguna región. Durante el siglo XIX llegaron a San 
Joaquín, donde los libros de bautismo (1830 —1900) conservados en la parroquia 
registran la presencia de portugueses como padrinos de “nuevos cristianos” que 
eran bautizados en la iglesia local, casi siempre en grupos, sin la presencia de los 
padres. Los bautizados en su mayoría eran niños mayores de cinco años de edad, 
identificados como provenientes de la “tierra de los salvajes”, lo que nos lleva a 
suponer que eran hijos de familias indígenas asentadas en las riberas del río Iténez, 
capturados o raptados por navegantes, quien sabe después de matar a los adultos. 
Los moré justamente tenían como área territorial la zona de frontera con Brasil 
(Leigue, op. cit., Viviani, op. cit), que corresponde ahora al municipio de San Joa- 
quín. Es posible que una parte de los bautizados hayan sido hijos de familias perte- 
necientes a este pueblo indígena. 


9.3. Descendemos del pueblo 

Las comunidades de las sociedades locales de San Ignacio y San Joaquín se formaron en 
la década de los años cuarenta, con la salida de las familias indígenas hacia las áreas rura- 
les. Hasta ese momento el pueblo era el único lugar donde confluían las familias migrantes 
“no indígenas”. Antes que se formaran las comunidades, aparte del pueblo como centro 
poblado, solamente existían las haciendas que concentraban también familias indígenas 
como fuerza de trabajo (Carvalho, op. cit.). 
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En San Joaquín las primeras familias habitantes de las comunidades fueron de ori- 
gen baure, más tarde y de manera gradual llegaron familias cruceñas, itonamas, cayubabas 
y también movimas. 


Yo vivo en la comunidad San Pablo, y las familias que se asentaron son de diferentes pueblos como, 
movimas, itonamas. Un itonama, don Zacarías Guale fue fundador de San Pablo. Mi padre es baure, 
mi madre ramoniana, con el problema de la epidemia mi padre y su familia retornaron a San Joaquín 
y cuando salió al campo pilló este lugar que le dicen San Pablo y permanecemos allá (entrevista a un 
dirigente comunal de San Pablo, S]/22/2/2000). 


En San Ignacio las comunidades se formaron en diferentes momentos, con familias 
de origen mojeño-ignaciano que residían en el centro urbano. Cada una de ellas tiene su 
propia historia, pero importa destacar que los comunarios y vecinos conocen el origen 
espacial y la composición étnica de su comunidad. 


Somos ignacianos, nuestros padres y abuelos salieron de San Ignacio y fundaron estas comunidades, 
tuvieron sus hijos, vinieron buscando mejor tierra para trabajar la agricultura, así se formaron, tene- 
mos que ir al pueblo porque participamos en la fiesta, con nuestras danzas (Corregidor de Las Flores, 
San Ignacio, 14/12/00). 


Finalmente otro aspecto importante vinculado a la identidad local tiene que ver 
con el reconocimiento de momentos o hechos históricos propios del lugar, en que los 
diferentes sectores sociales confluyen desde su particular punto de vista. En San Joaquín 
destacan la fiesta patronal y la fiebre hemorrágica como acontecimientos que reprodu- 
cen y actualizan la relación con la sociedad y el espacio local. 


Cuando hay la fiesta del pueblo, ahí se encuentran y reconocen que también fueron de ori- 
gen, significa que ahí nosotros debemos recordar mediante nuestros bailes típicos. La fiebre 
creo que es muy importante porque ha sido un gran flagelo que sufrió San Joaquín y nadie se 
puede olvidar. Aunque a las comunidades afectó muy poco, donde nació esto fue en una pro- 
piedad Las Moscas, su propietario era don José Añez, de ahí fue que por ir a ver una res que 
había muerto, uno de sus trabajadores comió esa res entonces esa familia se vino aquí y mu- 
rieron en San Joaquín, solamente azotó a tres comunidades, a San Pablo y a esa comunidad 
(dirigentes de la Subcentral, SJ/23/1/2000. 


De la misma manera en San Ignacio, destacan la fiesta patronal y la fundación del 
pueblo como los hechos más significativos, son eventos de la historia en común de las 
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dos expresiones de los ignacianos. Los elementos de adhesión a los valores históricos y 
folklóricos son reconocidos por los habitantes articulados a San Ignacio y que participan 
en la trayectoria de la sociedad local. En poblaciones como el TIPNIS, San Francisco o San 
Lorenzo, por otro lado, no encontramos referencias a San Ignacio como origen espacial 
de sus coraunidades. 


6. ¿A territorio es un límite? 


6.1. Memorias del espacio local 

El espacio local es un componente central en la formación y trayectoria de una sociedad 
local. No sólo como el territorio en el que confluye la población, sino aquel que se 
configura a través de las acciones, eventos y procesos de ocupación de sus actores, 
que con el pasar del tiempo son identificados como fuentes de legitimidad y de perte- 
nencia cultural, que permanentemente lleva a sus actores a una apropiación simbóli- 
co-expresiva o cultural (Giménez, 1998). Hablar del espacio local no significa mostrar 
O preguntar sobre límites, es en todo caso, preguntar sobre relaciones y sentimientos, 
es identificar circuitos de relación, momentos y lugares de encuentro, vínculos simbó- 
licos de integración. Por ello decimos que no tiene un mapa, sino un sistema de rela- 
ciones, intercambios y vínculos de diversa característica, no existe bajo límites definidos 
en la cartografía sino a través de las relaciones y de los intercambios entre sus actores. 
En este sentido interesan las referencias que los actores locales manejan respecto a los 
orígenes del espacio que ocupan. 

La formación del espacio local de San Joaquín y San Ignacio se inició con el traslado 
de la antigua misión al lugar en que actualmente se encuentran los pueblos. En ambos 
casos, como vimos, el motivo del traslado tuvo que ver con enfermedades y plagas y la 
necesidad de un lugar más seguro. Sin embargo, en San Joaquín el asedio y las disputas 
con otros grupos étnicos fueron motivantes particulares para el cambio. 

Otro aspecto importante del proceso de formación del espacio local fue la apari- 
ción de las haciendas, que se expandieron en el área rural mucho antes que las comuni- 
dades, y se dedicaban principalmente a la producción agrícola con el trabajo de las familias 
indígenas provenientes de los pueblos. Tanto en San Joaquín como en San Ignacio las 
haciendas entraron en decadencia con la guerra del Chaco y culminaron con la revolu- 
ción nacional de 1952. 
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Las haciendas de San Ignacio promovieron las relaciones del pueblo con el 
campo y entre carayanas y familias indígenas, los primeros como patrones y los otros 
como fuerza de trabajo. 

Gracias a las haciendas, en San Joaquín se generó una actividad comercial a través 
de Puerto Siles, con el comercio de productos a otros mercados extra locales. 


Había aquí un señor que era rico, que manejaba gente y toda la gente que él manejaba eran de Baures, 
así que hicieron un establecimiento, metían molienda, ganao o sea que todo el año redondo trabaja- 
ban de aquí llevaban el azúcar a Trinidad, lo llevaban en carretón, de allá se volvía con telas, víveres y 
daban a la gente, a este establecimiento lo llamaban baurecito que ahora ya no hay nada solo monte, 
allí fue que llegó mi padre y mi madre (miembro del Cabildo, $J/23/1/2000). 


La fundación de la comunidad de Puerto Siles fue otro evento importante en la 
formación del espacio local de San Joaquín, aunque hoy forma parte de otro municipio. 
Sin embargo, desde que se formó funcionó como un puerto importante de las activida- 
des comerciales de San Joaquín con otros centros urbanos, primero de las haciendas y 
luego de la ganadería, como ocurre hasta ahora. Tal vez por estos antecedentes, cuando 
se creó la sección de San Joaquín se incluyó a Puerto Siles dentro sus límites. Puerto Siles 
forma parte del espacio local, sus relaciones no han sido alteradas con la municipaliza- 
ción y, como ya vimos, el espacio de acción de varios actores locales antiguos incluye a 
esta comunidad. 


La mayor parte de las familias de Puerto Siles tienen familiares en San Joaquín, se relacionan por 
proverse de artículos, por comercio, siempre vienen a todas las fiestas, como la fiesta patronal de San 
Joaquín. Puerto Siles es parte de la vida de San Joaquín, la mayor parte de las familias tienen familia- 
res, recurren a San Joaquín, en todas las necesidades de salud, educación, maestros más preparados. 
Puerto Siles y Altura el Carmen mantienen una permanente relación con San Joaquín, las otras comu- 
nidades más se dirigen a Guayaramerin. De Bolivar pa abajo, Vigo y Alejandría tienen más relación 
con Guayaramerin por las vías de comunicación del río Mamoré, apoyo de salud, familiares en 
Guayaramerin, con Puerto Siles mantienen muy poca relación, porque no hay los medios, por ejem- 
plo servicios (entrevista al Alcalde de Puerto Siles, S]/27/4/00). 


Puerto Siles es el ejemplo de un municipio que no ha tenido proceso de ocupación 
y formación de su espacio local y de sus actores locales. Claramente podemos decir que 
su población no existe como sociedad, y si existe es porque la municipalización le ha 
definido un límite legal. La perspectiva de transitar hacia la formación de una sociedad 
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local tampoco parece ser una posibilidad cercana, pues es evidente que es un espacio sin 
proceso de articulación interna, sin la presencia de los factores que presentan San Joa- 
quín y San Ignacio de Moxos. 

Con la municipalización, la tercera sección de la provincia Mamoré se convirtió 
en el municipio de Puerto Siles conformado por cinco comunidades. Ya señalamos 
que Puerto Siles no fue un centro misional ni tampoco funcionó como un espacio 
autonómo, en todo caso, siempre estuvo dependiendo de la administración de San 
Joaquín. Por otro lado, aparte de Puerto Siles, las cuatro comunidades que forman el 
municipio tienen diferente origen poblacional y étnico, las familias provienen de dis- 
tintos lugares, principalmente de la provincia Yacuma, ya que muchas de las familias 
son de origen movima. No existe una articulación interna entre las comunidades y de 
éstas con Puerto Siles, porque no tienen el mismo origen étnico, no hay vínculos fami- 
liares, no existe un centro urbano como lugar de mercado, y además tampoco se com- 
parte una historia común o un santo patrono que los invite a compartir tradiciones 
religiosas. Podemos señalar que estas comunidades existen como espacios huérfanos 
de sociedad local. 


6.2. H espacio local y su relación con el municipio 

En el proceso de municipalización en San Joaquín se ha dado una coincidencia entre el 
territorio municipal y el sistema de relaciones del espacio local y no se han producido 
conflictos de división territorial con relación al espacio local, más bien se ha coadyuvado 
a articular nuevos espacios. Con relación a Puerto Siles, es parte de otro municipio, pero 
antes ya formaba parte de otra sección, por lo que su “asignación legal” al municipio de 
Puerto Siles no ha significado una división. Sin embargo, las relaciones con el espacio 
local de San Joaquín permanecen. Otro resultado es la inicial articulación de los moré en 
el proceso político local generado por municipalización. 


Efectivamente tenemos la suerte de que la división política nos salió bien, no hemos tenido la desgra- 
cia en las comunidades de que la división política se nos ha sobrepuesto sobre la división social del 
espacio que había en esta sociedad, no tenemos problemas en San Joaquín. Lo que sí hay es un gran 
descubrimiento del área rural a partir del conocimiento de la participación popular, de alguna mane- 
ra se ha acentuado la integración, hay una comunicación fluida del gobierno municipal anterior, pero 
por otra parte San Joaquín nunca las había tenido tan lejos porque tiene una carretera Puerto Siles- 
San Joaquín y en torno a esta carretera están las comunidades y de alguna manera han estado integradas 
a San Joaquín, nunca fueron extrañas (Alcalde de San Joaquín, S1/10/2/00). 
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La dependencia de Puerto Siles hacia San Joaquín prácticamente ha disminuido, ya la participación 
popular, los fondos vienen directo acá, al municipio. Antes por ejemplo no había repartición de dine- 
ro así, todo venía por la corporación, donde Puerto Siles dependía de San Joaquín, hacía su pedido, ya 
de San Joaquín se iba a Trinidad, pero desde la participación popular ya cada recurso viene destinado 
a cada municipio, con la descentralización. Yo tuve un gran apoyo de la gente joaquiniana a Puerto 
Siles, colaboraron acompañando en la campaña a las comunidades que pertenecen a Puerto Siles, 
tanto los dirigentes políticos como los candidatos a alcaldes de San Joaquín (Alcalde de Puerto Siles, 
SJ/27/4/2000). 


En San Joaquín se ha obrado de manera pragmática y coherente con la lógica del 
espacio local, con el objetivo de consolidar una mancomunidad con Puerto Siles, pero 
sin buscar una fusión del municipio de Puerto Siles a San Joaquín, porque es “preferible 
que reciban sus recursos, que trabajen sólos, lógicamente mancomunados” (Alcalde de 
San Joaquín). Respecto a esta mancomunidad —propuesta por la participación popular— 
entre San Joaquín y Puerto Siles, es un proyecto viable favorecido por la lógica de relacio- 
nes del espacio local. Al respecto, pensamos que hay viabilidad de mancomunidad en 
tanto dos o más municipios no tengan previos conflictos de disputa territorial sobre cier- 
tas áreas, cada uno con sus propios argumentos como hoy ocurre en varios municipios 
del Beni, en particular en San Joaquín con relación a San Ramón y en San Ignacio con 
Santa Ana del Yacuma. Unos reivindican a partir de derechos históricos y de articulación 
real al espacio local y otros a partir de la asignación del Estado por medio de la Ley de 
Participación Popular. Como hipótesis plateamos que la mancomunidad tiene posibili- 
dad de funcionar donde hay una lógica de relaciones entre espacios locales y no existen 
disputas territoriales. 

Contrariamente a lo que presenta San Joaquín, la municipalización está generando 
conflictos entre lo municipal y el espacio local de San Ignacio, sobre todo porque parte 
de esta área es reclamada como propiedad del municipio de Santa Ana. Sin embargo, la 
dinámica de la municipalización no ha cambiado la relación del área y sus actores con la 
sociedad local, con sus procesos políticos y su sistema cultural, ayer como ahora siguen 
articulándose en este espacio local. 

Con los cantones San Lorenzo y el TIPNIS también hay conflictos, pero la situación 
es diferente porque la disputa viene de movimientos internos, de actores locales que 
reclaman por su exclusión en el proceso político local y en el gobierno municipal. En 
las elecciones municipales, los candidatos de ADN y MNR organizaron las campañas polí- 
ticas en aquellas zonas pero no incluyeron candidatos oriundos de la zona en la lista de 
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concejales. La formación de pueblos como San Lorenzo y San Francisco o comunidades 
como en el Isiboro Sécure, en la provincia Moxos no tiene parecido con Puerto Siles 
frente a San Joaquín, aquéllas no se formaron como parte de alguna relación comercial o 
movimiento poblacional. Como ya destacamos fueron procesos de ocupación sin víncu- 
los directos con el proceso de formación del espacio local de San Ignacio. En el caso de 
aquellos cantones que se sienten ajenos a San Ignacio es evidente que la municipaliza- 
ción no está operando como un factor generador de un sentido de pertenencia y de 
articulación al territorio municipal y menos al espacio local. 

Recientemente, en el marco de la municipalización y la elaboración del plan de 
desarrollo municipal (PDM) entre las élites locales del área urbana de San Ignacio se ha 
manifestado la necesidad de formación de nuevos cantones en la sección de provincia, 
que implique además una reasignación de límites cantonales. Empero, desde otros espa- 
cios y sectores del municipio también se hicieron demandas de creación de nuevas sec- 
ciones. En efecto, desde el TIPNIS algunos dirigentes de comunidades están demandando 
la creación de un nueva sección en la provincia Moxos, en busca de la creación de un 
nuevo municipio, para encontrar apoyo entre los actores regionales en relación con el 
conflicto con Cochabamba, aunque se prevé que algunos grupos con poder político de 
San Ignacio van a tomar una posición contraria. Lo importante es señalar que son inicia- 
tivas que tienen una diferencia frente a la municipalización como ordenamiento territo- 
rial, porque surgen desde el municipio y son procesos tendientes a una nueva 
configuración interna de estos espacios estatales. 


6.3. Integración espacial desde las comunidades 
Los actores locales del campo se vinculan con las comunidades y se articulan al espacio 
local, pero no han cambiado ni han sido desplazados con la municipalización. Es decir, la 
asignación de un territorio del espacio local a otro municipio, no ha cambiado la articula- 
ción de las comunidades con aquel espacio, el ejemplo más representativo es el TIM con 
relación a San Ignacio. Los comunarios se incluyen en el mundo urbano por motivos de 
parentesco, por los valores religiosos o por el folklore, como pautas tradicionales de 
articulación, a las que se agregan gestiones ante el gobierno municipal y la participación 
en actividades de las organizaciones indígenas y las ONGs. 

Al proceso de articulación coadyuvan las distancias, las vías de transporte y la pre- 
sencia de un mercado local centralizado en el área urbana. Sin embargo, la articulación 
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interna no quita un relacionamiento con otros espacios. Por ejemplo, encontramos co- 
munidades en San Joaquín que tienen un mercado externo al espacio local —Peñitas, en 
Costa Márquez, Brasil, Chaco Lejos y Bahia, en Guayaramerin— pero no es un factor que 
determine un cambio respecto a su articulación al espacio local de San Joaquín. En San 
Ignacio, comunidades como Bermeo, Argentina o Fátima se relacionan también con el 
mercado de Trinidad. 


6.4. ¿Un "nacionalismo local"? 

Ya señalamos que con la municipalización, en las sociedades locales del Beni surgió una 
“conciencia cuantitativa” del espacio, expresada en la necesidad de poner límites, “sentar 
soberanía” y establecer una cartografía del territorio municipal elaborado en base a la 
sección de provincia. En este contexto se manifestaron conflictos de límites y pugnas por 
áreas entre municipios, pero sobre todo entre determinados actores locales, ya que la 
defensa de una parte del territorio municipal no necesariamente es una posición de con- 
senso de los actores locales de un municipio. Puede ocurrir que un actor local adopte o 
se adhiera a la posición del otro municipio en conflicto o proponga una tercera posición 
que sería, en este caso, demandar la creación de otro municipio. En estas circunstancias, 
la sociedad local piensa y controla su espacio en función a ciertos criterios de legitimidad 
que son los que dan lugar a poseer o sentir como propios partes o grupos sociales de ese 
espacio (Giddens, 1995). 

La iniciativa de sentar soberanía opera en base a diferentes criterios de legitimidad 
propios del contexto histórico de la sociedad local, como los hechos históricos que se 
remontan a las misiones, los procesos de ocupación, la interpretación de las leyes respec- 
to a los límites, etc. De cualquier manera, para San Joaquín y San Ignacio, frente a San 
Ramón y Santa Ana, los conflictos son factores de articulación en torno a los cuales se 
está tratando de unir al sistema de actores del espacio local. 

La posición de San Joaquín toma en cuenta las referencias de límites señaladas en 
las leyes de creación de la provincia y la sección y no se atienden otros criterios como el 
origen étnico o espacial de la gente del lugar, puesto que el área en disputa no fue ni está 
habitada por comunidades joaquinianas, solamente existen propiedades ganaderas, cu- 
yos dueños residen en Trinidad, San Joaquín y San Ramón 

En San Ignacio la disputa de límites con el municipio de Santa Ana se torna más 
compleja, pero presenta mayores elementos que sustentan su legitimidad. Particularmente 
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el uso generalizado de “lo indígena-ignaciano” es un argumento de legitimidad en dos 
sentidos, por un lado, señala que los indígenas ignacianos ocupaban el área incluso antes 
de las misiones, es decir, era un territorio de los ignacianos originarios. Por otro lado, se 
argumenta que el área en disputa ha sido reocupada por los descendientes de los indíge- 
nas ignacianos que vivían en San Ignacio y formaron las comunidades, lo cual es evidente 
según los datos de la historia misional. 

Lo llamativo es que ciertos actores urbanos —entre ellos ganaderos, miembros del 
comité cívico, emenerristas, adenistas y miembros del gobierno municipal— identifica- 
dos como opositores a los derechos y las demandas de los indígenas reconocen la vigen- 
cia de lo indígena-ignaciano como componente central de la identidad de San Ignacio y 
por tanto como argumento histórico para reclamar el área en disputa. Pero estos actores 
ya no actúan con la misma lógica a la hora de referirse a los territorios indígenas del TIM 
y el TIPNIS, o la participación de los indígenas en el gobierno municipal, optando más 
bien por la negación y el cuestionamiento. No obstante está contradicción, es interesante 
que los dirigentes de las comunidades y de la subcentral del TIM tengan una posición 
clara a favor de San Ignacio respecto al conflicto con Santa Ana, además siguen funcio- 
nando con relación al espacio local de San Ignacio, lo que demuestra el papel importante 
de los factores históricos y los actores locales en la articulación del espacio como vere- 
mos más adelante. 


Para empezar nosotros le hemos pedido a Santa Ana del Yacuma que nos muestre (...) un decreto que 
(diga dónde) se creó la provincia Yacuma con su capital Santa Ana y no existe. La provincia Moxos 
siempre es conocido que sus límites es el Moseruna y no río Apere como dicen los movimas, y no 
tiene sentido ser capital espiritual del cono sur si no tenemos nosotros nuestra Loma Santa y todo eso 
que es lo que ellos se quieren llevar veinte comunidades que nunca han sido del Yacuma y siempre 
han sido atendidos por Moxos. El problema con Santa Ana radica en los veinte núcleos escolares que 
ellos quieren, si nunca lo han atendido y están demasiado lejos y siempre fueron de la provincia 
Moxos, entonces qué quieren hacer (Comité Cívico, San Ignacio, 14/1/00). 


Los teóricos de la municipalización territorial (Vega, 1993: 54, Ardaya, op. cit.: 96) 
han puesto énfasis en el desarrollo de la identidad como hipótesis central que puede 
expresarse en el sentirse parte de un espacio o de una comunidad, en el sentirse dueño 
de un territorio (Arocena, Op. cit.). En este sentido, desde la municipalización y sus segui- 
dores, se suponía o se daba por probada la emergencia de una toma de conciencia sobre 
el espacio territorial y su respectiva organización, el retorno de una lógica territorial o una 
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conciencia territorial, en sentido de que todo municipio y toda comunidad quiere ahora 
saber con precisión cuáles son sus límites. 

Desde la municipalización, los actores urbanos, principalmente alcaldes, conceja- 
les y cívicos, están tomando posición respecto a fijar el espacio municipal y los límites del 
municipio, y por ello han surgido las disputas con los municipios vecinos, con San Ra- 
món en el caso de San Joaquín y con Santa Ana del Yacuma con relación a San Ignacio. 

Por otra parte, se reconoce que una condición para la existencia de una sociedad 
como sistema es la posesión de un espacio sobre el cual sus actores tienen una serie de 
“códigos” de legitimidad. En este proceso los argumentos principales de legitimación 
que exponen tanto San Joaquín como San Ignacio son diferentes, aunque la intensidad 
de la disputa parece ser la misma. En San Joaquín ya señalamos se exponen como argu- 
mentos las referencias a los límites y la ocupación territorial que provienen de las leyes 
de creación de la provincia Mamoré. 

La disputa con San Ramón recae sobre un área que no involucra a ninguna comuni- 
dad del espacio local de San Joaquín, pero es ocupada por estancias ganaderas de perso- 
nas que residen tanto en San Joaquín, San Ramón como en Trinidad. San Joaquín como 
solución plantea que las propiedades de ganaderos joaquinianos se queden como parte 
del municipio, y aplicar el mismo procedimiento para el caso de San Ramón, pero las 
negociaciones entre ambos no han podido culminar en soluciones concertadas, lo que 
está provocando la postergación de proyectos como la carretera Trinidad—Costa Márquez. 
Lo evidente es que la municipalización está generando en algunos actores locales un 
“sentimiento nacionalista” respecto a la defensa de los territorios que se reivindican como 
propios, aunque son posiciones que no responden a un consenso general. 

Para San Ignacio los conflictos de límites con Santa Ana involucran solamente a 
los actores locales del espacio local, es menos visible la participación de actores de 
otros cantones, porque de hecho lo que se está peleando es un territorio ignaciano y 
no un territorio de todos los actores de la provincia. Ahora bien, en este conflicto, los 
principales protagonistas de la disputa son el gobierno municipal, el comité cívico y la 
subcentral del TIM, aunque los otros actores coinciden en enfatizar que San Ignacio 
tiene la legitimidad. 

No obstante, esta “conciencia territorial” no implica la emergencia de una 
identidad territorial cuya referencia espacial sea el municipio o lo municipal. En todo 
caso, es evidente que el tema de límites y la conciencia territorial se clarifican con la 
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municipalización, siendo uno de los efectos que las elites urbanas comiencen a pensar en 
áreas y comunidades que antes no tomaban en cuenta. 


6.5. ¿Expandir el espacio local o dividir el municipio? 

Otra de las hipótesis centrales de la municipalización es la articulación política que involucra 
a espacios territoriales y sectores sociales diversos en la dinámica del proceso político 
local, en sus principales instituciones y espacios de poder, y que luego tiene influencia en 
la formación de una comunidad municipal. 

En San Joaquín un indicador de la articulación es que entre sus actores locales o 
desde sus subespacios (cantones y comunidades) no han surgido reivindicaciones o de- 
mandas que cuestionen la viabilidad del municipio o actores que se hayan excluido del 
proceso político local, ya sea como protesta por la falta de inversión o por no compartir 
un sentimiento de pertenencia al espacio local. Al contrario, existe una predisposición a 
mejorar la articulación de las comunidades en la sociedad local y el caso más ilustrativo es 
la presencia de los moré en San Joaquín y su reconocimiento entre los actores locales . En 
ese sentido, los actores locales proyectan un “sentimiento optimista” respecto al proceso 
de municipalización y sus hipótesis, al papel de sus autoridades y a la trayectoria de la 
sociedad local como municipio. 

En San Ignacio de Moxos, en cambio, la municipalización está tomando otros rum- 
bos respecto a la hipótesis de la articulación política y la integración social. Los actores de 
los otros cantones no se sienten integrados en el proceso político local del municipio ni 
han insistido en la integración en “bien del municipio”. Lo que nos lleva a concluir que la 
municipalización no está siendo utilizada como factor coadyubante en la formación de 
un sentido de pertenencia a la comunidad municipal. 

Ahora bien, la integración se torna más difícil porque aquellos espacios y sus acto- 
res no formaron parte en la construcción del espacio local de San Ignacio, son resultado 
de procesos diferentes que tienen otra trayectoria histórica. Entre los actores hay un 
sentimiento de exclusión, principalmente en la política, que no ha logrado insertar a 
representantes de estos espacios en la composición del gobierno municipal o en otras 
oficinas del Estado, con una tendencia a centralizar las inversiones en el área cercana a 
San Ignacio. Esto explica las demandas actuales de creación de nuevas secciones y, por 
consiguiente, de nuevos municipios en la provincia Moxos, sobre todo de San Lorenzo de 
Moxos y el TIPNIS, como una respuesta a las dificultades de articulación con San Ignacio. 


San Lorenzo tienen como punto de referencia a Trinidad, tanto la gente carayana como la gente 
indígena, incluso en San Lorenzo los trinitarios indígenas festejan la fiesta de la Santísima Trinidad, las 
comunidades se originan con gente que vino de allá y eso queda en la memoria. Mucha gente de San 
Lorenzo, sobre todo del pueblo, tiene familia en Trinidad, entonces allá se dirigen. Es interesante 
cómo cambia esta situación, hubo un tiempo que San Lorenzo se articulaba a Cochabamba por el 
comercio de la carne en avión, su punto era Cochabamba, allí vivían muchos lorenzanos, ahora es a 
Trinidad. Para los lorenzanos la carretera a San Ignacio va ser una escala, una estación hacia Trinidad, 
en cambio para los ignacianos de las comunidades, San Ignacio es un punto final (Dirigente vecinal, 
San Lorenzo, 10/11/99). 


Hacia San Ignacio hay mucha dificultad de llegar, pero por otro lado no existe la voluntad de tomar en 
cuenta al TIPNIS, no se ha visto un apoyo fuerte del municipio a las comunidades, el TIPNIS es un 
distrito municipal de nombre, no ha servido para administrar mejor porque en San Ignacio no hay 
condiciones, no se hace participar porque además es muy dificil llegar a San Ignacio (Dirigente del 
TIPNIS, Trinidad, 11/12/09). 


Las demandas de nuevos municipios en la provincia Moxos ha sido expresada pú- 
blicamente por las radios y la prensa. En el XIX Encuentro de Corregidores, los dirigentes 
y comunarios del TIPNIS demandaron al prefecto del Beni su constitución en una nueva 
sección municipal, “como una medida de protesta a la situación de olvido a la que los ha 
sometido el municipio de San Ignacio de Moxos, al que pertenecen”. La demanda hace 
mención además a la falta de asistencia hacia la zona, pese a que por mandato de la Ley de 
Participación Popular debe corresponderle una parte de los recursos que llegan para el 
municipio de San Ignacio (La Palabra del Beni, mayo de 1999). 

En el comité cívico y los políticos en función de gobierno hay una fuerte oposición 
a las demandas de nuevas secciones, sin embargo, el tema ha sido usado como oferta 
política para ganar votos de San Lorenzo durante las elecciones nacionales de 1991. So- 
bre el tema resaltamos que la oposición de algunos políticos en San Ignacio a estas de- 
mandas no parece ser una posición oficial ni unívoca de los partidos (ADN -MNR) de la 
dirigencia departamental y los líderes políticos de San Ignacio, porque, ahora es difícil 
que tomen decisiones conjuntas emenerristas y adenistas, porque no existe un actor 
articulador reconocido como legítimo que los lleve a tomar una posición única, y porque 
en las elecciones municipales la votos de los lorenzanos hicieron ganador al actual alcal- 
de, lo que ha generado un resentimiento entre dirigentes del partido opositor MNR. 


Aquí, hace tres o cuatro años, Guiteras prometió segunda sección a San Lorenzo si ganaba ADN y 
ganó pero resulta que aquí en San Ignacio lo pararon, cuando se enteraron, han movido a Guiteras 
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para que vuelva atrás y los dejó plantados a la gente de San Lorenzo, aquí movieron cielo y tierra para 
que se quite la segunda sección. Por otra parte, el TIPNIS también tiene un planteamiento, estamos 
viendo ahora creo que lo conseguirá como segunda sección (Párroco de San Ignacio, 13/1/00) 


En la tarea de impulsar la articulación del espacio municipal y de sus actores en el 
proceso político local, entre 1995 y 1997 la Dirección Nacional de Organización Territo- 
rial Administrativa (DNOTA) promovió la formación de distritos municipales. En el se- 
gundo año de la municipalización, funcionarios especialistas apoyaron a los gobiernos 
municipales de San Joaquín y San Ignacio en la distritación del municipio con el objetivo 
de optimizar el uso de los recursos y la relación entre los subespacios y el gobierno 
municipal (Pardo, 1997: 57). Pero la formación de distritos municipales y su articulación 
al municipio no pasó de ser de un acto administrativo, no porque sea una política negati- 
va en sí misma, sino porque requiere de otras condiciones estructurales, como una arti- 
culación previa al espacio local, políticos con una nueva cultura política dispuestos a 
trabajar con una “lógica descentralizada e inclusiva”, que todavía no se ha desarrollado 
entre los grupos locales con poder político. 

Además de esta iniciativa externa, son destacables también las movilizaciones inter- 
nas por reorganizar la división del territorio desde la sociedad local, como la formación 
de las TCOs o los intentos por formar nuevos cantones. 

Por último, es correcto afirmar que el éxito de la municipalización, es decir, la veri- 
ficación de sus hipótesis, no depende de sí misma sino del desempeño de los actores 
locales, principalmente de los gobiernos municipales. Pero justamente una de las críticas 
que hacemos a los autores y seguidores de esta política es que se ha presupuesto actores 
decididos a ponerse al servicio de la municipalización, abiertos a dejar de lado todos sus 
intereses, sus prácticas y sus creencias. Por lo mismo, nos queda la hipótesis de que con 
políticos locales con una permanente disposición a involucrar los espacios y sus repre- 
sentantes en la gestión del municipio y en la composición del gobierno municipal, la 
configuración del municipio como espacio y sociedad local es viable, pero justamente 
este tipo de políticos no están surgiendo con la municipalización. 

La influencia de la municipalización respecto a la conciencia del límite espacial y de 
sus componentes —las comunidades— aún no es visible porque muchos actores no co- 
nocen los límites del territorio municipal, pero sí reconocen e identifican a las comunida- 
des que se articulan en el espacio local y el territorio que les pertenece, aunque no tienen 
en cuenta a todas las comunidades que forman parte del municipio. 
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7. ¿Los actores locales tienen proyecto? 


7.1. Su relación con el espacio y sus áreas de acción 

En la concepción de la sociedad local se ha otorgado un papel central a los actores locales 
en dos perspectivas: por un lado, como motor y expresión del desarrollo local, como 
protagonistas principales de la configuración del espacio local (Barreiro, op. cit.: 145), de 
otro, como medio de relación con otros actores externos y, por tanto, como directos 
“receptores” de los procesos políticos que provienen de ámbitos regionales o nacionales. 
A su vez, todo actor local tiene un sistema de acción, define un espacio, representa unos 
intereses y es portador de una lógica de acción; construye su espacio ya sea porque de 
allí provienen sus bases sociales o porque allí se encuentran objetivos e intereses que 
deben tomarse en cuenta o representarse (Arocena, op. cit.: 146 y 75). En la sociedad 
local, la condición de ser actor local es fundamental en la relación con un espacio local 
concreto y con unos objetivos que llamamos la base territorial y política. Al respecto, la 
municipalización define un territorio municipal como espacio de acción y de decisión del 
gobierno municipal, además como área de acción del sistema de actores que debe articu- 
lar el comité de vigilancia. Esta “asignación” de territorio y de roles políticos están orien- 
tados a generar efectos en ámbitos como el de una identidad local y la integración —social 
y política— de los espacios y sectores en una “comunidad municipal”. 

En este contexto, los actores locales respecto a su ámbito de acción, en los munici- 
pios de San Ignacio y San Joaquín, tienden a funcionar en la lógica del espacio local, 
aunque en unos casos mantienen su antiguo ámbito de acción, o en otros están 
redefiniendo su lógica con relación a ese espacio. El cabildo y las juntas vecinales son 
casos particulares que están manteniendo su base urbana por sus propias características 
de ser organizaciones dentro el pueblo. En cambio, los actores surgidos con el proceso 
de municipalización reconocen como su ámbito de acción al municipio, justamente por- 
que antes no existían como parte del sistema de actores del espacio local. El reconoci- 
miento no quiere decir, sin embargo, que mantengan una relación efectiva con el espacio 
municipal y sus actores. 

Destaca la dinámica del gobierno municipal de Puerto Siles que está vinculada a la 
dinámica de San Joaquín. Esa relación tiene que ver con los partidos, pero se facilita por 
las relaciones del espacio local. Si los alcaldes de ambos municipios reconocen la posibi- 
lidad de la mancomunidad es porque existe ese antecedente que responde a la lógica de 
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relaciones de la sociedad local. Una relación similar no se daría, por ejemplo, con San 
Ramón, por más que los gobiernos municipales sean del mismo partido. Con esa misma 
lógica funcionan las relaciones en el ámbito político, el accionar de los partidos. Esa situa- 
ción se destacó en las elecciones municipales. 

Respecto al comité de vigilancia de San Joaquín si bien éste reconoce el alcance 
municipal de su rol, no actúa en consecuencia, al menos desde la perspectiva de los 
actores comunales y las organizaciones indígenas, es decir, el comité no actúa en las 
comunidades ni articula al sistema de actores “sujetos de la participación”. Algo similar se 
puede decir del comité cívico que, aunque también se reconoce como representativo 
dentro el municipio, antes nunca articuló a los espacios cantonales y actores comunales, 
menos a sus intereses. 

Los argumentos de los actores locales permiten hacer un seguimiento a esta 
redefinición de su acción con relación al espacio local. Por ejemplo, en la actividad políti- 
ca de los partidos —MNR, ADN, MIR— durante las elecciones, la campaña electoral de San 
Joaquín y Puerto Siles se desarrolló en coordinación y apoyo de “recursos y candidatos”. 
Se puede decir que en este nivel funciona una especie de mancomunidad política pues la 
relación cercana es visible entre los alcaldes de ambos municipios. Desde luego, la rela- 
ción política podría bloquearse si los alcaldes fuesen de dos partidos diferentes, sobre 
todo porque los dirigentes locales responden a direcciones políticas departamentales, 
antes que a lógicas y necesidades internas, pero no implicaría la anulación de las otras 
formas de relación vigentes en el espacio local. 

En San Joaquín, actores “antiguos” como la parroquia o la subcentral han reorien- 
tado su accionar hacia el ámbito del espacio local, aunque ellos se refieren a éste como al 
municipio. En el caso de la parroquia es interesante observar su “reacomodo” al espacio 
local y la importancia de su rol como referente de articulación a partir del factor religioso. 
En este sentido se puede decir que la parroquia se está “haciendo” municipal, antes su 
espacio de acción era más amplio, llegando a gran parte de la provincia Mamoré, pero 
hoy San Ramón ya tiene su propia parroquia. No ocurre lo mismo con Puerto Siles que 
depende de la dinámica religiosa de San Joaquín. 


Se trabaja con las comunidades de San Joaquín, Peñitas, las de la pampa como San Pablo, Las Moscas, 
como también con Puento Siles y Altura el Carmen, antes hasta estas comunidades se llegaba, ahora 
esto no ha cambiado, pero se puede decir que ahora trabajamos más con lo que es el municipio, 
pero no se llega donde los moré. La jurisdicción de la parroquia comprendería lo que ahora es el 
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municipio de San Joaquín y el municipio de Puerto Siles, pero antes de que haya el municipio era 
nomás el mismo área, teníamos todo lo que estaba en el río Machupo, era de San Joaquín, comunida- 
des de la pampa más comunidades de Puerto Siles (Párroco de San Joaquín, 23/1/2000). 


En el caso de San Joaquín, inicialmente la subcentral surgió como una organización 
indígena de la provincia Mamoré pues involucraba en su fundación a las comunidades de 
las tres secciones, sin embargo, actualmente la subcentral tiende a ser una organización 
limitada al espacio local y municipal. Recordemos que desde 1992 la subcentral interpuso 
una demanda de “territorio colectivo” para el “pueblo joaquiniano” que se extiende por 
los tres municipios de la provincia y que involucra como “beneficiados” a las comunida- 
des de éstos; pero hoy día, la dinámica de la organización de sus dirigentes está tendien- 
do a involucrar a las comunidades de “origen joaquiniano” incluyendo Puerto Siles y 
Altura el Carmen. 

La subcentral se involucró en las movilizaciones de la CPIB por el reconocimiento 
de “territorios indígenas”; sus primeras acciones y demandas se adscribieron a 
movilizaciones ante el Estado. Su primera experiencia de acción frente al gobierno muni- 
cipal fue la demanda de personería jurídica para las comunidades del municipio, lo que a 
su vez fue el primer antecedente hacia la reducción de su espacio de acción-representa- 
ción que era la provincia Mamoré, ya que sus dirigentes no tomaron parte en los trámites 
de personería de las comunidades de los municipios de San Ramón y Puerto Siles. 

A partir de 1997, la subcentral se involucró en demandas orientadas al gobierno 
municipal y al propio sistema de actores. Fue importante su participación en el proce- 
so de formulación del PDM junto con dirigentes comunales. Entre otras cosas deman- 
daron que los actores locales, a través del PDM, reconozcan el derecho de territorio 
para las comunidades del municipio y también un proyecto de reasentamiento de fa- 
milias para evitar la erosión de las tierras comunales. Es evidente que el alcance de su 
rol de representación se está reduciendo al ámbito municipal, aunque en la demanda 
de “territorio joaquiniano” se mantienen varias comunidades de los municipios de 
Puerto Siles y San Ramón. 

La subcentral de San Joaquín, no obstante su nombre, involucra en su movimiento 
a dos comunidades del municipio de Puerto Siles: Puerto Siles y Altura el Carmen, comu- 
nidades que forman parte del espacio local; sin embargo no es la única organización 
representativa de las comunidades indígenas en el municipio, ya que también existe el 
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Consejo del pueblo moré que representa a una comunidad indígena ubicada en la fronte- 
ra con Brasil. Después de siete años de la participación popular, la subcentral ingresó en 
la competencia electoral por la alcaldía, en alianza con el MIR. 


Trabajamos en las elecciones con las comunidades joaquinianas como Peñitas, San Pablo, Las Moscas, 
Chaco Lejos, de allí salieron candidatos, en las actividades de la subcentral ahora tenemos más rela- 
ción con estas comunidades, aunque todavía defendemos la demanda de territorio para comunidades 
de los tres municipios, pero allá ya tienen sus propias autoridades municipales (Dirigentes de la 
Subcentral, San Joaquín, 23/1/2000). 


El ingreso del Concejo del pueblo moré en el proceso político de San Joaquín es 
reciente. Surgió como una organización que se articuló al movimiento indígena del Beni 
con sede en Trinidad, con una demanda de territorio, es decir, al principio no tenían 
ninguna relación con oficinas del Estado en la provincia Mamoré. Sin embargo, en 1996 el 
Consejo ya había solicitado personería jurídica como pueblo indígena, lo que produjo un 
fuerte debate con el gobierno municipal de San Joaquín. Desde 1997 buscó articularse al 
espacio municipal y a los procesos políticos dentro del municipio de San Joaquín. En 
1998 los concejales aprobaron la personería jurídica, y desde entonces, los alcaldes toma- 
ron la iniciativa de acercarse a los moré con asistencia social y proyectos, medida que 
cuenta con el apoyo de los demás actores locales del municipio. 

En San Ignacio, la mayoría de los actores locales organiza sus acciones en función al 
espacio local: la parroquia, las ONGs o las organizaciones indígenas trabajan en ámbitos 
propios del espacio local, que comprende el TIM y las comunidades ubicadas entre San 
Ignacio y la carretera a Trinidad. 

Más allá del espacio local, es decir en los límites del municipio, los actores locales 
de los cantones desarrollan sus acciones en función a sus propios espacios y factores de 
articulación, prueba de ello es cada uno de estos tiene “organizaciones propias”; un co- 
mité cívico, una asociación de ganaderos, una subcentral, un cabildo indígena, una parro- 
quia, y un agente cantonal aunque sin mayor protagonismo en el desarrollo local . 

Las subcentrales indígenas son organizaciones que articulan a varias comunidades 
que, de acuerdo a la tipología de la participación popular, serían las asociaciones comuni- 
tarias. En el municipio existen seis organizaciones supracomunales, las subcentrales de 
San Ignacio, San Lorenzo, San Francisco, Desengaño, TIM y TIPNIS. En el espacio local 
de San Ignacio en cambio existen dos subcentrales: una formada por las comunidades 
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cercanas a San Ignacio, incluyendo aquellas establecidas en la zona carretera, y la otra por 
las comunidades del TIM. La primera fue formada en 1987, en base a comunidades que 
actualmente forman parte del TIM, con sede en San Ignacio. Desde su formación, sus diri- 
gentes reivindicaron la representación de los derechos de las comunidades ignacianas. Des- 
pués de la marcha indígena en 1990 emergió el TIM como un territorio con organización 
propia, otra subcentral que desde entonces representa a 17 comunidades que existen allí. 


7.2. ¿Atrapados por la política? 
En este acápite nos referimos a la autonomía local, así como a la relación entre siste- 
mas externos y los actores locales. Respecto a la autonomía, la municipalización ha 
provocado un doble resultado, tanto con el municipio, el gobierno municipal como 
con los actores locales. Una de las ofertas principales de la municipalización ha sido la 
autonomía local como condición para generar un proceso de desarrollo local desde la 
posición de los actores y las condiciones de la realidad local. En este objetivo de cons- 
trucción de autonomía, la garantía de los recursos estatales es uno de los aspectos más 
difundidos por la política y más valorado por los actores locales. Por otra parte, se está 
logrando autonomía económica del gobierno municipal con relación a la capital aun- 
que no con relación al Estado. 

Pese a lo anterior, se observan nuevas formas de dependencia que implican pérdi- 
da de autonomía y legitimidad, lo que debilita el cumplimiento de roles de control o 
representación de los ciudadanos. Así, algunos dirigentes locales, aunque no partidarios, 
suelen adherirse a un partido (MNR o ADN), lo que provoca su “etiquetamiento” como 
dependientes, subordinados, etc. En San Ignacio, la carencia de autonomía es más visible 
con relación a los “sujetos de la participación popular” como se denomina al comité de 
vigilancia y las juntas de vecinos, o a organizaciones tradicionales como el comité cívico. 


Lo que ocurre hoy en día es que muchas de las instituciones son políticas, los políticos han dicho: 
-ella va ser la presidencia de la OTB, ella va ser de la otra-, a ellas las manejan, las manipulan, 
entonces no va funcionando nada, no vamos hablar para nadie pero eso es la verdad, es notable, 
no funciona por eso (entrevista a miembros del Club social, ex dirigentes del comité cívico de San 
Ignacio, 7/1/00). 


Las organizaciones vinculadas a la parroquia y los pueblos indígenas son la únicas a 
las que no se les ha relacionado políticamente ni se las ha “etiquetado” como vinculadas 
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o dependientes de dirigentes políticos locales, ni siquiera durante la alianza de los indíge- 
nas con el MIR en las elecciones municipales. Sin embargo sobre el tema es pertinente la 
siguiente hipótesis: 


La exclusión de las organizaciones puede haber tenido la virtud de no interferir con las organizacio- 
nes iradicionales de los pueblos indígenas, y mantenerlos aislados para que desarrollen sistemas 
propios de representación fuera del ámbito de la administración publica. Si tiene sentido este tipo de 
análisis, es posible pensar que la municipalización y la inclusión de los pueblos indígenas a la dinámi- 
ca democrática del poder local, terminará destruyendo elementos organizativos culturales de gran 
valor para el desarrollo independiente de los pueblos (Bazoberry, op. cit.: 1). 


En cuanto a la autonomía local que implica la capacidad de acción independiente 
de los actores locales con relación a actores externos, antes de la participación popular la 
autonomía de las organizaciones tenía que ver también con su capacidad de movilizar 
recursos, desde su interior, sobre todo en las juntas vecinales, implicaba la participación 
de las bases en la solución de problemas del vecindario. Ahora varios actores locales 
perciben efectos negativos a la cultura de autogobierno que se había desarrollado ante la 
ausencia larga del Estado en los espacios locales, comunidades y zonas vecinales. En el 
caso de las juntas vecinales, cabildo de los pueblos indígenas y comité cívico, además 
no han podido transitar de una lógica de voluntariado a una lógica de actor militante, 
que implica ejercer los roles de la participación popular, es más, las juntas han reduci- 
do su propia lógica de voluntariado, al mismo tiempo que se percibe el fortalecimiento 
de una cultura rentista que se caracteriza por “esperar que los recursos lo hagan todo” 
(Finot, 1997). 


... las juntas vecinales son apáticas en el sentido de que cuando se requiere de una reunión 
hay que citarles unas tres o cuatro veces para que se reunan. Prueba de ello es que el comité 
de vigilancia esperó una semana para reunirlos y formar la asociación de juntas vecinales, 
pero no se llegó a formar esa asociación por falta de las directivas de las juntas vecinales (Comité de 
Vigilancia, S)/11/1/2000). 


Algo similar se percibe en San Ignacio, con énfasis en la injerencia de los políticos 
como factor desmovilizador y como traba a las OTBs. Las juntas vecinales están perdien- 
do la autonomía y la lógica de voluntariado que asumían en épocas en que no tenían 
roles legales reconocidos y los gobiernos locales no necesitaban de ellos. 
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7.3. ¿Quién elige? 
La municipalización ha venido a influir respecto a las formas locales de selección de líde- 
res y dirigentes: en las comunidades la elección de dirigentes vecinales y comunales man- 
tiene la misma mecánica, a través de asambleas con candidatos sugeridos 
espontáneamente; pero se advierten cambios en los criterios, tomando en cuenta la edad 
y las “habilidades” de gestión más allá del mundo comunal, es decir que sepan “moverse” 
en el pueblo, que sepan escribir y tengan conocimiento de las leyes. 

La diferencia entre las comunidades y juntas es que en las primeras existe un me- 
nor involucramiento de los políticos, en tanto que en las juntas se percibe una injerencia 
más fuerte de uno u otro partido. 


Ya no se puede elegir ningún subprefecto, a ningún corregidor del campo porque lo siguen eligiendo 
o le siguen dando el memorandum y eso va contra la ley. Ha pasado con el MNR y con la ADN, que 
eligen a pesar de decirles que no tienen derecho, siguen dando un memorándum y siguen obligando 
a poner el corregidor que ellos quieren, entonces ahí no hay ninguna posibilidad, pues la alcaldía es 
de ADN, prácticamente ha negado la participación popular. Lo que en la zona de Loreto con todas los 
de la ley elegimos a nuestro presidente que al poco tiempo impusieron a una presidenta de ellos y 
que además ha quedado la presidenta de juntas vecinales, entonces ahí la participación popular cero, 
yo estoy comprometiéndome este año a insistir que todos los barrios elijan sus juntas, pero libremen- 
te, por otro lado la presidenta del comité de vigilancia también tiene que ser elegida desde las OTBs 
y no de la alcaldía (Párroco de San Ignacio, 13/1/00) 


Con referencia a las elecciones municipales, lo novedoso fue el procedimiento de 
selección y legitimación de los actores de las organizaciónes indígenas que participaron, 
ya que los candidatos salieron de las reuniones y asambleas comunales. Así, en San Joa- 
quín nos decían: 


Hicimos una reunión y visitamos a las comunidades. Les hemos explicado el por qué queríamos partici- 
par dentro del gobierno municipal. Hicimos reunión en cada comunidad y ellos dijeron: —cómo no 
vamos a querer de que dentro del gobierno municipal tengamos nuestra representación de los pue- 
blos indígenas. Para llegar a entrar a la política y querer ocupar ese espacio, que nos brindó el MIR. De 
esa manera con esa confianza pensando de que los hermanos nos iban a apoyar y con la petición de 
los hermanos comunarios llegué a candidatear (Dirigente de la Subcentral, SJ/23/1/00). 


En San Ignacio, en el proceso de selección del candidato local por ADN hubo una 
fuerte intervención externa que incluso produjo conflictos internos entre militantes y 
familiares allegados a los dirigentes que postulaban a sus respectivos candidatos. Respecto 
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a los candidatos indígenas, los dirigentes de la subcentral procedieron a la selección en 
reuniones celebradas en San Ignacio, San Lorenzo y San Francisco de Moxos. 


Seleccionamos a los candidatos en la reunión de San Francisco ahí entre todos los dirigentes, ellos 
decidieron que haya sido o no dirigente pero que tenga arrastre en el movimiento, fue consenso del 
puebís que ellos decidieron (Subcentral de San Ignacio, 23/11/99) 


En San Joaquín, los dos partidos, ADN y MNR, hicieron designaciones desde la 
cúpula, con el visto bueno de los lideres externos y tomando en cuenta la “capacidad 
económica” del candidato, requisito que incluso perjudica a los propios líderes de parti- 
dos, como señala un dirigente de ADN: 


Yo no estaba en condiciones económicas, yo he venido soportando el peso de mantener un partido 
político en San Joaquín que es mucha responsabilidad, especialmente estos dos últimos años solo lo 
he mantenido en San Joaquín (...) yo no iba a ser un buen candidato porque el candidato del MNR 
tenía dinero, tenía todas esas cosas y no podía asumir ese reto de quedarme en la calle y gastar todo 
lo que tenía (Jefe de ADN, San Joaquín, 13/1/00) 


El criterio utilizado fue de llamar al Lic. Raúl Roca Calle para que se integre a la candidatura, lo invitaron 
y en diciembre del 98 aceptó como candidato. Posteriormente, para la elección de los demás concejales 
empezamos a discernir buscando la persona leal del partido (Dirigente local del MNR, SJ/11/1/00). 


Se ha demostrado que en el proceso electoral en los municipios intervienen de 
manera muy obvia los dirigentes regionales, con una lógica diferente a la que se espera 
en los ámbitos locales. 


7.4. Ganancia y escasez 
Con la municipalización se creó el “comité de vigilancia” como principal organización de 
la sociedad civil respecto a la gestión del gobierno municipal. Hoy es el principal nuevo 
actor reconocido en el espacio local más que en el municipio, pero que cuenta con legi- 
timidad y una valoración positiva de su rol por parte de los otros actores. El comité en- 
frenta limitaciones estructurales, entre éstas la carencia de recursos para la gestión, pero 
sobre todo el riesgo humano, sus dirigentes, que se supone deben asumir un posición 
pública, dejando de lado compromisos familiares y de amistad . 

Por ejemplo, en San Joaquín las falencias del comité de vigilancia tienen que 
ver con el contexto de la sociedad local, de relaciones muy cercanas entre vecinos y de 
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pobreza, que afecta un trabajo continuo y autónomo. Como no es un trabajo retribuido 
económicamente, los miembros están más ocupados en conseguir el sustento para su 
familia y apenas se reunen para cumplir sus funciones de vigilancia. En cambio, en San 
Ignacio no se reconoce la legitimidad del comité de vigilancia, por cómo se conformó y 
por su dependencia al partido gobernante. 

No obstante el rol protagónico que le reconoce la ley de la participación popular, 
nosotros percibimos que el comité de vigilancia tiene dificultades para consolidarse como 
un actor articulador del sistema de actores y de los “sujetos de la participación popular” 
y todavía no cuenta con “poder” para realizar el control social respecto a la gestión del 
gobierno municipal. No obstante, esto no sólo tiene que ver con la “politización” o la 
dependencia partidaria, sino habría que tomar en cuenta las características de la sociedad 
local, sus procesos de legitimación y cómo definen el poder en su propio sistema. 

Con la aparición del comité de vigilancia se debilitó el comité cívico como actor 
articulador del sistema de actores en el ámbito urbano, pero también quedaron en orfan- 
dad nuevos actores articuladores en las sociedades locales. 


Respecto al comité de vigilancia, yo creo que incluso hay otros actores más importantes a quienes 
más les va a preocupar al alcalde dar información, como son las juntas vecinales, comités de madres 
que dirigen la parroquia, entonces yo creo que aquí en San Joaquín hay otras instituciones que tienen 
más legitimidad para pedir cuentas que el comité de vigilancia, yo creo que el comité de vigilancia 
debería contar con la participación de estas instituciones (Alcalde de San Joaquín, SJ/10/2/00). 


A siete años de la participación popular ya ningún actor local le reconoce el papel 
de articulador urbano al comité cívico, que ha perdido su protagonismo y legitimidad por 
la falta de recursos para funcionar y por la relación cercana entre dirigentes cívicos y la 
militancia política. Antes, fundamentalmente encabezaba las demandas por recursos eco- 
nómicos y desempeñaba un papel importante como actor dirigente de las expectativas 
de desarrollo de las élites locales. 


El comité cívico tenía independencia económica para que funcione, no temíamos de que fulano 
nos eche en cara de que nosotros estamos recibiendo sueldo, ahora por la falta de recursos el 
comité cívico para poder movilizarse, ir a defender algún derecho de la provincia se ven en la 
necesidad primero de recurrir al alcalde sino al subprefecto, cómo se puede ser drástico para 
echar un vistazo a una institución de que da dinero para que salga, entonces ahí comenzó a decaer 
la fuerza del comité cívico (Miembros del Club social, ex dirigentes del comité cívico de San Igna- 


cio, 7/1/00). 
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Por otra parte, pudimos percibir que, tanto en San Ignacio como en San Joaquín, 
no se hace referencia al papel de los diputados uninominales y los consejeros departa- 
mentales, lo que demuestra que no se les reconoce como actores locales. Al parecer 
están funcionando como “actores enclaves” con una lógica aterritorial, es decir, actúan 
en espacios de la política departamental pero viven de espaldas a los territorios donde 
los designaron. Finalmente, destacamos que la municipalización no ha incentivado la 
llegada a San Joaquín de actores con "con lógica profesional” (Arocena, op. cit.), porque 
hasta ahora el sistema de actores carece de ONGs con residencia en el lugar. 

También la prefectura ha perdido protagonismo de actor local debido a la munici- 
palización. El papel del subprefecto se ha reducido a una posición secundaria en los 
procesos políticos locales y en el sistema de actores, no solamente por la carencia de 
recursos sino también la no aplicación de la descentralización desde la prefectura del 
departamento. 


Es así que el subprefecto se ha convertido en una persona solitaria que tiene que estar en su oficina, 
no va tener secretarias, ni recursos, se ha quedado tan sólo, la descentralización en ese sentido está 
malísima, porque ahí la prefectura es un palacio de gobierno. Hay una burocracia grandísima en la 
prefectura, no debieron dejar a la subprefectura como lo está hoy. Entonces la descentralización 
resulta ser centralización, quedó todo centralizado en las prefectura (Concejero provincial, historia- 
dor. San Ignacio, 2/2/00). 


Actualmente, las sociedades locales evidencian una orfandad de organizaciones O 
espacios para lo cívico, en el sentido de autonomía frente a los partidos y dirigentes 
políticos. No hay organizaciones locales que aglutinen al sistema de actores por encima 
de las diferencias políticas, económicas o espaciales. Identificamos momentos de articu- 
lación por ejemplo en la fiesta del pueblo o en las fiestas religiosas. En San Joaquín y en 
San Ignacio, el comité cívico ha dejado de ser la “organización del pueblo”, por lo menos 
como se definía en otras épocas, no se reconoce a un actor articulador desde la perspec- 
tiva de los actores, aunque de acuerdo a las leyes, tendría que ser el comité de vigilancia. 
Los actores locales encuentran en las parroquias organizaciones de confianza, aunque 
éstas no cuentan con ningún provecto para asumir el rol de articulador. 


Yo creo que la gente ha sentido una especie de orfandad de instituciones que aglutinen ciertas comu- 
nidades, quizás todavía las parroquias, pero incluso las instituciones dependemos de la parroquia, no 
llegamos a todo el área rural, pero puede ser que como única fuerza más o menos en este sentido 
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aunque no alcance completamente a todas las comunidades pues es la parroquia, aunque yo reco- 
NOZCO que a veces no es posible atender con la misma fuerza e intensidad a las comunidades alejadas 
que a las comunidades más cercanas al área urbana (Sacerdote, ex dirigente del comité de vigilancia, 
San Ignacio, 7/1/00). 


Respecto a una organización que se puede confiar yo creo que existe y es la iglesia católica. Otra 
organización no existe. Porque la experiencia que nos deja estas elecciones es una división más clara 
(Dirigente de MNR, SJ/23/1/2000). 


Si bien no hay actores articuladores del sistema local de actores, pudimos identifi- 
car redes de actores en su interior, por ejemplo, entre las comunidades la subcentral y la 
parroquia. También es visible la formación de redes liderizadas por grupos político-parti- 
darios de base familiar, con organizaciones de ganaderos, comités de vigilancia, comités 
cívicos y algunas juntas con los partidos políticos. 


7.5. Las lógicas de acción 

En las entrevistas a los actores locales tratamos también de caracterizar sus lógicas y eva- 
luar la influencia de la municipalización, tomando también en cuenta la percepción del 
rol de un actor por parte de otros actores. 

En primer término observamos que en los sistemas locales de actores predomina 
la lógica de voluntariado, sobre todo entre los actores del ámbito urbano. En cambio, en 
las organizaciones indígenas destaca la lógica militante, cuya trayectoria es anterior a la 
municipalización, porque desde 1990 hasta ahora se movilizan abiertamente por deman- 
das de territorio y pugnan por reconocimiento de lo indígena en las sociedades locales. 
El comité cívico ha pasado de la lógica militante, expresada antes de la participación 
popular, a la lógica de voluntariado, pero muy vinculada a la lógica política de los parti- 
dos. Al contrario de lo que se esperaba, el comité de vigilancia no ha podido aún asumir 
una lógica de militante ni tampoco expresa una lógica de voluntario. Algunos actores 
como el cabildo indígena se resisten a pasar de una lógica de voluntariado a una lógica 
militante, no obstante las necesidades del sector al que aglutinan. 

Es importante destacar la lógica militante expresada por las parroquias locales, 
más visible en San Ignacio, y que se explica por la presencia de ONGs vinculadas a la 
iglesia. Otro aspecto que diferencia a San Ignacio frente a San Joaquín es la presencia 
de una lógica profesional con organizaciones como CIPCA o PRODEMO, el Proyecto 
San José o, desde el año pasado, CIDDEBENI, ONG de Trinidad que retorna al espacio 
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local después de cuatro años de ausencia. Estas organizaciones tienen lógicas militan- 
tes y profesionales. 

Un caso particular de actor local en el espacio local es la presencia de empresas 
explotadoras de los bosques naturales. En San Ignacio las empresas madereras se estable- 
cieron gracias a las movilizaciones locales, encabezadas por el comité cívico, que busca- 
ban el desarrollo de la provincia y el crecimiento de la economía local con la inversión de 
regalías provenientes de la explotación. Sin embargo, el proyecto cívico no logró esas 
metas, sino más bien la frustración y la impotencia por no haber podido orientar a las 
empresas según las necesidades de San Ignacio, a tal punto que se les imputa la respon- 
sabilidad de haber provocado el debilitamiento del comité cívico. 


La falta de control forestal se atribuye a la negligencia de los mismos vecinos del pueblo, nosotros, 
cuando empezó la explotación de madera, debimos de organizar cooperativas con gente mojeña, no 
fue por falta de capitales, si no por falta de voluntad y eso nos hizo perder y dejar los recursos pasar y 
que los manejen las corporaciones. Son recursos que no han tenido impacto social, aquí ningún 
ignaciano ha incursionado en la cuestión de las maderas, no hay ningún empresario maderero mojeño, 
todos han venido desde San Borja, han penetrado, y están por el lado sur del Isidoro Sécure, enton- 
ces no hubo esa participación, tal vez por falta de capital y conocimiento, porque aquí realmente el 
pueblo de San Ignacio es pobre. Económicamente estamos más pobres, aquí se veía dinero en el 
sector indígena, yo recuerdo años atrás, cada indígena tenía por lo menos dos, tres, cinco, ocho 
cabezas de ganado, esa misma situación fue decayendo, porque ahora ya es difícil encontrar un indí- 
gena con ganado y ahora que se hace mucho con las carreteras, con la idea de que las carreteras a 
distintas comunidades vamos a mejorar el status del campesino y de la gente del pueblo, sin embargo 
se ha abierto el camino para que varias familias indígenas campesinas se vengan a la población. Al 
momento el comité cívico no cuenta con ingresos propios como antes, pasó eso de la madera, pasó 
increíblemente que nosotros los benianos nos dejemos y pero donde se produce la madera pase a 
manos de Santa Cruz y Santa Cruz es la que esa regalía y reparte. Por qué . Porque la madera sale de 
acá en grandes empresas son llevadas, hemos quedado sin madera, sin forestación (entrevista a miem- 
bros del Club social, ex dirigentes del comité cívico de San Ignacio, 7/1/00). 


Por el desempeño de las empresas así como por su impacto en el espacio local, 
estamos ante la presencia de típicos actores aterritoriales que funcionaron y siguen 
funcionando bajo la lógica de enclave, es decir que en ningún momento se convirtie- 
ron en actores de la sociedad local. Significa que viven de espaldas al territorio donde 
se instalan y usan los recursos naturales buscando una rentabilidad fácil e inmediata, 
sin preocuparse por las necesidades locales ni por la conservación de los recursos 
(Arocena, Op. cit.: 85). 
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Conclusiones 


En el desarrollo de nuestra investigación hemos tratado de exponer la relación que se 
viene dando entre los espacios locales de San Joaquín y San Ignacio con los límites de los 
respectivos municipios. En principio, es visible que en ambos casos el espacio local, to- 
mado como un sistema de relaciones —constituido por factores como el origen étnico, el 
origen espacial, la relación con las misiones, la adhesión a los valores históricos y 
folklóricos— se extiende por más de dos municipios. No obstante la división territorial de 
la municipalización, que toma en cuenta la sección de provincia, comprobamos que este 
sistema de relaciones sigue funcionando con relación al espacio local. 

A su vez, la ausencia de esos factores en algunos subespacios y actores de los muni- 
cipios afecta a las hipótesis de la municipalización, sobre todo respecto a favorecer los 
procesos de articulación y sentido de pertenencia. La desarticulación se acentúa a medi- 
da que los actores políticos —partidos y gobierno municipal— no toman iniciativas para 
articularlos en los diversos componentes de los procesos políticos locales. 

Los municipios de San Joaquín y San Ignacio se constituyen con la municipaliza- 
ción, sin embargo, actualmente en su interior encontramos una serie de factores que 
dan cuenta de la presencia y constitución de una sociedad local, con un sistema de 
relaciones que opera con relación a la sociedad y el espacio local y no al territorio 
municipal. Destacamos: 


e Vínculos religiosos que provienen desde la época de las misiones, en torno a los 


cuales se congregan los habitantes de las comunidades en el pueblo en determina- 
das fechas religiosas importantes para su fe católica. 


151 


e Vínculos étnicos, porque los habitantes de las comunidades y del ámbito urbano 
de las sociedades locales comparten un origen étnico que los motiva a tener como 
referencia al espacio local. 

e Vínculos históricos que se refieren a un sentimiento de pertenencia a la ex misión, 
a los procesos de ocupación del espacio, con los cuales los pobladores urbanos y 
rurales (carayanas e indígenas) se identifican y reconstruyen la identidad local ya 
sea como gentilicio o como identidad étnica. 


La identidad local de San Joaquín y de San Ignacio se constituye con relación al 
espacio local, a los símbolos, a los valores y a los acontecimientos históricos de las socie- 
dades locales. Esta identidad no abarca a espacios y/o actores del municipio que no par- 
ticipen o se adhieran al sistema de relaciones del espacio local. 

La municipalización asigna la pertenencia territorial de determinados espacios y 
actores de acuerdo a la división política del Estado, pero las sociedades y los espacios 
locales que existen en ambos municipios conforman un sistema de relaciones que inclu- 
ye a otras comunidades y abarca espacios más allá del mismo municipio. Sin embargo, a 
través de la municipalización se han integrado nuevos factores de articulación política 
que están reforzando las relaciones y lógicas de acción de los actores locales con respec- 
to al espacio local y no al municipio. 

De todas maneras, la relación de la sociedad y el espacio local con el municipio son 
diferentes en San Joaquín y San Ignacio de Moxos. En San Joaquín encontramos que la 
sociedad local existe actualmente sobre un espacio que no ha sido afectado por la muni- 
cipalización. En este sentido, no se evidencia una contradicción radical entre el territorio 
municipal y el sistema de relaciones del espacio local. De las comunidades que confor- 
man el espacio local ninguna ha quedado fuera del municipio de San Joaquín, más bien 
con la municipalización se está incentivando la articulación de la comunidad moré, como 
espacio y como actor, que antes no había tenido ningún vínculo con San Joaquín. Esta 
integración se facilita por la iniciativa de la organización indígena y la predisposición de 
los actores locales, urbanos y rurales de San Joaquín. 

En cambio, en San Ignacio de Moxos, la relación conflictiva de la municipalización 
con el espacio local está poniendo en evidencia la dificultad de articular un territorio 
municipal y sus actores solamente a través de procesos políticos —sea elecciones, partici- 
pación electoral o redistribución de recursos— cuando no están presentes en todos los 
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ámbitos del municipio los factores de articulación constituidos y reproducidos por sus 
actores locales con relación a un espacio concreto. En este sentido, es evidente que no 
hay correspondencia entre el territorio municipal y el sistema de relaciones del espacio 
local. Por un lado, el espacio local de San Ignacio se restringe al espacio habitado por los 
ignacianos y abarca incluso un área que hoy es reclamada como parte de otro municipio. 
En la práctica esa área sigue relacionándose y sintiéndose parte de San Ignacio. Por últi- 
mo, los cantones de San Lorenzo, San Francisco y el TIPNIS no forman parte del sistema 
de relaciones del espacio local y tampoco se sienten parte plena de un municipio, sobre 
todo de su proceso político local. 

La municipalización no está incidiendo en el sistema de relaciones de la sociedad 
local de San Ignacio, pero tampoco es suficiente para articular a subespacios y actores de 
todo el municipio, ya que la legitimidad de sus actores opera al interior del espacio local. 
Así, es difícil que esta superposición se resuelva sólo con la mejor aplicación de la muni- 
cipalización o con un cambio de la cultura política de las elites residentes en San Ignacio. 
Nosotros insistimos en el papel principal de los factores culturales e históricos para arti- 
cular una sociedad local con el espacio. 

En San Joaquín los actores locales tienen una actitud cercana a la cultura democrá- 
tica que postula la municipalización. Hay predisposición a integrar sus valores y normas 
al sistema de relaciones que determinan la articulación y trayectoria de la sociedad local, 
que está llevando a un “acoplamiento no traumático” entre la lógica del espacio local y el 
territorio municipal. 

En San Ignacio está vigente una cultura política que combina una lógica de perma- 
nente negación y pesimismo entre los actores locales con relación a su sociedad y la 
municipalización. La municipalización no está sirviendo como vía para acercar el espacio 
local y el municipio de San Ignacio de Moxos, y los actores de ambos ámbitos. 

La municipalización no ha modificado el sistema de relaciones del espacio local, 
porque no hemos encontrado la articulación de nuevos espacios, la presencia de nuevas 
comunidades y de nuevos actores en la sociedad local. Por eso hasta ahora comunidades 
que por la ley quedaron o son reclamadas por otros municipios, siguen articuladas a las 
sociedades locales a las que siempre pertenecieron, tanto en San Ignacio de Moxos como 
en San Joaquín. Es el caso de la comunidad de Puerto Siles con relación a San Joaquín y 
de la del TIM con relación a San Ignacio. Así también espacios y actores del municipio, 
como algunos cantones del municipio de San Ignacio de Moxos, encuentran limitaciones 
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para articularse al espacio local. Ahora bien, es evidente que en San Joaquín se está 
incentivando la articulación de un nuevo espacio y un nuevo actor en el proceso político 
local, instaurado por la municipalización, sin embargo, no implica una modificación defi- 
nitiva del sistema de relaciones del espacio local y por tanto de una compatibilidad defi- 
nitiva entre este espacio y el municipio. 

Por otro lado, San Joaquín y San Ignacio tienen un sistema de actores carente de 
actores articuladores, y en este sentido, el comité de vigilancia no muestra posibilidades 
de emerger con este rol, como postulaba la municipalización. Igualmente, tampoco se 
están produciendo cambios en la composición del gobierno municipal, como parte de la 
democratización, con actores y espacios diferentes a los que siempre estuvieron. Al con- 
trario, las élites políticas y económicas de origen urbano son las que siguen proveyendo 
los potenciales miembros del gobierno para todo el municipio. En ambas sociedades es 
evidente la legitimidad de varios componentes de la municipalización, pero no se extien- 
de a los actores políticos, al gobierno municipal, al comité de vigilancia y a la cultura 
política de éstos. 

La municipalización tiene entre los actores locales de San Joaquín y San Ignacio, 
una legitimidad amplia que no se pone en cuestión desde ninguna perspectiva, aunque 
también se tiene conciencia de los efectos de la política sobre ciertas dimensiones de la 
sociedad local como el sistema de valores. 

Hasta ahora, la municipalización no conduce al desarrollo de una identidad territo- 
rial, en el sentido de generar pertenencia o vínculo afectivo de los habitantes con el 
territorio municipal asignado por el Estado. La identidad local se nutre de aquellos ele- 
mentos vinculados a los orígenes de la sociedad y la formación del espacio local, pero no 
involucra a todos los espacios y actores del municipio. 

La hipótesis de la democratización de la municipalización tampoco se ha verificado 
en nuevas formas de hacer política y en una nueva composición del gobierno municipal 
en San Joaquín y San Ignacio. En ese sentido, no hay una participación política que se 
exprese más allá de la votación o de la tradicional presencia urbana-ganadera en el mane- 
jo de las alcaldías y ahora de los gobiernos municipales. Todo ello se contradice, a su vez, 
con el reconocimiento que los actores locales urbanos tienen respecto a los pueblos 
indígenas y las comunidades como parte de las sociedades locales. Tampoco ha incentivado 
la integración en los procesos políticos locales de espacios y sectores sociales no perte- 
necientes al espacio local. 
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El ejercicio de una nueva cultura democrática y las orientaciones normativas del 
proceso de municipalización como roles y funciones de gobernantes y gobernados en- 
cuentran sus limitaciones en aspectos constitutivos a la “forma de ser” de la sociedad 
local. Nos referimos por ejemplo, a la prevalencia de valores y principios que ordenan la 
vida social de los vecinos y comunarios de la sociedad local. Los actores locales siguen 
organizando sus acciones públicas —por ejemplo de control social— en función al menor 
o mayor grado de relación familiar, amistad o de lealtad política con un gobernante, un 
político o un dirigente. Recordemos que la sociedad local es un ámbito en el que el 
encuentro entre las personas es diario, donde se conocen unos a otros, etc., y por ello 
hay mayor riesgo de perder la amistad o enfrentar represalias morales o incluso económi- 
cas, como la pérdida de un empleo o favores de tipo económico. Ligado a esto último 
está justamente la condición de pobreza de la mayoría de la población, lo que provoca 
que el dinero se convierta en factor de manipulación política en época electoral. Por otro 
lado, respecto a la gestión política los actores políticos, dirigentes de partidos y autorida- 
des no conciben la existencia de escenarios o actores neutrales, es por eso que al control 
social hasta ahora se le asigna un rol de oposición. 

La lógica de acción de los políticos tiende a funcionar de acuerdo a la lógica del 
sistema de relaciones del espacio local. Esa articulación tiende a subsistir si los gobiernos 
municipales de ambos municipios están encabezados por un mismo partido como ocu- 
rre en el actual periodo municipal 2000—2005. En este sentido, la dinámica política refuerza 
la lógica de funcionamiento y reproducción del espacio local y el proceso de municipali- 
zación, en tanto asignación legal de un territorio a un municipio, no ha desestructurado 
la lógica de articulación del espacio local, más bien la ha reforzado. 

Respecto a la lógica de acción de los actores locales, la tendencia es funcionar con 
la lógica del espacio local. En unos casos, algunos actores mantienen su ámbito de acción 
y otros lo están redefiniendo con relación al espacio local. Hay casos particulares como el 
cabildo indígena y las juntas vecinales, que mantienen su base urbana por sus propias 
características. Los actores emergentes de la municipalización reconocen su ámbito de 
acción en el municipio, y esto se explica justamente porque antes no formaban parte del 
sistema de actores del espacio local. Sin embargo, esto no quiere decir que mantengan 
una relación efectiva con el espacio municipal y sus actores. 

El papel del sistema local de actores es fundamental en el proceso de articulación 
de un espacio local. Nuestra hipótesis es que la articulación de un espacio municipal será 
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posible en la medida en que los actores locales confluyan, coincidan o tengan un alcance 
similar respecto a su espacio de acciones. 

Aunque la municipalización hace énfasis en la autonomía municipal, no se ha des- 
plazado la dependencia y/o subordinación de los dirigentes políticos de las sociedades 
locales a las orientaciones de los políticos departamentales o nacionales. Tampoco hay 
autonomía de los actores locales, sobre todo de los sujetos de la participación popular. 
Por el contrario, es evidente la pérdida de legitimidad y de capacidad para ejercer los 
roles de la municipalización, que se acentúa por la injerencia de los partidos. 

Se ha escrito que la ausencia del Estado posibilitó el desarrollo de una cultura de 
autogobierno (Finot, op. cit.), con actores autónomos respecto a los partidos, en el sen- 
tido que respondía a una dinámica interna, con capacidad de crear y movilizar recursos 
propios. El centralismo coadyuvó esta situación. Sin embargo, en las sociedades locales 
se están generando nuevas formas de dependencia y pérdida de autonomía de varios 
componentes del sistema local de actores. Este proceso se está dando a través de los 
políticos que son los actores que están cediendo autonomía de “lo local-municipal” hacia 
actores externos, regionales y nacionales, mientras, de otro lado, están quitando la auto- 
nomía de los actores locales y bloqueando el desarrollo de nuevas lógicas de acción más 
favorables a las hipótesis de la municipalización. 

Vinculado con lo anterior, el comportamiento de los actores locales nos lleva a 
pronosticar un predominio de la lógica política, encabezada por los partidos políticos, y 
que va a incidir en la autonomía y el cumplimiento de las funciones “que se esperan” de 
ellos. Por otro lado se verifican grandes dificultades de los nuevos actores —el consejo de 
vigilancia y las juntas vecinales— por traspasar hacia una lógica de militantes, según los 
roles asignados por la ley de la participación popular. Al contrario, en el caso de las 
juntas vecinales se constata que su tradicional lógica de voluntariado está quedando re- 
ducida en la medida en que crece la lógica de que existen recursos del Estado para 
todas las necesidades. 

Finalmente, como hipótesis proponemos que los supuestos de la municipaliza- 
ción, insertos en la ley de la participación popular, tienen mayores posibilidades de 
verificarse cuando un municipio determinado como espacio y sociedad, coincide con 
una sociedad y su espacio local concreto. En la medida en que se dé esa corresponden- 
cia se presentarán menos conflictos de aislamiento de comunidades y de demandas 
de creación de otro municipio como forma de resolver la desarticulación. Dicho de 
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otra manera, un municipio en el Beni será viable, con posibilidad de cumplir las hipó- 
tesis de la municipalización, en la medida en que coincida con el sistema de relaciones 
del espacio local. 

Consideramos que la noción de sociedad local es un instrumento teórico válido 
para evaluar, en el caso del Beni, el proceso de integración social y política de una socie- 
dad concreta al interior de un municipio, con respecto al proceso de municipalización, a 
políticas de división política administrativa o a propuestas de creación de nuevos munici- 
pios. En el contexto actual del funcionamiento de los municipios, es útil también para 
evaluar los proyectos viables, esto es, con capacidad de adquirir un status de sociedad 
local o, si se quiere, de comunidad municipal. 

Por último, y a modo de reflexionar, ¿podemos concluir, por lo que está pasando en 
San Joaquín, que la cultura política autoritaria, intolerante de lo indígena y que la forma 
de pensar de los grupos dominantes del Beni ya pertenecen al pasado? Vamos más lejos, 
¿debemos certificar, por tanto, que la democracia local funciona en todo el país como 
señalan algunos militantes de la participación popular? O todo lo contrario, imitando a 
los que sienten que todo lo que se hace desde el Estado es malo por naturaleza, ¿pode- 
mos decir, tomando la experiencia de San Ignacio de Moxos, que la municipalización es 
un fracaso inevitable? 

Hasta ahora, los efectos de la municipalización han sido analizados o con demasia- 
do optimismo o con excesiva desconfianza, sin tomar en cuenta la diversidad de condi- 
ciones sociales y culturales, las distintas trayectorias históricas locales que “esperaban” a 
los objetivos e hipótesis de la participación popular. En el primer caso es evidente la 
tendencia a sobrevalorar sus efectos positivos y a generalizar ciertos cambios de la cultu- 
ra política hacia todos los municipios del país. Los otros, a su vez, lo califican como un 
nuevo proyecto del Estado para destruir a las culturas y transitar hacia nuevas formas de 
dominación “criolla-mestiza”. Lo común en ambos casos es, primero, hablar desde lo 
regional-nacional y, segundo, sostenerse en convicciones antes que evidencias o datos. 
Más que adscribirse a una de estas visiones absolutistas y centralistas se trata de investi- 
gar, en cada caso, las trayectorias particulares que se están construyendo como resultado 
de encuentros específicos entre situaciones locales y la municipalización como política 
venida desde el Estado. 

Mirando a los municipios del Beni, por tanto, se encuentran argumentos para cues- 
tionar toda pretensión de generalizar resultados y ver en todos los ámbitos locales del 
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país un escenario claro y optimista o bien otro oscuro y pesimista. La municipalización, 
en tanto forma de descentralización, está produciendo diferentes resultados, direcciones 
y percepciones, de acuerdo con “la forma de ser” de las sociedades locales y sus actores. 
Es que cada municipio, contiene historias locales y lógicas políticas propias que junto con 
el encuentro con aquella política estatal están definiendo trayectorias específicas que se 
resisten a formar parte de conclusiones generales. 
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